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introducción

¿Por qué algunas instituciones políticas se fortalecen mientras que otras permane-
cen débiles? ¿Por qué instituciones que se crean en condiciones similares luego se 
diferencian según sus niveles de fortaleza institucional? Las ciencias sociales han 
demostrado que las instituciones fuertes son esenciales para el desarrollo económi-
co y político. A comienzos del siglo xx, por ejemplo, Max Weber argumentó que una 
burocracia fuerte y racional era esencial para el desarrollo del capitalismo (Weber, 
1978). Más recientemente, tanto politólogos y economistas han destacado la impor-
tancia de instituciones políticas fuertes para el desarrollo económico y la resolución 
de conflictos (e.g., Haggard, 1990; North, 1990; Acemoglu y Robinson, 2012). Y si 
bien en la ciencia política se han desarrollado teorías sobre el origen y la evolución 
de las instituciones (e.g., Knight, 1992; Steinmo, Thelen y Longstreth, 1992; Thelen, 
2004), mucha menos atención se ha prestado a por qué y cómo se fortalecen las 
instituciones (véase Brinks, Levitsky y Murillo, 2017).

**

***
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 En este artículo, ofrecemos una explicación del fortalecimiento institucional basa-
da en el estudio de las instituciones que forman parte de lo que Graham Smith llama 
“innovaciones democráticas”, vale decir, instituciones “específicamente destinadas 
a aumentar y promover la participación ciudadana en el proceso de decisiones po-
líticas” (Smith, 2009: 1). Definimos instituciones participativas (ip) como instituciones 
formales y sancionadas por el Estado, creadas explícitamente para aumentar la parti-
cipación de la ciudadanía en la toma de decisiones sobre bienes públicos o servicios 
sociales. Estas instituciones ofrecen a la ciudadanía mecanismos políticos regulares 
para interactuar con el Estado, que son más sustanciales que la participación electoral 
esporádica en las urnas y menos contenciosos que las protestas sociales. Algunos 
ejemplos de ip son el presupuesto participativo, los consejos locales de salud, los 
comités de agua, los comités de supervisión local y las consultas previas. Nuestro 
análisis empírico se centra en esta última institución.

 Durante los últimos treinta años, los países latinoamericanos han sido líderes en la 
creación de ip. Pero mientras que algunas de estas instituciones han adquirido fuerza y 
permitieron la participación efectiva de la ciudadanía en el proceso de toma de decisio-
nes sobre bienes públicos y servicios sociales, otras han permanecido débiles –constitu-
yen meras instituciones en papel o de adorno–. ¿Por qué las ip con diseños institucionales 
iniciales muy similares evolucionan de modo diferente? ¿Cuáles son las implicancias de 
estas diferentes trayectorias para las teorías sobre evolución institucional?

 La literatura existente sobre ip en países en desarrollo identifica algunos factores 
a nivel local para explicar la fortaleza institucional de las innovaciones participativas. 
Entre estos factores se incluyen: la sinergia en las relaciones Estado-sociedad, un 
alto grado de descentralización fiscal, una oposición política débil en el nivel local, 
la existencia de líderes locales competentes, la agencia tecnocrática de los políticos 
y un alto nivel de apoyo cívico en el nivel local.1 Estos valiosos estudios presentan 
comparaciones regionales de ip, entre y dentro de países, para explicar los diferentes 
niveles de éxito y fortalecimiento institucional de las innovaciones participativas. 

En este artículo nos centramos en el nivel nacional para analizar las dinámicas 
que llevan a la creación de las ip –enfatizando el papel de la movilización social– y 
su fortalecimiento posterior –concentrándonos en la importancia del proceso de in-
corporación política de los actores sociales y políticos movilizados–. Proponemos 
centrarnos en el nivel nacional por tres razones teóricas y metodológicas. Primero, 
porque argumentamos que la movilización social de nivel nacional es importante 
para la adopción de ip. Segundo, porque el proceso de incorporación política de los 
actores movilizados a nivel nacional produce variación en el fortalecimiento de las ip. 
Tercero, porque cambiando el foco de análisis del nivel local al nacional, podemos 
identificar cambios importantes y sistemáticos en la regulación y aplicación de ip a 
través del territorio que son pertinentes a su fortalecimiento.2

Sobre relaciones entre el Estado y la sociedad, véanse Abers (2000), Heller (2001), Fulmer, Godoy y 1 

Neff (2008), Wampler (2008), Baiocchi, Heller y Silva (2011), McNulty (2011) y Jaskoski (2014); sobre 
la descentralización y oposición local, véase Goldfrank (2011); sobre liderazgo, véanse Van Cott 
(2008), Baiocchi, Heller y Silva (2011) y McNulty (2011); y sobre el nivel de apoyo local, véanse Van 
Cott (2008) y Wampler (2008).
Los conceptos de adopción, regulación e implementación institucional ayudan al análisis de las re-2 

laciones entre el Estado y la sociedad en diferentes fases de la institucionalización. En la práctica, 
estas fases están entrelazadas.
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   Proponemos una teoría endógena de la participación. Sostenemos que la fortaleza 
de las ip –definida en sus dimensiones de legitimidad, eficacia e implementación– de-
pende de dos procesos. El primero es el proceso de movilización social que produce 
la institución. Las ip que son el producto de la movilización social son más propensas 
a transformarse en instituciones fuertes que las ip que se imponen desde arriba o 
por un proceso de difusión de “mejores prácticas”. Sostenemos que la movilización 
social es endógena al proceso de fortalecimiento de las ip. Segundo, para fortalecer 
a una institución recientemente creada, debe producirse un proceso de incorpora-
ción política de los actores sociales movilizados durante las posteriores etapas de 
regulación e implementación. Mostramos que si bien la movilización social es una 
condición necesaria de fortaleza institucional, no es suficiente, ya que es preciso 
que esos actores movilizados sean luego incorporados en el proceso de regulación 
e implementación de la institución.

 Nuestra teoría endógena de la participación hace hincapié en la importancia de 
los movimientos sociales de base en la etapa inicial de adopción, y de su incorpo-
ración política, a través de partidos políticos o instituciones estatales, en el proceso 
posterior de desarrollo institucional. Tras mostrar procesos similares de adopción 
institucional de la consulta previa a través de la movilización social de movimientos 
indígenas, nuestros estudios de casos ilustran dos vías casuales divergentes: una 
de incorporación política del movimiento indígena y fortaleza institucional (Bolivia) y 
la otra de exclusión política del movimiento indígena y, por lo tanto, de debilitamiento 
institucional de la consulta previa (Ecuador).

 Centramos nuestro estudio empírico en la consulta previa, que es el derecho 
colectivo de las comunidades indígenas –cuyas tierras o medio ambiente podrían 
verse afectados por la extracción de recursos naturales o por la realización de me-
gaproyectos– a que sean consultadas antes de que dichos proyectos comiencen. 
En 1989, la Organización Internacional del Trabajo (oit) reconoció el derecho de las 
comunidades indígenas a la consulta previa como parte de su Convenio 169 –también 
denominado Convención 169–, el cual emanó de un intento de proteger los derechos 
de los pueblos indígenas y de sus territorios. El Convenio establece que los pueblos 
indígenas deben ser consultados cuando una medida administrativa o legislativa po-
dría afectarles directamente o a su medio ambiente. Debería aplicarse en espacial en 
casos de proyectos de infraestructura o de extracción que pudiesen afectar de forma 
negativa el acceso o uso de los territorios de comunidades indígenas.3 La consulta 
previa es, por tanto, un mecanismo institucional para la comunicación y negociación 
entre actores sociales con intereses distintos y, generalmente, contrapuestos: estados, 
corporaciones y comunidades indígenas.4 En el contexto de economías extractivas, 
por un lado, estados y corporaciones concuerdan generalmente en su interés de que 
los proyectos extractivos sean aprobados a fin de materializar ingresos fiscales y ga-
nancias corporativas. Los intereses de las comunidades indígenas, por lo contrario, 
son más complejos, y con frecuencia están divididos entre aquellos que valoran los 
beneficios económicos de la extracción y aquellos a quienes les preocupa más el 

Sobre las posiciones de los delegados de la 3 oit, véanse Rodríguez Piñero (2005, cap. 9) y Rodríguez 
Garavito (2011: 282-283).
Para una discusión más amplia sobre la consulta previa como mecanismo de negociación de intereses, 4 

véanse Rodríguez Garavito (2011) y Riofrancos (2017).
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impacto socioambiental de dicha actividad y por tanto pueden llegar a oponerse a la 
actividad extractiva o al megaproyecto.

Hasta la fecha, 15 de los 22 países que han ratificado el Convenio 169 de la 
oit están en América Latina y el Caribe. Asimismo, un grupo importante de estos 
países han intensificado su dependencia económica en la extracción de recursos no 
renovables, lo cual hace a la consulta previa una institución altamente relevante en el 
contexto político-económico actual. Además, tratándose de una norma internacional, 
el diseño institucional de la consulta previa es muy similar entre países al momento 
de ratificación del Convenio. Sin embargo, una vez que la dinámica política interna se 
despliega, la fortaleza de la consulta previa varía ampliamente según cada contexto 
nacional. Dicha variación es el objeto de estudio de este artículo.

Nuestra teoría endógena de la participación contribuye a las literaturas de institu-
ciones y de democracia participativa de tres maneras. En primer lugar, entendemos la 
fortaleza institucional como un proceso multifacético y secuencial, donde la cronología 
de eventos sucesivos, tanto en su relación entre sí como con el contexto políticamente 
pertinente, es de suma importancia. Un proceso reactivo de confrontación política 
entre movimiento indígena y el Estado, por ejemplo, es necesario en la fase de adop-
ción inicial de la consulta previa. Sin embargo, si el proceso reactivo entre Estado y 
movimiento indígena continúa durante las fases de regulación e implementación de 
la consulta previa, esta puede resultar muy débil. El momento de la incorporación 
política de los actores del movimiento indígena con respecto al tipo de Estado vigente 
es también altamente consecuente, como ilustra nuestro análisis empírico.

 En segundo lugar, analizamos una institución que casi no ha sido estudiada en la 
ciencia política, a pesar de su importancia en los debates sobre desarrollo económi-
co y para la articulación de las demandas indígenas vis a vis el Estado. Los estudios 
existentes sobre consulta previa pertenecen en su mayoría a las disciplinas de antro-
pología o de estudios legales, y se enfocan en casos específicos, con poco análisis 
comparativo sobre la institucionalización de este derecho colectivo. Además, a diferen-
cia de los presupuestos participativos y otras instituciones deliberativas estudiadas por 
la literatura sobre democracia participativa, la consulta previa involucra directamente 
al sector empresarial. El hecho de que la consulta previa pueda potencialmente inte-
rrumpir los proyectos estratégicos de extracción tiene implicancias valiosas para las 
ganancias corporativas, los ingresos fiscales y las dinámicas de Estado-sociedad. 

 Tercero, nuestro análisis empírico permite la identificación de un factor causal 
poco explorado en la investigación sobre ip: la incorporación política de los movimien-
tos indígenas. Nuestros casos muestran que los partidos de izquierda en el gobierno 
no son suficientes para el fortalecimiento de la consulta previa.5 Según Patrick Heller, 
también es necesaria una relación orgánica entre el partido –o el Estado– y las bases 
del movimiento social (Heller, 2001). En particular, identificamos la incorporación del 
movimiento indígena al Estado como un factor determinante en el fortalecimiento de 
la consulta previa. 

 En la siguiente sección desarrollamos la teoría de la participación endógena y 
definimos cuatro variables de interés. Luego discutimos la metodología, la selección 

Sobre el papel de los partidos de izquierda en las 5 ip, véase Baiocchi (2005); para un análisis sobre 
el papel de los partidos indígenas y alcaldes innovadores que profundizaron las innovaciones demo-
cráticas locales, véase Van Cott (2008).



7PARTICIPACIÓN ENDÓGENA. FORTALECER LA CONSULTA PREVIA EN ECONOMÍAS EXTRACTIVAS

  de casos y los argumentos alternativos. Realizamos un estudio comparativo de dos 
casos “más similares”, Bolivia y Ecuador, donde se adoptó la consulta previa a través 
de procesos similares, pero posteriormente se divergió en resultados de fortaleza 
institucional. En las conclusiones, se resumen los hallazgos principales y se desta-
can las implicancias metodológicas y sustantivas de nuestra teoría endógena de la 
participación para el estudio de las ip y del fortalecimiento institucional.

Teoría endógena de la participación:  
fortalecimiento institucional de la consulta previa

Nuestra teoría endógena de la participación interrelaciona dos literaturas que han 
permanecido generalmente separadas: el institucionalismo histórico y la democracia 
participativa. En cuanto al institucionalismo histórico, desarrollamos la idea de que 
los efectos de ip deben entenderse en relación con el proceso que las genera, y 
proporcionamos evidencia empírica que justifica esta afirmación (Thelen y Maho-
ney, 2015: 26-27). También asumimos el reto de estudiar instituciones con diferentes 
grados de fortaleza en contextos recientemente democratizados (Levitsky y Murillo, 
2009: 123-124). Además, adaptamos una conceptualización institucionalista clásica 
de la incorporación de movimientos sindicales para analizar la incorporación de mo-
vimientos indígenas y extender temporalmente las conclusiones de esa literatura a la 
incorporación indígena en Bolivia y a su falta de incorporación en Ecuador (Collier y 
Collier, 1991; Van Cott, 2005; Yashar, 2005; Lucero, 2008; Van Cott, 2008). Aplicando 
el método secuencial comparado, identificamos las secuencias casuales de eventos 
donde la consulta previa se vuelve una institución legítima y eficaz, y que se hace 
cumplir –o es enforced– por el Estado. Alternativamente, también registramos la se-
cuencia causal por la cual la consulta previa queda estancada en una trayectoria de 
institucionalización débil (Falleti y Mahoney, 2015). Con respecto a la literatura sobre 
democracia participativa, nos basamos en recientes contribuciones que han deter-
minado dos vías causales de adopción institucional, con consecuencias importantes 
para su posterior fortalecimiento. 

 Definimos la variable dependiente, la fortaleza institucional, como el grado en 
que las instituciones –en nuestro caso, la consulta previa– son legítimas y eficaces, y 
el Estado las hace cumplir. En relación con la legitimidad y la eficacia, nos basamos 
en una investigación reciente de Arjona sobre instituciones locales en contextos de 
guerra civil. En la conceptualización de Arjona, las instituciones de alta calidad son 
legítimas y efectivas, lo que significa “que la mayoría de los miembros de una comu-
nidad creen que sus instituciones son adecuadas” o justas (Arjona, 2015: 183). Las 
instituciones locales son legítimas cuando las personas de la comunidad aprueban 
las reglas establecidas para resolver conflictos, y son eficaces cuando las personas 
efectivamente las siguen (Arjona, 2016: 130). 

 La tercera dimensión de fortaleza institucional, que el Estado la haga cumplir –o 
enforcement–, está relacionada con la probabilidad de ser castigado por no seguir 
las reglas. En nuestro caso es el Estado quien hace cumplir esta institución, ya que 
es él que ratifica y regula la consulta previa.6 En tanto la consulta previa es ratificada 

Para una definición más extensa de 6 enforcement, véase Levitsky y Murillo (2009: 117 y fn. 1).
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y regulada por el Estado, operacionalizamos el hacerla cumplir como el grado en 
que la institución es promovida por el Estado, garantizando que todas las partes 
cumplan con los acuerdos alcanzados. La promoción no es solo una función de las 
capacidades del Estado, sino también de su disposición a aplicar la ley y promover 
la institución de consulta previa.7

 La definición de fortaleza institucional, que conlleva altos niveles de legitimidad, 
eficacia y cumplimiento, recupera aportes de diversos enfoques –rara vez combina-
dos– sobre institucionalidad en sociología, economía y ciencia política. De la tradición 
sociológica, tomamos la idea de que la internalización de las rutinas o prácticas per-
cibidas como legítimas de los individuos son el centro de la fortaleza institucional.8 
La legitimidad es lo que mantiene una institución en su lugar y garantiza que se apli-
que una vez que los intereses políticos o coaliciones que existían en el momento de  
su creación desaparecen. De la tradición económica, tomamos prestada la idea  
de que las instituciones resuelven conflictos y generan estabilidad al limitar el rango de  
opciones que enfrentan los actores (e.g., North, 1990). Las instituciones eficaces son 
aquellas que son obedecidas por los actores sociales porque proporcionan no solo 
mapas cognitivos, sino también atajos prácticos para la acción social. Además, los 
actores racionales pueden comparar los costos de cumplimiento frente a los costos 
de violar las normas institucionales, lo cual genera que actúen de forma racional y 
consecuente con la minimización del costo de eficacia que confiere una institución 
fuerte. De la tradición institucionalista histórica de la ciencia política, tomamos pres-
tada la idea de que una fuente clave de fortaleza institucional es la alineación entre 
los intereses de las coaliciones políticas que generan la institución por un lado, y los 
objetivos de la institución y sus efectos distributivos, por el otro (e.g., Pierson, 2016). 
Debido a la presencia de mecanismos de retroalimentación positiva, las institucio-
nes continúan aplicándose –y algunas veces evolucionan gradualmente– después 
de que las coaliciones políticas o las circunstancias en las que se originaron han 
cambiado. En tanto la institución demuestre que es legítima y efectiva, puede seguir 
siendo cumplimentada, y así fortalecida, aun cuando la coalición que la originara 
desapareciere con el pasar del tiempo. En nuestra opinión, estas tres dimensiones 
de fortaleza institucional se refuerzan mutuamente: la legitimad facilita la eficacia, y 
ambas facilitan la cumplimentación. Como nuestros casos empíricos lo demostrarán, 
esta conceptualización ecléctica y comprehensiva de la fortaleza institucional potencia 
el análisis del estudio de la génesis institucional y de su desarrollo. 

A continuación, ofrecemos las condiciones de fortalecimiento en un subconjunto 
de instituciones políticas ampliamente ignoradas en la literatura sobre instituciones. 
Sostenemos que, entre la etapa de adopción de una institución participativa y su 
fortalecimiento, hay un proceso intermedio fundamental: la incorporación política de 
los actores movilizados que han creado esta institución. Nuestro análisis compara-
tivo demuestra que sin la incorporación política de los actores movilizados durante 
las etapas de regulación e implementación, las ip quedan débiles. En el caso de  
la consulta previa, los movimientos indígenas son los actores clave que generaron  

En este sentido, nuestra operacionalización de la aplicación excluye la posibilidad de 7 forebearance 
–o la elección de no hacer cumplir la institución– por parte del Estado; sobre forebearance véase 
Holland (2016).
Aunque no se trata de un autor institucionalista, véase Bourdieu (1984, en particular cap. 8).8 



9PARTICIPACIÓN ENDÓGENA. FORTALECER LA CONSULTA PREVIA EN ECONOMÍAS EXTRACTIVAS

  la demanda para su adopción por parte del Estado. En los inicios de la década de 
1990, demandaron la ratificación del Convenio 169 de la oit. Esto, en el marco de una 
crisis del régimen corporativista en América Latina y de la politización de las identida-
des indígenas, debido principalmente a la aplicación de las reformas neoliberales.9

El análisis histórico comparado de Ruth Berins Collier y David Collier sobre la 
incorporación del movimiento obrero en ocho países latinoamericanos ofrece un mo-
delo para teorizar la incorporación de movimientos indígenas en la región. Definimos 
incorporación política indígena como un intento sostenido y al menos parcialmente 
exitoso por parte del Estado de legitimar y dar forma a un movimiento indígena insti-
tucionalizado.10 Como en el caso de la incorporación laboral que estudiaran Collier 
y Collier, durante el proceso de incorporación política indígena, el Estado influye en 
la creación de nuevas instituciones para relacionarse con el movimiento indígena y 
contribuye a articularlo con el sistema de partidos. Algunos ejemplos de nuevas ins-
tituciones de relaciones Estado-movimiento indígena que dan cuenta de un proceso 
de incorporación política son: la consulta previa, las autonomías territoriales indígenas, 
el reconocimiento de idiomas indígenas, el control indígena de la educación bilingüe 
y de agencias de desarrollo comunitario, el pluralismo jurídico que reconoce a la 
justicia indígena, el reconocimiento del ayllu –en la región andina de Sudamérica– o 
de otras formas de gobernanza comunal indígena, y la definición del Estado como 
plurinacional, para incluir el derecho de autodeterminación de los pueblos indígenas. 
En relación con los nuevos enfoques de articulación del movimiento indígena con el 
sistema de partidos, algunos ejemplos de incorporación política indígena incluyen  
el principio de representación descriptiva en la selección de candidatos de los parti-
dos políticos a posiciones representativas de nivel nacional, y la creación de escaños 
legislativos reservados para representantes de grupos étnicos.11

Por otra parte, las innovaciones metodológicas en la literatura de institucionalismo 
histórico nos ha permitido distinguir entre secuencia de eventos reactivos y de retroali-
mentación positiva. En secuencias reactivas, a los primeros eventos les siguen contra-
rreacciones y reversiones en la dirección que toma el proceso, vale decir, una dinámica 
de reacción/contrarreacción entre eventos estrechamente ligados. En cambio, en las de 
retroalimentación, los eventos se mueven de modo constante en una misma dirección y 
persiguen un mismo resultado con el paso del tiempo, de manera que se torna cada vez 
más difícil revertir la dirección o volver al punto de inicio del proceso (Mahoney, 2000: 
512, 526-527). El camino hacia ip sólidas se caracteriza por una secuencia reactiva  
de movilización social y relaciones contenciosas entre el Estado y la sociedad civil duran-
te la fase de adopción, seguido de una secuencia de retroalimentación positiva durante  
las fases de regulación e implementación de la institución. 

También nos basamos en la literatura sobre democracia participativa, que ha 
identificado dos vías casuales para la adopción de ip. Primero, las ip pueden resultar 

Los pueblos indígenas habían sido movilizados políticamente anteriormente, pero a principios de la 9 

década de 1990, la escala de la organización política indígena era translocal e incluso nacional, y se 
llegaron a formar partidos políticos indígenas. Para un análisis exhaustivo de la movilización indígena 
durante este período, véase Yashar (2005).
Adaptado de Collier y Collier (1991: 5, 161-168). Véase también Bowen (2011: 461-463).10 

Esto implica que, legal e institucionalmente, la incorporación conlleva más transformaciones políticas 11 

que el proceso de inclusión, entendida como “la presencia en la toma de decisiones de miembros de 
grupos históricamente excluidos”; véase Htun (2016: 4).
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de movilizaciones y demandas ascendentes. Por ejemplo, en Porto Alegre (Brasil), el 
presupuesto participativo fue inicialmente una propuesta de movimiento social. Fue 
adoptado por el gobierno municipal a través de un proceso de interacciones conten-
ciosas entre las asociaciones de vecinos y la administración local, como parte de un 
conjunto más amplio de reformas institucionales centradas en la democratización del 
Estado, la justicia social y la redistribución económica (Baiocchi y Ganuza, 2015). En 
segundo lugar, las ip pueden imponerse desde arriba, a falta de una demanda de la 
sociedad civil, como fue ampliamente el caso en Perú y México, o como resultado de 
la difusión de presupuestos participativos como una mejor práctica. En este último 
camino, los estudios muestran que las ip no alteran fundamentalmente las relaciones 
Estado-sociedad y permanecen débilmente institucionalizadas.12

Nuestra teoría endógena de la participación propone dos hipótesis: 
Hipóstesis 1: los actores sociales movilizados son una condición necesaria, pero • 
no suficiente, para la posterior fortaleza institucional de las ip.13

Hipótesis 2: para que la institución participativa gane fuerza institucional, los • 
movimientos sociales responsables por demandarla y crearla deben ser incorpo-
rados políticamente y, por lo tanto, deben tener la oportunidad de participar en el 
proceso de regulación e implementación de la institución. 

La figura 1 resume el argumento principal con respecto a estas dos hipótesis y 
sitúa nuestros estudios de caso. Tanto la naturaleza del movimiento indígena como 
del Estado –o partido/s político/s– que lo incorpora son altamente relevantes. En 
ambos casos, los movimientos indígenas fuertes fueron producto, por un lado, de 
lazos supralocales que unían a las comunidades indígenas territorialmente dispersas 
y étnicamente diferenciadas en federaciones regionales y nacionales; y, por otro, de 
amenazas concretas a su autonomía territorial, ya sea por colonización de tierras por 
parte del Estado, por privados o por la expansión de actividades extractivas (Brysk, 
2000; Lucero, 2003 y 2008; Yashar, 2005; Colloredo-Mansfeld, 2009).

La existencia de movimientos indígenas translocales, coordinados y movilizados 
en torno a injusticias claras, fue una condición necesaria para empujar al Estado a 
la adopción de la consulta previa. Nuestros casos empíricos muestran que, después 
de la adopción, el tipo de partido político y el tipo de Estado son importantes para el 
proceso de incorporación política indígena y, por ende, para la fortaleza institucional 
de la consulta previa. Donde los movimientos indígenas se desarrollaron o se inclu-
yeron en partidos políticos que comprendían una amplia coalición de clases cruza-
das –trabajadores, campesinos y clase media– e interétnica –indígenas y mestizos 
(poblaciones mixtas descendientes de indígenas y europeos)–, su capacidad para 
ganar elecciones y ocupar el poder estatal se potenció (Rice, 2011; Madrid, 2012; 

Entre otros, véanse Goldfrank (2011), McNulty (2011), Hevia de la Jara e Isunza Vera (2012: 80), 12 

Baiocchi y Ganuza (2015) y Zaremberg, Isunza Vera y Gurza Lavalle (2018).
Nos referimos aquí a actores sociales movilizados que, al menos, deben adquirir relevancia nacional. 13 

Por ejemplo, en nuestros casos, el fortalecimiento institucional fue factible solo cuando el movimiento 
indígena estaba coordinado a nivel nacional y atraía al gobierno central con sus demandas. En con-
traste, creemos que no existe un límite máximo de movilización social para la creación y el fortaleci-
miento institucional. En los regímenes políticos con al menos un mínimo de accountability, si los actores 
sociales organizados, coordinados y movilizados a nivel nacional están incorporados políticamente, 
sus reclamos deberían encontrar canales político-institucionales.
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Anria, 2013). Este tipo de desarrollo del partido político ocurrió en Bolivia, pero no 
en Ecuador. Además, el tipo de Estado al que se enfrentan esos movimientos y sus 
partidos políticos también tiene consecuencias para la fortaleza institucional de la 
consulta previa. La fortaleza de esta institución requiere no solo de capacidad regu-
ladora estatal, sino también de la voluntad política por parte del Estado de mediar 
en las interacciones entre las comunidades indígenas y las corporaciones cuando 
sea necesario. Esta orientación del Estado es mucho más probable en un Estado 
progresista que en uno de carácter neoliberal.14 En Ecuador, el apogeo de la coordi-
nación y movilización indígena ocurrió a fines de la década de 1990, en el contexto 
del Estado neoliberal, lo que significó que dicha incorporación fue fragmentada y el 
movimiento indígena permaneció sustancialmente excluido del gobierno y del proceso 
de formulación de políticas públicas. En Bolivia, por el contrario, el ascenso político 
del movimiento indígena coincidió con otros desafíos políticos y electorales que tuvo 
que enfrentar el Estado neoliberal. Posteriormente, las demandas indígenas se incor-
poraron al Estado –incluso en la nueva Constitución de 2009– y la consulta previa se 
implementó en el contexto del Estado progresista, a partir de 2006.15

Metodología, selección de casos y explicaciones alternativas

Los hallazgos de los estudios sobre ip proporcionan una lección metodológica impor-
tante. Los diseños de investigación experimentales que asignan al azar instituciones 

FiGuRa 1 
Proceso de creación y fortalecimiento institucional  

de instituciones participativas  

Fuente: Elaboración propia.

SECUENCIA REACTIVA
SECUENCIA DE 

RETROALIMENTACIÓN POSITIVA

SECUENCIA REACTIVA

Movilización social

Adopción de ip ip fuerte Bolivia

ip débil Ecuador

Incorporación política 
de grupos mobilizados

No

Sí

Los estados progresistas son los que fueron gobernados por la izquierda política desde los inicios 14 

del siglo xxi. Estos gobiernos enfatizaron el papel del Estado en la economía y promovieron la redis-
tribución económica. Véase, entre otros, Bringel y Falero (2016).
Agradecemos a Oscar Vega Camacho por su comentario acerca de la temporalidad de la inclusión 15 

indígena.
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o prácticas participativas sufren de una deficiencia importante. En los estudios que 
emplean experimentos de laboratorio o de campo, las ip –que van desde comités de 
desarrollo en aldeas rurales financiados por la asistencia internacional hasta la intro-
ducción de instituciones de representación descriptiva, como las cuotas de género o 
étnicas– se imponen aleatoriamente en distintas localidades y se estudian sus efectos 
a nivel de la aldea, el hogar o el individuo.16 Estos estudios aíslan la institución parti-
cipativa (el tratamiento) como la causa de las diferencias observadas entre las unida-
des de análisis. Pero, al aplicar de forma exógena una institución participativa a una 
población aleatoria, los estudios experimentales no pueden abordar las causas más 
importantes que explican los efectos políticos de las ip: sus orígenes políticos y su pro-
ceso de institucionalización. Los diseños de investigación experimental pueden arrojar  
luz sobre los efectos de las ip que se imponen desde arriba, pero no pueden explicar 
los efectos de las instituciones que surgen como resultado de la movilización social. 
Sospechamos que esta es la razón por la que los efectos del tratamiento en estos 
estudios son en general pequeños o estadísticamente no significativos. 

 Por tal motivo, adoptamos un enfoque teórico institucional histórico y una metodo-
logía secuencial comparativa para estudiar la creación y fortaleza de las ip. Nuestro 
diseño de investigación implica la comparación profunda de dos casos “más similares” 
para controlar explicaciones causales alternativas. Muchas similitudes hacen de Bolivia 
y Ecuador excelentes casos de comparación. Son similares en tamaño de población 
–diez y quince millones de personas, respectivamente–. Tienen economías de ingresos 
medio-altos que dependen en gran medida de las exportaciones de productos prima-
rios, en especial de los hidrocarburos, lo que hace que la consulta previa sea estratégi-
camente importante.17 En ambos países, los pueblos indígenas representan una gran 
parte de sus poblaciones.18 Sus movimientos indígenas, históricamente ubicados en 
las sierras y más recientemente en la Amazonía y las tierras bajas, estaban muy bien 
organizados en la década de 1990 (Yashar, 2005, caps. 4 y 5). Ambos países tenían 
sistemas de partidos débilmente institucionalizados en la misma década, nivelando  
a priori las oportunidades de la incorporación política indígena liderada por partidos.19 
E históricamente, ambos han tenido bajos niveles de capacidad estatal.

 Además, a mediados de la década de 2000, los movimientos sociales llevaron a 
dos presidentes de izquierda al poder. Los presidentes Evo Morales (Bolivia) y Rafael 
Correa (Ecuador) destacaron la importancia de la participación popular en sus cam-
pañas políticas y presidieron  reformas constitucionales profundas. Como escribe Ma-
ristella Svampa, Bolivia y Ecuador son “los dos países donde los movimientos sociales 
antineoliberales de fines del siglo xx y principios del siglo xxi estuvieron acompañados 
no solo por el surgimiento de nuevos gobiernos (progresistas o populares), sino tam-
bién por procesos constituyentes con el objetivo explícito de repensar o restablecer 

Véanse, por ejemplo, Chattopadhyay y Duflo (2004), Björkman y Svensson (2009), Fearon, Humphreys 16 

y Weinstein (2009), Casey, Glennerster y Miguel (2012), Grossman y Baldassarri (2012), Humphreys, 
Sánchez de la Sierra y Van der Windt (2012) y Beath, Christia y Enikolopov (2013).
En 2011, los 17 commodities representaron el 86% del total de las exportaciones de Bolivia y Ecuador, y 
los hidrocarburos superaron el 50% de sus exportaciones (Campello y Zucco, 2015, apéndice B: 5).
Alrededor del 40% de la población se autoidentifica como indígena en Bolivia y el 7% lo hace en 18 

Ecuador (Htun, 2016: 26). Pero cuando los mestizos se consideran en Ecuador, se estima que este 
porcentaje aumenta al 30% o 38% (Yashar, 2005: 21; Layton y Patrinos, 2006: 32).
Mainwaring y Scully (1995).19 
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  el pacto social” (Svampa, 2018: 13). Las nuevas constituciones de Bolivia (2009) y 
Ecuador (2008) están a la vanguardia en su reconocimiento de la plurinacionalidad, los 
derechos colectivos y los derechos de la naturaleza. También articulan una concep-
ción innovadora de desarrollo llamada “buen vivir”, definida como “acceso y disfrute 
de los bienes materiales y la realización efectiva, subjetiva, intelectual y espiritual, 
en armonía con la naturaleza y en comunidad con los seres humanos”.20 Estas dos 
constituciones “resumen los mejores esfuerzos de la región en favor de los derechos 
indígenas” (Gargarella, 2013: 182). El derecho colectivo a la consulta previa está 
inmerso en esta nueva jurisprudencia, tanto en Bolivia como en Ecuador.

 Sin embargo, a pesar de estas similitudes estructurales e institucionales, la con-
sulta previa muestra diferencias destacadas en Bolivia y Ecuador. Por ejemplo, Steven 
Levitsky y Victoria Murillo señalan que la inestabilidad del régimen político, la inestabi-
lidad electoral, la desigualdad social, el copiado institucional y el diseño institucional 
rápido son causas que contribuyen a la debilidad institucional en América Latina 
(Levitsky y Murillo, 2013: 97-100). Pero, mientras estas condiciones caracterizan a 
ambos casos nacionales, la consulta previa se fortaleció en Bolivia, y no así en Ecua-
dor. Además, mientras que Levitsky y Murillo están más enfocados en la amenaza 
que representan las élites –económicas, militares o religiosas– para la implementa-
ción y estabilidad institucional, se demuestra que las relaciones entre el Estado y 
los movimientos sociales de base también pueden explicar la implementación y el 
fortalecimiento de las ip (Levitsky y Murillo, 2009: 122).

 Otro conjunto de explicaciones alternativas surge de la literatura sobre ip. Algu-
nos de estos estudios enfatizan que la sinergia entre Estado y sociedad civil  es un 
prerrequisito para el fortalecimiento y contenido democrático de las instituciones que 
capacitan a la ciudadanía para participar en la formulación de políticas públicas. Por 
ejemplo, Rebecca Abers define la sinergia como un tipo de relación Estado-sociedad 
en la que ambas partes colaboran, a la vez que siguen siendo relativamente autó-
nomas (Abers, 2000: 12-17). Esta relación complementaria, argumenta, “[promueve] 
la democratización de ambos” (Abers, 2000: 5). De manera similar, el estudio de 
Françoise Montambeault sobre las instituciones municipales participativas en Brasil y 
México ofrece una tipología de relaciones entre el Estado y la sociedad que enfatiza 
la importancia de la participación colectiva (vs. individual) y autónoma (vs. controla-
da) por parte de la ciudadanía (Montambeault, 2015). En contraste con este trabajo, 
creemos que la incorporación política es diferente de la sinergia. Según nuestro en-
foque, la incorporación política indígena ocurre en un continuo que puede ir desde 
la sinergia –en un extremo– hasta la cooptación –en el otro–. Cualquiera de estos, u 
otros tipos de incorporación política, puede resultar en fortaleza institucional. 

Aplicamos un método de rastreo inductivo de procesos para identificar los even-
tos clave en los procesos de Bolivia y Ecuador –esto es, los eventos que llevan a 
la adopción, regulación e implementación de la consulta previa–. Para controlar la 
variación en los sectores económicos, nos centramos en consultas previas en el 
sector de hidrocarburos: gas natural en Bolivia y petróleo en Ecuador.21 En ambos 

Plan Nacional de Desarrollo: “Bolivia digna, soberana, productiva y democrática para vivir bien” (cit. en 20 

Pérez Castellón, 2011: 66). Véase también República de Ecuador, Secretaría Nacional de Planificación 
y Desarrollo, Plan Nacional Para el Buen Vivir 2009-2013; disponible en <www.planificacion.gob.ec/
plan-nacional-para-el-buen-vivir-2009-2013/>, consultado el 21 de septiembre de 2017.
En Bolivia no se implementaron consultas previas en el sector minero sino hasta 2016. No incluimos el 21 
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países, la tensión entre un modelo de acumulación dependiente de la extracción 
–que se afianzó aun más durante el reciente auge de los productos extractivos (2000-
2014)– y la adopción de derechos indígenas hacen que la consulta previa en el sector 
de hidrocarburos se constituya en un caso de prueba difícil para el fortalecimiento 
institucional.22 Nuestros estudios de caso se basan en datos recopilados a partir de 
entrevistas formales realizadas con actores estatales, sectoriales y de movimientos 
sociales; investigación de archivos sobre la adopción, regulación e implementación de 
consultas previas; y literatura secundaria sobre la historia de la movilización indígena, 
su incorporación en partidos políticos o en el Estado, y las reformas constitucionales 
del pasado reciente.23

Rastreo del proceso de institucionalización de la consulta previa en Bolivia

La introducción del derecho a la consulta previa en Bolivia fue parte de un proceso 
de transformación institucional que buscaba fortalecer el componente participativo de  
la democracia, en respuesta principalmente a la movilización de sectores indígenas. 
Desde principios de la década de 1990, el proceso de institucionalización de la 
consulta previa cambió de un tipo de secuencia reactiva –de 1990 a 2005– a una 
secuencia de retroalimentación positiva –después de 2006.

La adopción contenciosa de la consulta previa en Bolivia
Desde 1990 hasta 2005, el proceso de adopción de la consulta previa en Bolivia 
fue reactivo, caracterizado por una dinámica de reacción/contrarreacción entre las 
administraciones neoliberales del gobierno nacional y las organizaciones indígenas. 
Afectados por las políticas neoliberales, los grupos indígenas de tierras bajas –que 
habían sido excluidos del pacto corporativista resultante de la revolución de 1952– se 
organizaron en la Confederación Indígena del Oriente, Chaco y Amazonía de Bolivia 
(cidob) y exigieron el reconocimiento de los derechos indígenas a nivel internacional, 
además de su inclusión política y económica.24 En respuesta a la marcha de 1990 del 
cidob por el territorio y la dignidad, en 1991 el presidente Jaime Paz Zamora ratificó 

proceso de consulta sobre la construcción de una carretera en el Territorio Indígena y Parque Nacional 
Isiboro Sécure, conflicto que está en curso y requiere un artículo aparte.
Para investigaciones acerca del auge de los 22 commodities, véanse cepal (2010), Cypher (2010) y 
Sinnot, Nash y De la Torre (2010). Sobre literatura acerca de la tensión entre la extracción de recursos 
y los derechos indígenas, véanse Escobar (2010), Tockman y Cameron (2014), Rodríguez Garavito 
(2016) y Svampa (2016: 346-358).
En Ecuador, la investigación del trabajo de campo se realizó entre febrero y marzo de 2013 y julio 23 

de 2014, y nos basamos en un período más largo de trabajo de campo de un proyecto relacionado 
(2011-2013). En Bolivia, el trabajo de campo se realizó en marzo de 2014.
El pacto corporativista que surgiera de la Revolución de 1952 se refiere a la alianza entre el liderazgo 24 

populista victorioso del Movimiento Nacionalista Revolucionario y parte de los sectores populares 
insurgentes organizados en sindicatos obreros y campesinos. Este régimen corporativista promovió el 
sufragio universal, mayores derechos laborales, la nacionalización de la industria y la reforma agraria. 
Incorporó a los sectores populares de los Andes y de los valles de Cochabamba, pero excluyó en gran 
medida a los de las tierras bajas del Oriente boliviano. La incorporación del campesinado, de hecho, 
fue incompleta e imperfecta, lo que creó las condiciones para el resurgimiento de las demandas étni-
cas (Rivera Cusicanqui, 1990: 104, 107-109; Rivera Cusicanqui, 2004: 20). Durante la década de 1990, 
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  el Convenio 169 de la oit. Aunque la ratificación de esta norma internacional fue im-
portante para el reconocimiento de los derechos colectivos de los indígenas, durante 
la década de 1990 las consultas con las comunidades indígenas se realizaron de 
modo esporádico, ya que la consulta previa estaba débilmente institucionalizada en 
Bolivia. Por ejemplo, no había reglas claras sobre cuándo, cómo o quién debía llevar 
a cabo las consultas. Al carecer de un marco regulatorio, las consultas se guiaron 
por el Convenio 169 de la oit y la Ley Nº 1.333 de Bolivia sobre el medio ambiente, 
que contenía solo un artículo sobre consulta previa.25 

Luego de una gran movilización social durante la “guerra del gas” de octubre 
de 2003, emergieron otras ampliaciones y enmiendas al derecho de consulta previa. 
Como resultado, el presidente Gonzalo “Goni” Sánchez de Lozada decretó que el 
gas natural solo se exportaría con “consultas y debates” (Decreto Nº 27.210). Pero 
las protestas contra las políticas neoliberales de “Goni” continuaron, lo que llevó poco 
después a su renuncia. Cuando el vicepresidente Carlos Mesa asumió la presidencia, 
convocó a un referéndum nacional sobre hidrocarburos, que contenía cinco preguntas 
relacionadas con su explotación y administración por parte del Estado. Mayoritaria-
mente, los bolivianos favorecieron la propiedad estatal de hidrocarburos (92% de la 
población) y la refundación de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (ypfb) (87% 
de apoyo). En 2005, Mesa presentó un proyecto de ley sobre hidrocarburos al Con-
greso, pero el contexto político era menos que propicio para un compromiso político. 
La derecha política, liderada por el Comité Cívico de Santa Cruz en el departamento 
Oriental del mismo nombre, exigió un aumento en la autonomía departamental como 
contrapeso al creciente poder del movimiento indígena y para salvaguardar sus in-
tereses territoriales y económicos.26 La izquierda política, liderada por Evo Morales y 
el Movimiento al Socialismo (mas), y con el apoyo abrumador de electores y grupos 
indígenas, exigió una mayor participación estatal en la propiedad y administración del 
gas natural (Giusti Rodríguez, 2017). En medio de una nueva ola de protestas popula-
res, Mesa renunció para evitar tener que firmar o vetar la nueva ley de hidrocarburos.27 
Días después, el presidente del Congreso, Hormando Vaca Diez, aprobó la ley.

La Ley Nº 3.058 sobre hidrocarburos fue fundamental para la institucionalización 
de la consulta previa en Bolivia y el resultado directo de la dinámica de reacción/con-
trarreacción entre el gobierno y el movimiento indígena. Como escribe la antropóloga 
Denise Humphreys Bebbington, “esta ley [...] representó la culminación de años de 
movilización, acuerdos y negociación con funcionarios de los poderes ejecutivo y 
legislativo, acercando a los grupos indígenas de tierras bajas a su objetivo de con-

“el cidob exigió territorio indígena; autonomía organizativa para decidir los términos de participación 
política y desarrollo; el derecho al autogobierno; el reconocimiento del derecho consuetudinario y el 
pluralismo jurídico; y el derecho a la supervivencia y el desarrollo cultural”, entre otros (Yashar, 2005: 
203). Entrevista a Oscar Vega Camacho, La Paz, 20 de marzo de 2014.
Entrevista a Mónica Castro, ex empleada de la Dirección de Gestión Ambiental, Ministerio de Hidro-25 

carburos y Energía (mhe), La Paz, 21 de marzo de 2014.
Por 26 movimiento indígena entendemos la acción política coordinada de varias organizaciones indí-
genas, de las cuales las más destacadas en Bolivia son la cidob, que agrupa a las comunidades 
indígenas de las tierras bajas, y el Consejo Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyu (conamaq), 
que agrupa a las comunidades indígenas de las tierras altas.
Entrevistas a Carlos Mesa, presidente de Bolivia durante 2003-2005, La Paz, 21 de marzo de 2014 y 27 

Filadelfia (Pensilvania), 12 de septiembre de 2014.
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trol efectivo sobre sus territorios” (2012: 59). Uno de los diez títulos de la ley estaba 
dedicado explícitamente a “los derechos de los pueblos campesinos, indígenas y 
originarios” (título 7). La ley invocó directamente el Convenio 169 de la oit y legisló 
que un proceso obligatorio de consulta de las comunidades indígenas debería tener 
lugar antes de la implementación de cualquier proyecto de explotación de hidrocarbu-
ros. Además de la obligatoriedad del proceso de la consulta previa, la ley especificó 
que “las decisiones resultantes de este proceso de consulta deben respetarse” (art. 
115). La ley también especificaba que los ministerios de Hidrocarburos y de Medio 
Ambiente y Agua eran conjuntamente responsables de implementar la consulta con 
financiamiento de la presidencia (art. 117).28

Cabe señalar que ni la propuesta del mas ni el proyecto de ley original del presi-
dente Mesa incluyeron una sección tan extensa sobre consulta previa.29 En cambio, 
el Centro de Estudios Jurídicos e Investigación Social (cejis), una organización no gu-
bernamental que trabajó en estrecha colaboración con las cinco principales organiza-
ciones indígenas nacionales agrupadas en el Pacto de Unidad, elaboró una propuesta 
para legislar sobre la consulta de comunidades y pueblos indígenas.30 De hecho, 
diez días después de la aprobación de la Ley Nº 3.058, el Pacto de Unidad presentó 
una carta al presidente del Congreso en la que solicitaba, entre otros cambios, que el 
proceso de consulta fuera “vinculante”.31 Aunque tal reforma no se llevó adelante, las 
demandas del movimiento indígena organizado reflejan su grado de capacidad política 
y coordinación justo antes de que Morales y el mas asumieran la presidencia.

La incorporación política indígena y el fortalecimiento  
institucional de la consulta previa en Bolivia
Desde que el mas se convirtió en el partido de gobierno en 2006 y hasta 2009, el pro-
ceso de institucionalización de la consulta previa se reforzó, ya que el gobierno apoyó 
en gran medida las demandas del movimiento indígena, que constituía el núcleo de 
su base social y parte de su liderazgo (Madrid, 2012: 50-58; Schavelzon, 2012; Anria, 
2013). El mas es un partido con apoyo en movimiento sociales que surgió de la movili-
zación de campesinos y cultivadores de coca y se expandió a raíz de las “guerras” por 
el agua y el gas de principios de la década de 2000 (Anria, 2013: 23-28). Representa-
ba a un distrito electoral principalmente indígena, pero, como lo demuestra Santiago 

Este esquema de financiación cambió en 2007.28 

La propuesta de ley del presidente Carlos Mesa mencionaba que en las tierras comunales indígenas 29 

–Tierras Comunitarias de Origen (tco)–, un proceso de consulta con las comunidades indígenas sería 
obligatorio antes del estudio del impacto ambiental. Era un párrafo corto, de una oración, parte del 
artículo sobre monitoreo ambiental, hacia el final del proyecto de ley (Presidencia de la República, 
Proyecto de Ley de Hidrocarburos, art. 107, 37, 6 de septiembre de 2004). De manera similar, la 
propuesta del mas incluyó una oración que indicaba que el Convenio 169 de la oit debía cumplirse 
cuando las actividades de hidrocarburos involucren tco (Bancada Parlamentaria mas-ipsp, Proyecto 
de Ley de Hidrocarburos, art. 62, transcrita en cejis, 2004: 139).
El Pacto de Unidad agrupó a la 30 conamaq, la cicob, la Confederación Nacional de Mujeres Campe-
sinas Indígenas Originarias de Bolivia Bartolina Sisa (cnmciob “bs”), la Confederación Sindical de 
Comunidades Interculturales Originarias de Bolivia (cscib) y la Confederación Sindical Única de Tra-
bajadores Campesinos de Bolivia (csutcb); y representó a una gran variedad de pueblos indígenas 
(cejis, 2004: 189-206).
Pacto de Unidad, Proyecto de Modificatoria a la Ley Nº 3.058, 27 de mayo de 2005, consultado en el 31 

Archivo Central del Congreso Nacional de Bolivia.
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  Anria, el éxito político del partido se basó en la formación de una amplia coalición con 
múltiples bases territoriales, de clase y étnicas (Anria, 2013).32 En contraste con el 
partido Pachakutik de Ecuador, el mas no era un partido estrictamente indígena, sino 
que incorporaba y representaba las demandas de los movimientos indígenas. Como 
Raúl Madrid escribe en su estudio comparativo de los partidos étnicos en los Andes, 
el mas facilitó la incorporación política indígena de cuatro maneras: “Primero, el mas 
ha establecido vínculos estrechos con un gran número de organizaciones indígenas 
en el país. En segundo lugar, el mas ha incluido numerosos candidatos indígenas, 
incluso para puestos de alto nivel político. Tercero, el mas ha hecho una variedad de 
llamamientos simbólicos a la población indígena de Bolivia. Cuarto y finalmente, el mas 
ha promovido agresivamente las demandas indígenas tradicionales” (Madrid, 2012: 
53). Después de 2006, el movimiento indígena estuvo representado de manera signi-
ficativa en instituciones estatales como el Ejecutivo nacional, el Senado, la Cámara de 
Diputados y la Asamblea Constitucional. Para 2011, el 25% de los diputados de Bolivia 
y el 16% de sus senadores eran indígenas; mientras que, en Ecuador, para 2013, solo 
el 5% de los representantes en el Congreso eran indígenas (Htun, 2016: 35).

Cuando la Asamblea Constitucional estuvo en sesión de 2006 a 2009, el mas con-
troló 137 de los 255 asientos (Madrid, 2012: 52). Los sectores indígenas del partido 
lucharon con éxito por la adopción de innovaciones legales radicales, incluidas la 
identificación de un nuevo sujeto social, los “pueblos y naciones indígenas origina-
rios campesinos”; la definición de Bolivia como Estado plurinacional; la adopción del 
“buen vivir”; el reconocimiento de los derechos de la madre tierra; y el derecho de 
los pueblos y naciones indígenas a la consulta previa con respecto a la explotación 
de recursos naturales no renovables en sus territorios.33 Además, la Constitución 
resultante (2009) reconoce el derecho colectivo de los pueblos y naciones indígenas 
al autogobierno, enumerando sus derechos y responsabilidades junto a los de los 
gobiernos nacionales y subnacionales.

 Dado que el movimiento indígena se incluyó en el gobierno de Morales y estuvo 
representado en la Asamblea Constitucional –donde se adoptaron en gran medida 
sus demandas–, la consulta previa ganó fuerza institucional.34 Desde 2007, el Estado 
boliviano ha realizado consultas en territorios indígenas de manera regular. La ley de 
hidrocarburos y los tres decretos reglamentarios proporcionaron el marco legal nece-
sario para su aprobación.35 El proceso de consulta previa se realiza en cuatro fases 
(convocatoria, planificación, ejecución y validación), cada una concluye con la firma 
de un acta.36 En este proceso, la empresa extractiva se compromete a pagar a las 

Véanse también Van Cott (2005), Rice (2011: 180-188) y Madrid (2012).32 

Constitución de 2009, arts. 11; 30, II.15; 304, I.21; 403. Véase también Schavelzon (2012).33 

Las organizaciones indígenas se han dividido en su apoyo a Evo Morales. Para el 2014, las principales 34 

organizaciones indígenas, cibod y conamaq, se dividieron entre facciones oficialistas y opositoras. 
Estas divisiones ocurrieron a nivel local donde, en las elecciones departamentales y locales de 2015, 
los grupos indígenas apoyaron o lideraron la oposición política local al mas (véase Associated Press, 
“Revuelta desde los desafíos de la base indígena en Morales”, 21 de mayo de 2015).
Los decretos N35 os 29.033 y 29.124 (2007) y 29.574 (2008) establecieron que las consultas deben ser 
financiadas por las corporaciones de hidrocarburos –en lugar del Ejecutivo nacional, según era el caso 
con la ley de hidrocarburos de 2005– y no pueden durar más de dos meses –con un mes adicional 
para el cumplimiento de los términos de la consulta.
Conversación con Xavier Barriga, director de Gestión Ambiental del 36 mhe, La Paz, 20 de marzo de 2014.



18 TULIA G. FALLETI Y THEA N. RIOFRANCOS

comunidades indígenas por cualquier daño que se cause al medio ambiente. Entre 
2007 y 2017, el mhe dirigió al menos 58 consultas antes de la extracción de gas en los 
territorios de las naciones originarias indígenas y las comunidades campesinas (véase 
cuadro A1 del Anexo). La información disponible sobre estos procesos es incompleta, 
pero los documentos del gobierno, los medios de comunicación, los estudios de ca-
sos y las entrevistas indican que involucraron contratos con grandes corporaciones, 
incluida la nacionalizada ypfb y sus subsidiarias.37 En todos los casos, las comunida-
des aprobaron la extracción de recursos naturales; y solo un caso fue llevado ante el 
tribunal constitucional.38 El tamaño de los proyectos, la cantidad de compensación 
que reciben las comunidades y las aportaciones que tienen sobre estos proyectos 
extractivos y las licencias ambientales requeridas varían de un caso a otro. En Chara-
guá Norte, por ejemplo, donde la comunidad indígena estaba bien organizada, había 
capacitado a observadores ambientales y contaba con el apoyo de organizaciones 
no gubernamentales ambientales y legales –como el cejis–, se lograron discusiones y 
aportes significativos mediante consultas previas (De la Riva Miranda, 2011: 40-56). 

En un interesante giro de los acontecimientos, una ley marco de consulta previa, 
demanda explícita de las organizaciones indígenas del Pacto de Unidad, se debatió 
en el Congreso en 2014. Pero, debido a la oposición del sector minero, no se aprobó. 
Además, en 2015, una disminución significativa en el precio de los hidrocarburos llevó 
al gobierno nacional a aprobar cuatro decretos reglamentarios destinados a acotar o, 
en el caso de reservas naturales nacionales, directamente eludir la consulta previa.39 
El presidente Morales afirmó: “No deberíamos estar perdiendo tanto tiempo en las lla-
madas consultas. Esta es la gran debilidad de nuestro Estado”.40 Sin embargo, pese 
a la renuencia del presidente a hacer cumplir la institución y los decretos debilitantes, 
las consultas previas continuaron en todo el país. Entre 2014 y principios de 2017, se 
realizaron al menos quince consultas (véase cuadro A1 del Anexo). Además, la com-
pensación que las corporaciones de gas pagan a las comunidades se ha invertido en 
proyectos de desarrollo social, como escuelas, clínicas de salud e infraestructura para 
las comunidades afectadas. Las organizaciones indígenas como el conamaq y la apg 
continúan presionando para la promulgación de una ley nacional de consulta previa y 
la extensión de la consulta previa a las comunidades no indígenas. En su opinión, la 
institución de consulta previa es un derecho legítimo de las comunidades indígenas 
y de todos aquellos cuyos entornos se ven afectados por proyectos extractivos.41

Para excelentes estudios de caso de los procesos de consulta en el sector de hidrocarburos, véanse 37 

Bascopé Sanjinés (2010) y Flemmer y Schilling-Vacaflor (2016) –relativas a la limitación de la parti-
cipación indígena–; Humphreys Bebbington (2012), Pellegrini y Ribera Arismendi (2012) y Schilling-
Vacaflor (2012).
Este fue el caso de la Asamblea del Pueblo Guaraní (38 apg) de Itika Guasu contra la empresa argentina 
Repsol, en los campos de Margarita (Tarija) (cit. en Pérez Castellón, 2013: 15-16).
Los decretos N39 os 2.195, 2.298, 2.368 y 2.366 (2015) limitan el tiempo de la consulta, establecen una 
compensación máxima por daños ambientales –del 0,3% al 1,5% de la inversión total–, declaran que 
los ductos transportadores de hidrocarburos son de interés nacional y, lo más polémico, permiten la 
extracción sin consulta en reservas naturales. Las organizaciones indígenas se movilizaron contra 
estos decretos y exigieron la consulta previa en reservas naturales y áreas protegidas.
Página Siete40 , “Nueve consultas a pueblos indígenas terminaron con la aprobación de proyectos 
petroleros”, La Paz, 26 de julio de 2016.
Entrevista a Renán Paco Granier, líder de 41 conamaq, La Paz, 19 de marzo de 2014.
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   A pesar de la asimetría estructural entre corporaciones y comunidades, la con-
sulta previa ha brindado a las comunidades indígenas en Bolivia un medio político 
institucionalizado para interactuar con el Estado y con las corporaciones de hidro-
carburos. Por lo tanto, la consulta previa es una institución sustantiva y recurrente 
para la participación de las comunidades indígenas afectadas por la extracción de 
gas natural en Bolivia. Ha reemplazado lo contencioso de la relación entre el Estado 
y los movimientos indígenas durante la década de 1990 y principios de la década de 
2000. Se ha tornado legítima para las comunidades indígenas, las cuales exigen su 
extensión a otras comunidades y otras áreas naturales protegidas.42 Es eficaz porque 
las partes negociadoras cumplen con los acuerdos resultantes. Y el Estado hace cum-
plir lo acordado –a pesar de la oposición de funcionarios de alto nivel–: no permite la 
extracción ni, más recientemente, la exploración de gas sin consulta previa.

Rastreo del proceso de institucionalización  
de la consulta previa en ecuador

En Ecuador, el derecho a la consulta previa se encuentra en la intersección entre el 
proceso de expansión de la frontera extractiva y el reconocimiento legal de las nuevas 
ip. La movilización indígena explica la adopción inicial de este derecho y las reformas 
posteriores.43 Pero el Estado ha limitado la extensión de la consulta previa, haciendo 
que la institución se torne ilegítima e inefectiva. Su aplicación muy débil ha impedido 
aun más su institucionalización. Desde 1997 hasta el presente, la trayectoria de la 
institucionalización de la consulta previa en Ecuador evidencia una secuencia reactiva 
de discordia entre el Estado y los movimientos sociales. A pesar de esta continuidad, 
el nivel de contención y la fuerza relativa de los actores del Estado y del movimiento 
han variado. Como consecuencia, podemos caracterizar tres fases distintas en este 
proceso de institucionalización.

La adopción contenciosa de la consulta previa en Ecuador
En Ecuador, la ratificación del Convenio 169 de la oit en 1998 fue producto del poder 
político del movimiento indígena, en particular la Confederación de Nacionalidades 
Indígenas del Ecuador (conaie) y su partido político, Pachakutik. El movimiento irrum-
pió en la escena política en mayo de 1990 con un primer levantamiento nacional. 
Presentó un programa de 16 puntos que comprendía demandas étnicas y de clase, 
incluida la declaración de Ecuador como Estado plurinacional, el reconocimiento de 
los derechos de las tierras indígenas y el congelamiento de los precios al consumidor 
(Yashar, 2005: 144-146). En 1992, la organización amazónica kichwa, Organización 
de Pueblos Indígenas de Pastaza (opip), marchó a Quito para exigir el reconocimiento 

Desde 2015, no obstante, asistimos a la profundización del proceso de fragmentación del movimiento 42 

indígena organizado. En 2017 y 2018, existían líderes y comunidades indígenas opuestos a la consulta 
previa, que se interpreta como una herramienta institucional a favor del extractivismo.
De las muchas organizaciones indígenas en Ecuador, nos centramos en la federación nacional (43 co-
naie) y sus subfederaciones regionales –especialmente ecuarunari–, que son históricamente las más 
relevantes desde el punto de vista político y geográfico (Lucero, 2003). En su apogeo, la comunidad 
fue considerada uno de los movimientos sociales más fuertes del continente, fueran indígenas o no 
(Brysk, 2000; Yashar, 2005; Silva, 2009).
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del territorio indígena.44 En junio de 1994, la conaie, junto con otros grupos indígenas, 
organizó una movilización de dos semanas contra la reforma agrícola neoliberal (An-
dolina, 1994; Sawyer, 2004, cap. 5). Ese mismo año, la conaie publicó un programa 
político que pedía una nueva constitución y ratificación del Convenio 169 de la oit 
(conaie, 1994: 17 y 20). A mediados de la década de 1990, se intensificó el conflicto 
relacionado con el petróleo en la Amazonía, y las políticas en materia de recursos na-
turales y territoriales se convirtieron en fundamentales para el movimiento indígena.45 
En la provincia de Pastaza, opip se vio envuelto en un conflicto de casi una década 
con la compañía petrolera Arco-Oriente, durante la cual invocó el Convenio 169 de la 
oit –antes de su ratificación por parte de Ecuador (Fontaine, 2004; Hurtado, Vargas 
y Chávez, 2011: 107).

Una demanda histórica del movimiento indígena se realizó con la convocatoria 
de una Asamblea Constituyente en 1997. La Asamblea fue producto de una crisis de 
legitimidad en la que el conaie y otros movimientos sociales desempeñaron un papel 
clave, movilizando las protestas masivas que obligaron al presidente Abdalá Bucaram 
a renunciar (Andolina, 2003). La Asamblea Constituyente presentó una oportunidad 
para impulsar la ratificación del Convenio 169 de la oit, que ganó impulso gracias al 
apoyo del ex presidente Osvaldo Hurtado, quien fuera presidente de la Asamblea, 
y del trabajo de los representantes de Pachakutik (Van Cott, 1998). El Convenio fue 
ratificado tres semanas antes de que la Asamblea terminara de redactar la nueva 
constitución. La Constitución de 1998 garantizaba dos derechos distintos a la con-
sulta: uno para los pueblos indígenas y afroecuatorianos (art. 84) y otro para todas 
las comunidades y concerniente con el medio ambiente (art. 88).46

Ausencia de incorporación política indígena en el Estado ecuatoriano
En respuesta al conflicto petrolero en la Amazonía, en 2002 el presidente Gustavo 
Noboa firmó el Decreto Nº 3.401, que regulaba el primer proceso de consulta en 
Ecuador. Reconoció la consulta previa como un derecho colectivo de los pueblos 
indígenas e incluyó a las federaciones indígenas como supervisoras del proceso (arts. 
13, 21 y 40). Sin embargo, también estableció una visión tecnocrática de la participa-
ción: solo las opiniones “técnica y económicamente viables y legalmente apropiadas 
se considerarán en la toma de decisiones” (art. 31). Entre agosto y diciembre de 
2003, se consultó a 263 comunidades kichwas sobre la extracción de petróleo en 
dos bloques en la provincia de Napo, en el norte de la Amazonía (Hurtado, Vargas  
y Chávez, 2011: 112-113; García Serrano, 2012: 4-5). A pesar de haber sido un 
proceso cuestionable –por ejemplo, porque la información estaba disponible solo 
en español y no en kichwa–, 236 de estas comunidades se pronunciaron por un “sí 
condicional” y el proyecto fue aprobado.

Para conocer la comprensión del territorio por parte de 44 opip, véase Sawyer (2004: 83-84).
La octava y novena rondas de licitación de petróleo ocurrieron en 1995 y 2001, respectivamente.45 

El art. 84 garantiza que “se consulte a los pueblos indígenas sobre los planes y programas de ex-46 

ploración y explotación de recursos no renovables que se encuentran en sus tierras y que pueden 
afectarlos ambiental o culturalmente; que participen en los beneficios que estos proyectos generan, 
tan pronto como sea posible, y reciban una compensación por los daños socioambientales que cau-
sen”. El art. 88 establece que “todas las decisiones estatales que puedan afectar el medio ambiente 
deben tener previamente las opiniones de la Comunidad, para lo cual será debidamente informada. 
La ley garantiza su participación”.
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  Este período estuvo marcado por la disminución de la capacidad y legitimidad 
del movimiento indígena. Después de una meteórica trayectoria de 1990 a 2000, las 
organizaciones indígenas en Ecuador, en especial la conaie y Pachakutik, sufrieron 
políticamente debido a su participación en el breve golpe militar que derrocó al pre-
sidente Noboa en el año 2000 (Silva, 2009: 190-191). Este declive se vio exacerbado 
por el apoyo inicial que brindaran al presidente Lucio Gutiérrez (2003-2005), quien 
traicionó sus promesas de campaña y adoptó reformas neoliberales para satisfacer 
las condicionalidades del Fondo Monetario Internacional y cooptó a varios líderes 
indígenas. El declive del movimiento indígena también se reflejó en su desempeño 
electoral. Después de alcanzar el máximo nivel de apoyo electoral, tanto de nivel 
nacional como subnacional en las elecciones de 2000, Pachakutik tuvo dificultades 
para mantener las alcaldías y expandir sus bases electorales, a diferencia de lo que 
sucediera con el mas en Bolivia (Rice, 2011: 180-183).

 El polémico ciclo que comenzó en abril de 2005, conocido como la “rebelión de 
los forajidos”, fue la primera protesta importante desde 1990 que no fue dirigida por el 
movimiento indígena. El presidente Rafael Correa (2007-2017) fue elegido en 2006 en 
el marco de estas manifestaciones. La inauguración de un presidente de izquierda y 
la convocatoria de otra Asamblea Constituyente, según lo exigido por la conaie y otros 
movimientos sociales, transformaron el contexto político y representaron un desafío 
para las organizaciones indígenas (Chuji et al., 2010; Ramírez Gallegos, 2010). Aunque 
Pachakutik inicialmente había considerado compartir una boleta con Correa y conaie 
lo apoyó en la segunda vuelta contra un candidato conservador, la victoria de Correa 
reforzó el declive electoral de Pachakutik –su candidato a presidente obtuvo solo el 
2% de los votos– al excluir aun más a los grupos indígenas de las esferas de poder 
(Becker, 2010, cap. 6; Rice, 2011). Los movimientos indígenas, entre tanto, reanudaron 
su proyecto de reivindicación sobre la ejecución sustantiva de la consulta previa. El 
resultado fue una nueva secuencia reactiva de relaciones entre el Estado y el movi-
miento indígena, y una nueva fase en la institucionalización de la consulta previa.

Renovada discordia e institucionalización débil
En noviembre de 2007, 130 delegados elegidos popularmente se reunieron para 
reformar la Constitución de Ecuador.47 Aunque el movimiento indígena había exigido 
una nueva constitución y el texto incorporaba el concepto kichwa de Sumak Kawsay 
–o Buen Vivir–, como así también muchos nuevos derechos colectivos, la Asamblea 
Constituyente de 2007-2008 exacerbó la polarización entre las organizaciones indí-
genas y el partido de Correa, Alianza País.

 El 29 de abril de 2008, el Comité de Recursos Naturales y Biodiversidad presentó 
a la plenaria de la Asamblea Constituyente una propuesta mayoritaria –que proponía la 
consulta previa– y una propuesta minoritaria –que proponía, en vez, el consentimiento 
previo–. Las propuestas se vincularon con el apoyo a la extracción de recursos, por el 
lado de la mayoría, y la oposición a un modelo extractivo de desarrollo, por el lado de 
la minoría.48 Después del debate y con el lobby ejecutivo en contra de la propuesta 

El 15 de abril de 2007, hubo un referéndum popular sobre si reformar o no la Constitución. El 86,79% 47 

votó a favor. Las elecciones se llevaron a cabo el 30 de septiembre de 2007. Alianza País ganó 80 
de 130 asientos.
Asamblea Constituyente, acta 40, 29 de abril de 2008. Consultado en el Archivo de la Asamblea 48 

Nacional del Ecuador.
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minoritaria de consentimiento previo, se aprobó la propuesta mayoritaria de consulta 
previa. Pero la consulta previa siguió siendo una fuente de conflicto: el movimiento 
indígena y sus aliados se movilizaron para exigir una ejecución más sustantiva, lo que 
provocó contrarreacciones del Ejecutivo.

 La Constitución ecuatoriana de 2008 garantiza los dos derechos distintos de con-
sulta incluidos en la Constitución de 1998, aunque con algunas innovaciones. Con 
respecto a los derechos colectivos de los pueblos indígenas y afroecuatorianos, el 
artículo 57 garantiza el derecho a “consultas previas, libres e informadas, dentro de 
un período razonable, sobre los planes y programas de exploración, explotación y 
comercialización de recursos no renovables que se encuentran en sus tierras y que 
pueden afectarlas ambiental o culturalmente […] si no se obtiene el consentimiento de 
la comunidad consultada, la constitución y la ley prevalecerán”. El segundo derecho, 
a la consulta ambiental, establece que todas las comunidades deben ser consultadas 
sobre cualquier “decisión o autorización estatal que pueda afectar el medio ambiente” 
y que serán “informadas de manera exhaustiva y oportuna” (art. 398). En comparación 
con la legislación anterior, aclara que el “sujeto consultor es el Estado” y no el titular de 
la concesión. En el caso de una “oposición mayoritaria”, “la decisión de ejecutar o no el 
proyecto se adoptará mediante una resolución debidamente justificada por la autoridad 
pertinente”, ya sea el Ministerio de Medio Ambiente o el de Recursos No Renovables.

Sin embargo, el 22 de abril de 2008, mientras la Asamblea Constituyente todavía 
estaba debatiendo la consulta previa, el presidente Correa promulgó el Decreto Eje-
cutivo Nº 1.040 para regular los “mecanismos de participación social” en las decisio-
nes estatales que afectan el medio ambiente. La palabra “consultar” no aparece en 
ninguna parte del decreto. Prioriza la provisión de información por parte del Estado 
y el “promotor” del proyecto, y la exclusión de las opiniones de la ciudadanía que 
no cumplen con los criterios de “viabilidad técnica y económica”. Así, el Decreto Nº 
1.040 fue una reacción ejecutiva contra el lenguaje más progresista contenido en el 
proyecto de reforma de la Constitución que pronto se ratificaría.

A pesar de la violación de la Constitución, los funcionarios ecuatorianos conti-
nuaron confiando en el Decreto Nº 1.040 para los procesos de “participación social” 
y definieron la consulta previa como una “sesión informativa” en lugar de un ejer-
cicio de derechos colectivos. La redefinición de la consulta como mera provisión  
de información surgió en entrevistas con informantes clave y en la documentación de 
los procesos de participación social en torno a la actividad petrolera en el norte de la  
Amazonía.49 Dado que estos procesos son necesarios para la aprobación de las 
evaluaciones de impacto ambiental, las empresas deben realizarlos para cada fase 
del proyecto. Un experto los caracterizó como una mera formalidad.50 Además, dado 
que las compañías petroleras privadas los organizan, la información existente sobre 
el contenido de estos procesos es muy limitada.51

Entrevistas a David Cordero, coordinador del Centro de Derechos Humanos de la Universidad Católica 49 

de Quito y ex abogado de derechos humanos, Quito, 5 de agosto de 2014; a Rodrigo Varela, funcio-
nario de la Oficina del Defensor del Pueblo ecuatoriano en el área de derechos colectivos, Quito, 4 de 
agosto de 2014. Comunicación de Thea N. Riofrancos con Amelia Fiske, 24 de abril de 2014 (véanse, 
además, Fernández, 2011: 69; Fiske, 2013).
Entrevista a Cordero, 5 de agosto de 2014; Fiske (2013).50 

Entrevista a Varela, 4 de agosto de 2014. Según la experiencia de trabajo de campo de Riofrancos, el Mi-51 

nisterio de Medio Ambiente no tenía registros de estos procesos o no estuvo dispuesto a compartirlos.
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  La interpretación tecnocrática de la consulta previa contribuyó al bajo nivel de 
legitimidad de la institución entre los grupos indígenas y su débil institucionalización.52 
El movimiento indígena y los grupos ecologistas, como Acción Ecológica, vieron el 
compromiso del gobierno de intensificar la extracción de recursos como una amenaza 
para los nuevos derechos constitucionales. En noviembre de 2010, la conaie rompió 
oficialmente con la administración de Correa, al declarar su rechazo al modelo ex-
tractivo de desarrollo y al “etnocidio” que causa, y la criminalización de los activistas 
indígenas y ambientales durante las protestas antiextractivas.53 La relación entre el 
Estado y estos grupos de movimientos sociales siguió siendo reactiva, lo que socavó 
la legitimidad y eficacia de la consulta previa y, por lo tanto, su capacidad para ganar 
fuerza institucional.

El conflicto por la consulta previa se reanudó en el verano de 2012, cuando la Se-
cretaría de Hidrocarburos (she) y el Ministerio del Ambiente (mae) de Ecuador iniciaron 
un proceso de consulta antes de la undécima ronda de licitaciones de petróleo, cuyo 
objetivo era expandir la extracción de petróleo a las reservas no exploradas de las cua-
tro provincias del sur de la Amazonía. La contención se centró en el Decreto Ejecutivo 
Nº 47, emitido en julio de 2012 para regular la consulta de las comunidades indígenas 
antes de la licitación de los bloques petroleros. Notablemente, el decreto se promulgó 
una semana antes de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitiera su 
decisión en el caso de Sarayaku vs. Ecuador, y fallara a favor de la comunidad amazó-
nica kichwa por el hecho de que el Estado ecuatoriano no la hubiera consultado antes 
de que la Compañía General de Combustibles de la Argentina explorara petróleo en 
su territorio.54 El pueblo sarayaku había apelado a la corte internacional debido a la 
histórica falta de cumplimiento de la consulta previa en Ecuador. Aunque este exitoso 
caso legal se centró en eventos previos a la presidencia de Correa, la tendencia de 
débil institucionalización de la consulta previa continuó bajo su gobierno.

Existen similitudes entre los decretos Nos 1.040 y 1.247 firmados por Correa. 
Ambos evidencian el enfoque tecnocrático de la participación que ha socavado la 
legitimidad y la eficacia de la consulta previa. Pero, en contraste con el Decreto Nº 
1.040, el Decreto Nº 1.247 utiliza el lenguaje constitucional de la consulta. Además, 
quizás en respuesta a las quejas de los grupos indígenas, no hay rol para las empre-
sas privadas en el último decreto; regula el proceso de licitación previa a la concesión. 
La innovación más importante del Decreto Nº 1.247 es el requisito de que las consul-
tas generen acuerdos de inversión con las comunidades afectadas en áreas como 
salud, educación y vivienda. Según los burócratas y académicos entrevistados, estos 
acuerdos se basan en la práctica de acuerdos de compensación entre las compañías 
petroleras y las comunidades.55 El decreto es explícito sobre su intención política: la 
inversión “motivará la participación de las comunidades” (art. 16).

Según la Constitución (art. 133), los derechos deben ser regulados por el derecho ordinario (leyes 52 

orgánicas) y no por decreto. En la decisión de Sarayaku vs. Ecuador de 2012, discutida a continuación, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictaminó que Ecuador debe redactar una ley de este 
tipo. A partir de marzo de 2017, la Asamblea Nacional aún tenía que hacerlo.
conaie53  (2010).
La concesión petrolera se otorgó en 1996; los sarayakus presentaron su caso ante el tribunal en 2003.54 

Entrevistas a Cordero, 5 de agosto de 2014, y Varela, 4 de agosto de 2014. Véase, además, Cisneros 55 

(2012). A fines de 2017, no se sabía cuánto de esta inversión se materializaría; la she extendió dos 
veces el plazo para las ofertas debido a la falta de interés de los inversores.
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Sin embargo, la aplicación del Decreto Nº 1.247 fue muy limitada: solo se con-
sultó al 15% de la población indígena afectada (Mazabanda, 2013).56 Otros factores 
adicionales socavaron la fortaleza institucional. Según un funcionario del mae que 
participó en las consultas, las comunidades con prácticas establecidas de toma de 
decisiones –principalmente de la nación kichwa– llegaron a un consenso sobre la 
extracción de petróleo y las necesidades de inversión.57 Pero el funcionario admitió 
“errores”, tales como traductores insuficientes, consultas rápidas e información “muy 
deficiente”. Relató que en cuatro de trece bloques petroleros, las comunidades re-
chazaron los proyectos. A lo largo del proceso, los líderes indígenas y los miembros 
de la comunidad criticaron a lo que llamaron “supuestas” consultas por presentar 
información insuficiente, involucrar el “chantaje” económico –es decir, los acuerdos 
de inversión– y dividir a las comunidades.58 Los actores estatales acusaron a estos 
activistas de difundir desinformación y afirmaron que no representaban a sus comuni-
dades.59 La falta de acuerdo entre los actores sociales y estatales demuestra la falta 
de legitimidad de la institución. El 28 de noviembre de 2012, cientos de manifestan-
tes de organizaciones indígenas y aliadas se reunieron en oposición al proceso de 
consulta y extracción de petróleo frente al Hotel Marriot en Quito, donde el ministro 
de Recursos No Renovables inauguró la undécima ronda de licitaciones de petróleo 
en una convención de la industria.60 Entre 2012 y 2013, quince organizaciones indí-
genas y sus comunidades de base emitieron declaraciones en oposición al proceso 
de consulta.61 Del mismo modo, en noviembre y diciembre de 2013, la she y el mae 
organizaron consultas para la extracción de petróleo planificada en el Bloque 43 del 
Parque Nacional Yasuní, utilizando el Decreto Nº 1.247. Esto provocó reclamos simi-
lares por parte de grupos indígenas y ambientalistas.62

Según Mazabanda, la consulta se realizó solo en los trece bloques que se ofrecían a las compañías 56 

extranjeras en esta primera fase de licitación, y no en los tres bloques otorgados a la empresa estatal 
Petroamazonas o en los cinco bloques destinados a estar en oferta en una fecha futura. Para el anuncio 
sobre la licitación y las consultas de la she, véase <www.hidrocarburos.gob.ec/trece-bloques-petrole-
ros-de-la-ronda-suroriente-saldran-a-licitacion-el-28-de-noviembre/>, consultado el 19 de septiembre 
de 2017. En total, 10.469 miembros de la comunidad fueron consultados en 37 audiencias públicas 
y 32 asambleas generales.
Entrevista a un burócrata del 57 mae, quien solicitó el anonimato, Quito, 7 de marzo de 2013.
Servindi, “Nación Sapara denuncia intromisión en sus territorios de la Secretaría de Hidrocarburos”, 58 

Lima, 12 de agosto de 2012; conaie, “Indígenas amazónicos se oponen a la xi Ronda Petrolera. 
No vale la pena y debe suspenderse de inmediato”, 4 de diciembre de 2012, disponible en <www.
biodiversidadla.org/index.php/layout/set/print/Principal/Secciones/Noticias/Ecuador_indigenas_ama-
zonicos_se_oponen_XI_Ronda_Petrolera>, consultado el 20 de septiembre de 2017.
El Universo59 , “Ministro Pástor afirma que sí hicieron consulta previa a licitación petrolera”, Guayaquil, 
15 de diciembre de 2012.
Amazon Watch60 , “Crecen las protestas indígenas a medida que el Ecuador subasta los bloques petro-
leros de Amazon”, 28 de noviembre de 2012, disponible en <http://amazonwatch.org/news/2012/1128-
indigenous-protests-grow-as-ecuador-auctions-amazon-oil-blocks>, consultado el 20 de septiembre 
de 2017.
Informe preparado por una coalición de grupos indígenas y de derechos humanos para el Examen 61 

Periódico Universal de los derechos humanos en Ecuador de la onu, disponible en <https://uprdoc.
ohchr.org/uprweb/downloadfile.aspx?filename=3996&file=CoverPage>, consultado el 20 de septiem-
bre de 2017.
La Hora62 , “Los pueblos indígenas no creen en la consulta previa”, Quito, 31 de octubre de 2013; El 
Comercio, “La sentencia en el caso Sarayaku, ¿un precedente para el Yasuní?”, Quito, 14 de octubre 
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  Para concluir, aunque la relación entre el Estado y los movimientos sociales conti-
núa evolucionando, la institucionalización de la consulta previa sigue siendo reactiva. 
En Ecuador, la consulta previa está débilmente institucionalizada: es ilegítima ante 
los ojos de los actores sociales clave, es inefectiva y el Estado la impone de manera 
muy despareja según la ocasión o localidad.

conclusiones

Al combinar la literatura académica sobre ip e institucionalismo histórico, nuestro estu-
dio de consulta previa enriquece ambas áreas de investigación. En lo que respecta a 
los estudios sobre ip, demostramos que el análisis de la arena política nacional, y en 
particular los procesos de movilización nacional e incorporación política de grupos 
de base, explican los diferentes niveles de fortaleza de estas instituciones. Con res-
pecto al institucionalismo histórico, revelamos la dinámica de las instituciones cuyo 
propósito es involucrar a las comunidades afectadas en el proceso de formulación de 
políticas. Mostramos que las ip solo se fortalecen cuando son creadas por sectores 
movilizados que posteriormente se incorporan al Estado, que implementa y refuerza 
estas instituciones.

En Bolivia y Ecuador, la consulta previa fue una fuente de conflicto social en la 
fase inicial de adopción, pero los procesos posteriores de institucionalización tomaron 
caminos divergentes. En Bolivia, en el contexto de un Estado neoliberal, el mas se 
formó como una organización de movimientos sociales de campesinos y cultivadores 
de coca que más tarde desarrolló una estrategia nacional y forjó vínculos con los lí-
deres de los movimientos indígenas. Cuando el partido ganó la presidencia en 2006, 
el movimiento indígena se incorporó al Estado nacional y participó activamente en el 
proceso de regulación e implementación de las consultas previas. Dicha inclusión 
significó altos niveles de legitimidad, eficacia y cumplimiento de la consulta previa en 
el sector del gas, incluso después de terminado el auge de los commodities.

En Ecuador, ningún partido político fue capaz de interactuar con las demandas 
del movimiento social indígena. Pachakutik, el partido indígena, tuvo un éxito electo-
ral de corta duración y fue políticamente marginado por la administración de Correa 
(Rice, 2011; Madrid, 2012). Mientras tanto, el partido de Correa, Alianza País, no 
estaba ligado orgánica u organizativamente a los sectores movilizados en defensa 
de la consulta previa. La relación de oposición entre los movimientos indígenas y  
la administración de Correa continuó provocando un conflicto sobre la regulación y la 
implementación de la consulta previa. En Ecuador, los activistas indígenas dependen 
de la protesta, en lugar de la consulta previa, para expresar sus quejas sobre los efec-
tos ambientales, socioculturales y económicos de la extracción de hidrocarburos.

Nuestros casos también demuestran que el momento en que se lleva a cabo la 
incorporación política del movimiento indígena tiene efectos para el fortalecimiento 
de la consulta previa. En Ecuador, Pachakutik alcanzó la máxima fuerza electoral 
en el contexto de un Estado neoliberal a fines de los años noventa. Sus niveles de 

de 2014. Para cuentas oficiales, consúltese <www.consultaprevia.gob.ec>, consultado el 9 de junio 
de 2015, y el informe de medios estatal El Ciudadano, “1.817 ciudadanos participantes en la Consulta 
Previa del Bloque 43 itt”, 18 de octubre de 2014, disponible en <www.elciudadano.gob.ec/1-817-ciuda-
danos-participan-en-la-consulta-previa-del-bloque-43-itt/>, consultado el 20 de septiembre de 2017.



26 TULIA G. FALLETI Y THEA N. RIOFRANCOS

capacidad y apoyo disminuyeron en la siguiente década. Bajo Correa, el Estado 
progresista ecuatoriano no tuvo que incorporar al movimiento indígena para que sea 
política o electoralmente viable. Alianza País podía ganar sin el apoyo de Pachakutik 
–que se vio debilitado aun más por el éxito electoral de Correa– o de la conaie; por lo 
tanto, no incorporó al movimiento indígena a su coalición gobernante. Por el contrario, 
en Bolivia, el mas amplió su coalición y mantuvo su fuerza electoral al construir una 
coalición con múltiples bases territoriales, tanto de clase como étnicas. En términos 
temporales, el ascenso del mas coincidió con la crisis del Estado neoliberal y la crista-
lización de un Estado progresista, que pudo incorporar orgánicamente al movimiento 
indígena y sus demandas.

A pesar de estas importantes diferencias de institucionalización, debemos reco-
nocer que, en ambos países andinos, la consulta previa se enmarca en un contexto 
de expansión geográfica de la extracción de recursos naturales. Ambas economías 
nacionales cambiaron drásticamente en la década de 2000. El auge de los commo-
dities profundizó la dependencia económica de la extracción de recursos naturales. 
En Bolivia, a pesar de las presiones económicas y políticas a favor de la extracción 
de recursos, la consulta previa ha logrado un alto grado de legitimidad entre las 
comunidades indígenas, lo que ha tornado muy difícil para el gobierno de Morales 
poder revertir o suspender la institución. De forma más general, nuestro estudio mues-
tra que las instituciones nacidas en movilización de base y fortalecidas a través de 
la incorporación política de los actores movilizados pueden resistir las preferencias 
cambiantes de actores políticos poderosos. 

Nuestro estudio comparativo demuestra que la incorporación política de los ac-
tores sociales que dan a luz a las ip es esencial para el fortalecimiento institucional. 
Este argumento tiene implicaciones metodológicas y sustantivas.

A nivel metodológico, se destacan las limitaciones de los estudios que buscan 
estudiar los efectos de las ip con diseños de investigación que las imponen de ma-
nera exógena y aleatoria a las comunidades de pertenencia. Al estudiar los efectos 
de las ip impuestas de manera exógena, los diseños de investigación experimentales 
ignoran las causas endógenas que tienen consecuencias para los efectos de estas 
instituciones. Esta limitación puede, de hecho, explicar los hallazgos limitados y esta-
dísticamente poco significativos de dichos estudios. Como argumentamos, las ip efec-
tivas son el resultado de una movilización social endógena. También se demuestra la 
utilidad de un análisis secuencial, que revela que la sincronización de los eventos en 
relación con su contexto políticamente relevante es causalmente consecuente.63 

A nivel sustantivo, ofrecemos una conceptualización y explicación original de la 
fortaleza institucional que es posible de generalizar a otros contextos. En regímenes 
democráticos o políticos con al menos un nivel moderado de accountability –con-
dición importante de pertinencia de nuestro argumento–, esperamos que nuestra 
teoría endógena de la participación se aplique a las ip, donde los actores sociales 
movilizados a favor de su creación puedan ser identificados y el grado de su pos-
terior incorporación política pueda ser observado en los procesos de regulación e 
implementación de la institución. Nuestra expectativa es que cuando esos sectores 
se incorporan políticamente, ya sea a través de instituciones estatales o a través de 
un sistema de partidos políticos competitivo, las ip que tales sectores promovieron 

Para más información sobre el método secuencial comparado, véase Falleti y Mahoney (2015).63 
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  podrán ganar mayores niveles de legitimidad y eficacia y se harán cumplir por parte 
del Estado. De lo contrario, la institución participativa morirá en la letra de la ley o 
alimentará un conflicto adicional entre el Estado y los actores sociales movilizados. 
Vale decir, el éxito de las ip –su fuerza institucional y sus posibles efectos democra-
tizadores– es indisociable de la incorporación política de los actores del movimiento 
social que impulsaron su adopción.
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SUMMARY

Why and how do institutions strengthen? This ar-
ticle offers an explanation of institutional strength 
based on the study of participatory institutions. 
Combining the insights of historical institutiona-
lism and participatory democracy literatures, it 
is proposed an endogenous theory of participa-
tion and argue that the strength of participatory 
institutions is dependent on the historic process 
of their creation and subsequent political incor-
poration of the mobilized groups that bring them 
about. We comparatively study prior consulta-
tion in Bolivia and Ecuador since its inception 

in the 1990s. This institution is highly relevant in  
Latin America, particularly as countries in the 
region intensify the extraction of non-renewable 
resources. We show that different paths of po-
litical incorporation of the groups mobilized for 
institutional adoption were consequential to 
the resulting institutional strength. Our findings 
shed light on the tensions between participa-
tory democracy and resource extraction in Latin 
America and have important implications for the 
study of participatory and political institutions 
worldwide.

via y en Ecuador desde su ratificación en los años 
noventa. Esta institución es altamente relevante en  
América Latina, particularmente en la medida  
en que los países de la región intensifican la ex-
tracción de recursos no renovables. Se muestra 
que diferentes trayectorias de incorporación po-
lítica de los grupos movilizados para la adopción 
de la institución explican la fortaleza institucional 
resultante. Los resultados iluminan las tensiones 
entre democracia participativa y la extracción de 
recursos en América Latina y tienen importantes 
implicancias para el estudio de las instituciones 
participativas y políticas en el mundo. 

¿Por qué y cómo se fortalecen las institucio-
nes? En este artículo se ofrece una explicación 
sobre el fortalecimiento institucional basada 
en el estudio de las instituciones participati-
vas. Combinando los hallazgos del institucio-
nalismo histórico y la literatura sobre demo-
cracia participativa, se propone una teoría 
endógena de la participación y se argumenta 
que la fortaleza de las instituciones partici-
pativas depende del proceso histórico de su 
creación y la subsecuente incorporación de  
los grupos movilizados que la originaron. Se estu-
dia comparativamente la consulta previa en Boli-





Desarrollo Económico, vol. 59, Nº 227 (mayo-agosto 2019)

Introducción

Este trabajo estudia la distribución personal del ingreso y el impacto distributivo de 
la política fiscal en la Argentina. Las unidades de observación son las jurisdicciones 
subnacionales –23 provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (caba)–,1 sub-
divididas en cinco grupos de ingreso (quintiles). El período de análisis es 1995-2010. 
Se cuantifica el impacto de la política fiscal, comparando los ingresos de las personas, 
ex ante (antes de la política fiscal) y ex post (después de la política fiscal). 

El objetivo de la política fiscal se ha ido modificando en el tiempo, según la evolu-
ción de las distintas teorías del Estado (Musgrave, 1996). En el “Estado proveedor de 
servicios” de Adam Smith, el rol principal del Estado era asegurar el funcionamiento 
de las economías de mercado, proveyendo un sistema legal y de protección de las 
personas y sus bienes, realizar las inversiones que debido a su tamaño no podían ser 
provistas por el sector privado y garantizar la educación para los más pobres. Los 
principios impositivos de beneficio y capacidad de pago se suponía que coincidían, 
de modo que el impacto distributivo de la política fiscal era neutral. Las preocupacio-
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nes relacionadas con la distribución del ingreso surgieron con el Estado de bienestar, 
especialmente después de la Segunda Guerra Mundial (véase Tanzi, 2014). Desde 
entonces, una de las funciones fue la reasignación del ingreso, cuya distribución 
original se determinaba a partir de las fuerzas del mercado.

En esta línea normativa se analizó la dimensión relevante de la redistribución: 
¿debería ser la distribución personal del ingreso, la regional o ambas? Teniendo pre-
sente que en una función de bienestar social se pondera la utilidad de las personas y 
al considerar los riesgos para la redistribución personal de la redistribución regional 
–por ejemplo, que personas de altos ingresos en regiones pobres sean subsidiadas 
por personas de bajos ingresos en regiones ricas; cuestión planteada, por ejemplo, por 
oates (1972)–, este trabajo se concentra en la dimensión personal de la distribución 
del ingreso. Una segunda pregunta corresponde al nivel de gobierno responsable 
de implementar el objetivo redistributivo dentro de un país federal: ¿debería ser el 
gobierno nacional, el provincial, o ambos? Si son ambos, ¿cómo se debería asignar 
dicha tarea entre niveles de gobierno? La literatura teórica asignó la responsabilidad 
al nivel nacional (Musgrave, 1959; oates, 1972), de modo de evitar los problemas de 
competencia e incompatibilidad (Tresch, 2002).2 Sin embargo, desde el mismo ámbito 
de la teoría, Pauly (1973) propuso algún nivel de descentralización de políticas redis-
tributivas sobre la base del altruismo como bien local. A su vez, la evidencia empírica 
demostró que el grado de descentralización de las herramientas distributivas a nivel 
subnacional era importante (Sewell, 1996; Baicker et al., 2012; Hoynes y Luttmer, 2012; 
entre otros). Véase también un tratamiento reciente de la problemática del federalismo 
fiscal en Ahmad y Brosio (2006) y Boadway y Shah (2009). En el caso de la Argentina, 
Porto y Cont (1998) y Cont y Porto (2014) ya resaltan la relevancia de los presupuestos 
provinciales como una herramienta redistributiva.

La literatura empírica del efecto de la política fiscal sobre la distribución per-
sonal del ingreso ha seguido un enfoque mayoritariamente parcial. En concreto, el 
objeto de estudio ha sido normalmente la política fiscal en un nivel de gobierno, o el 
impacto distributivo de un instrumento (impuestos o subconjuntos de ellos; o gastos, 
principalmente gasto social), o el impacto de transferencias intergubernamentales 
–en muchos casos, excluyendo el origen de los fondos, esto es, suponiendo que las 
transferencias son un maná.3

El problema de competencia se origina en la movilidad de las personas: los hogares de altos ingre-2 

sos tienen incentivos a ubicarse en regiones de bajos impuestos, mientras que los hogares de bajos 
ingresos tienen incentivos a ubicarse en regiones de mayores beneficios. El problema de incom-
patibilidad se origina en que, aun sin movilidad, cuando más de un nivel de gobierno redistribuye 
ingresos, puede producirse un conflicto si las políticas de cada nivel tienen como destino distintos 
beneficiarios.
En este trabajo se omite un detalle amplio de la literatura del impacto de variables fiscales sobre 3 

la distribución del ingreso. Goñi et al. (2008) y más recientemente Hanni et al. (2014) realizan una 
comparación a nivel de países de América Latina; Gasparini et al. (2001) y cedlas-dgsc (2004) se 
concentran en dimensiones específicas de gasto social en la Argentina. otros trabajos se enfocan en 
transferencias (Bennett y Mayberry, 1979; Holcombe y Zardkoohi, 1981; Weingast et al., 1981; Inman 
e Ingerman; 1988; y Porto y Sanguinetti, 2001). González (2014) estudia el impacto de las transferen-
cias nacionales y el gasto subnacional sobre la equidad interregional –medida por la disminución del 
Gini de los ingresos– y sobre el desarrollo humano –medido con el promedio simple de esperanza 
de vida al nacer, educación y producto per cápita– para cinco países (Argentina, Brasil, México, 
Colombia y Chile) durante el período 1983-2011. Por su parte, otros trabajos avanzan en la discusión 
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Una excepción para la Argentina se encuentra en Cont y Porto (2014), que analizan 
el impacto distributivo de la política fiscal consolidada nacional y provincial en años 
seleccionados. A nivel internacional, un avance importante en el campo de los datos 
es el trabajo de Solt (2016), que reúne información para un largo período y para más 
de 170 países sobre la desigualdad en la distribución del ingreso y el impacto de la 
política fiscal. También provee información a nivel regional dentro de distintos países. 
La información permite comparar el ingreso de mercado (pre-impuestos, pre-gasto 
público) con el ingreso que denomina “disponible” (post-transferencias, post impuestos 
para financiarlas). La cobertura es parcial comparada con este trabajo, que considera 
toda la actividad del sector público, incluyendo transferencias en dinero y gastos en 
especie y sus correspondientes financiamientos. cepal-ief (2014) trabaja con toda la 
actividad del sector público –como en el trabajo presente– pero a nivel de países, sin 
avanzar en la consideración regional-personal. Por su parte, los estudios de balanzas 
fiscales en España (entre otros, Uriel y Barberán, 2007) tienen por objeto cuantificar, a 
nivel de las comunidades autónomas, el saldo neto que resulta de los gastos e impues-
tos de la Administración Central. El objetivo es la redistribución territorial sin avanzar 
en el impacto sobre la distribución personal en cada comunidad. Kelly y Witko (2012) 
estudian el rol de los estados en las políticas dirigidas a disminuir la desigualdad en 
Estados Unidos y concluyen, en línea con los resultados de nuestro trabajo, que los 
dos niveles de gobierno participan con políticas para disminuir la desigualdad, pero 
que en los últimos años las políticas estaduales han ganado importancia –los autores 
también destacan el rol de la distribución del poder político como factor explicativo.4

Por su parte, los estudios de la geografía de la desigualdad a nivel de regiones 
ocupan recientemente un lugar importante en los estudios de la ciencia política, en el 
mismo contexto de enfoque parcial mencionado para los casos anteriores –tanto de 
instrumentos redistributivos como de niveles de gobierno analizados–. Por ejemplo, 
Beramendi (2012) analiza la relación entre las distribuciones regional y personal, la 
geografía económica, la representación política y la movilidad. Beramendi et al. (2017) 
se concentran en el vínculo entre las preferencias de los políticos por redistribución, 
los desequilibrios económicos territoriales y la desigualdad en la representación polí-
tica territorial de las jurisdicciones en los casos de la Argentina, Brasil y México, y en-
cuentran que las transferencias territoriales se determinan principalmente por variables 
políticas más que por la redistribución personal del ingreso.5 Calvo y Moscovich (2017) 
estudian la desigualdad entre las provincias argentinas y no encuentran evidencia de 
que el mecanismo democrático por la vía electoral la disminuye, sino que las protestas 
tienen un rol importante, siendo mayor en las provincias con mayor desigualdad en 

  

de determinación endógena de la política fiscal, en conjunto con el crecimiento y la desigualdad en 
la distribución del ingreso (por ejemplo, Bénabou, 2000; Persson y Tabellini, 2000; Muinello-Gallo y 
Roca-Sagalés, 2013; Cont et al., 2017).
Baicker 4 et al. (2012) documentan la duplicación de la participación de los estados en el gasto del 
gobierno de los Estados Unidos entre 1952 y 2006, y exploran las causas: cambios en las interac-
ciones gubernamentales, fundamentalmente debido a requerimientos federales. Siguiendo la línea 
de varios países con organización federal, el incremento del gasto de los estados se ha producido 
fundamentalmente en las áreas de educación, salud y bienestar. Sin embargo, ese trabajo no estudia 
el impacto distributivo regional o personal de estos cambios.
Porto y Sanguinetti (2001) ya habían estudiado el poder explicativo de la representación política en el 5 

diseño de las transferencias intergubernamentales en la Argentina.
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la distribución del ingreso. Sátyro (2013) va más allá del estudio de los determinantes 
económicos habituales del efecto redistributivo de la política fiscal en Brasil y argu-
menta que la historia política establece la naturaleza de los partidos políticos y de la 
competencia electoral, y esto influye en la forma de implementar las políticas públicas 
y en los resultados en cuanto a la redistribución. Un punto de contacto con este trabajo 
es el reconocimiento de la importancia de los estados en las políticas redistributivas, 
pero la autora se concentra más en la explicación debida al sistema político.

Por último, un conjunto de trabajos recientes ha identificado determinantes de 
gastos excesivos en términos de empleo, asignando una responsabilidad al clientelis-
mo (Gimpelson y Treisman, 2002; Calvo y Murillo, 2004). En esta línea, los gobernan-
tes asignan recursos para buscar apoyo de grupos de ciudadanos, canalizándolos 
a través del empleo público. Robinson y Verdier (2013) estudian los vínculos entre 
este tipo de gastos y la probabilidad de ganar en períodos de competencia electoral. 
oliveros (2013), por su parte, argumenta que los empleados participan en actividades 
que apoyan a los políticos porque su futuro está atado al destino de estos últimos. 

El trabajo está organizado de la siguiente forma. La siguiente sección se ocupa 
de las cuestiones metodológicas; luego se presentan hechos estilizados sobre la 
distribución personal del ingreso y del impacto de la política fiscal a nivel de juris-
dicciones subnacionales. En las últimas secciones se abordan la discusión y las 
observaciones finales. 

Los principales resultados de esta investigación se detallan así: en primer lugar, 
existen diferencias importantes en la desigualdad del ingreso de mercado entre provin-
cias. En segundo lugar, la política fiscal tiene un fuerte impacto sobre la desigualdad 
en el período considerado; el Gini promedio disminuye 0,106 puntos para el promedio 
1995-2010. En tercer lugar, el impacto es muy diferente entre provincias y provoca 
un importante reordenamiento en la desigualdad ex post, comparado con el que re-
sulta de la desigualdad de mercado.6 En cuarto lugar, el mix de instrumentos fiscales 
redistributivos cambió a lo largo del tiempo en favor de las transferencias en dinero 
frente a las transferencias en especie; para 1995-2010 el 83% de la disminución del 
Gini se debe a los gobiernos provinciales, pasando del 87% en 1995-2001 al 80% en 
2003-2010, que se adjudica a la centralización fiscal en el último período. Por último, el 
gasto provincial es más progresivo que el nacional, lo cual explica el 74% del impacto 
positivo del gasto sobre el coeficiente de Gini, mientras que la regresividad de los 
impuestos se debe fundamentalmente a los tributos del gobierno nacional. 

Medidas de desigualdad de ingresos e impacto  
distributivo de la política fiscal: metodología

Se presentan tres definiciones alternativas de ingreso personal: la que mide la dis-
tribución del ingreso resultante del mercado, sin computar la actividad del gobierno 
(ex ante);7 la que mide la distribución monetaria del ingreso que resulta de sumar a la 

Es decir, provincias con un valor alto del Gini comparado con el de otras provincias, antes de la política 6 

fiscal, pasan a un valor comparado bajo después de la política fiscal y viceversa.
En este escenario contrafáctico se supone que no existen gastos públicos ni impuestos, tratamiento 7 

que es usual en la literatura sobre el impacto distributivo de la política fiscal. Al ingreso se lo denomina 
“ingreso primario” o “ingreso con presupuesto cero” (Reynolds y Smolensky, 1977).
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anterior las transferencias monetarias, tanto positivas como negativas, que realiza el 
gobierno (interim); y la que agrega a la anterior, el impacto distributivo de la provisión 
de bienes en especie y el cobro de impuestos indirectos (ex post).

Para calcular el impacto distributivo de la política fiscal se considera el presu-
puesto consolidado nación-provincias, incluidos todos los gastos e impuestos del 
gobierno nacional y de los gobiernos provinciales, sin duplicaciones. Se asignan los 
gastos e impuestos a cada provincia, y a cada grupo de personas dentro de cada 
provincia, siguiendo los criterios de beneficio del gasto e incidencia de los impuestos, 
obteniéndose el “residuo fiscal neto”, como diferencia entre el beneficio del gasto y 
la incidencia de los impuestos, a nivel de provincias y de grupos de personas dentro 
de cada provincia.8 

Con esta información se pueden calcular los coeficientes de Gini de desigualdad 
en la distribución del ingreso y los índices de Reynolds-Smolensky (rs) que miden los 
cambios del Gini al pasar del ingreso ex ante al interim y al ex post. Se cuantifica el 
impacto de cada nivel de gobierno y del consolidado. Los índices de rs se desagre-
gan en los efectos tamaño y progresividad. 

El coeficiente de Gini mide la desigualdad en la distribución del ingreso. Este 
coeficiente es un número entre 0 (perfecta igualdad) y 1 (máxima desigualdad) y se 
calcula como la diferencia entre el área por debajo de la diagonal del cuadrado –en 
el que se miden los porcentajes acumulados de personas o jurisdicciones en el eje 
horizontal y el porcentaje acumulado de la variable en el eje vertical– y la curva de 
Lorenz, dividida por el área debajo de la diagonal. La curva de Lorenz mide el por-
centaje acumulado de las personas –o jurisdicciones– y el correspondiente porcentaje 
acumulado de la variable, ordenados de menor a mayor. Una fórmula similar se utiliza 
para las curvas de concentración de ingresos y gastos. Para cada unidad (país, grupo 
de provincias o una provincia) el coeficiente es calculado de la siguiente manera: 

   (1)

donde las familias son ordenadas del ingreso más bajo al más alto. El número 
de grupos de ingresos es I = 5, debido a la división de la población en quintiles; y 
son los ingresos ex ante, interim o ex post; yP es el ingreso promedio de la unidad 
analizada.

Para cuantificar el impacto de la política fiscal sobre la distribución del ingreso se 
utilizan diversas descomposiciones del indicador propuesto por Reynolds y Smolens-
ky. Este índice mide el cambio de la desigualdad entre dos distribuciones de ingreso, 
como consecuencia de la política fiscal, con los ordenamientos correctos.9 Suponiendo 
una descomposición genérica del gasto en l = 1,…,L componentes y una descompo-
sición genérica de impuestos en j = 1,…,J componentes, el coeficiente de rs es:

  

La metodología y cuantificación para cada uno de los años están detalladas en el Anexo. Para más 8	

detalles, véase Cont y Porto (2017).
Dado que se descompone la distribución del ingreso en cada provincia en quintiles, y lo mismo se 9	

realiza a nivel nacional (Cont y Porto, 2016), el reordenamiento de unidades no es significativo. En 
cambio, cuando se analiza la distribución del ingreso a nivel nacional, cuando las unidades corres-
ponden a 120 grupos (los cinco grupos dentro de cada una de las 24 jurisdicciones subnacionales), 
el reordenamiento de unidades de ingreso pasa a ser relevante (véanse, por ejemplo, Aronson y 
Lambert, 1994; Cont y Porto, 2018).
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   (2) 

donde ti es la recaudación del impuesto j –en términos del producto bruto geográ-
fico (pbg)–; gl es el tamaño del gasto l –relativo al pbg–; Ktj es el índice de Kakwani de 
progresividad del impuesto j, igual a la diferencia entre las curvas de concentración 
del impuesto y la ecuación (1); y Kgl es el índice de Kakwani de progresividad del 
gasto l, igual a la diferencia entre (1) y la curva de concentración del gasto. Se permite 
la existencia de superávit o déficit, o sea que Σj tj ≠ Σl gl.

En este trabajo se analizan dos descomposiciones presupuestarias. En primer 
lugar, el impacto de los gastos denominados en “efectivo” y en “especie” con las res-
pectivas fuentes de financiamiento. En tal caso, j = C,E y l = C,E (C: cash; E: especie). 
En segundo lugar, el impacto de los presupuestos nacional-provincial; en tal caso, j 
= N,P y l = N,P (N: nacional; P: provincial).10 

La distribución personal del ingreso y el impacto de la política  
fiscal en las provincias argentinas: hechos estilizados

A continuación, se presenta un detalle y un análisis comparativo de la evolución de la 
desigualdad de la distribución del ingreso –resumida en el coeficiente de Gini– y del 
efecto redistributivo –resumido en el coeficiente de rs– entre los años 1995 y 2010.

Coeficientes de Gini y de Reynolds-Smolensky por provincias
En los cuadros 1 a 3 se incluyen los cálculos de los tres coeficientes de Gini, para las 
tres medidas de ingreso, y los índices de rs que los unen, para la primera descompo-
sición: en efectivo y en especie (columnas 1 a 6). Se incluyen también el porcentaje de 
cambio del Gini que resulta de la acción fiscal de los gobiernos provinciales (columna 
7), la relación entre el Gini ex post y el ex ante (denominada “Gini ep / Gini ea”) y la 
relación porcentual entre el rs en efectivo y el rs total (columnas 8 y 9). En las tres 
últimas columnas (10 a 12) se ordenan las provincias según el grado de desigualdad 
–de menor (orden 1) a mayor (orden 24)– y el cambio de posición debido a la política 
fiscal. Los cálculos corresponden al período completo de análisis (promedio 1995-
2010) y a los subperíodos 1995-2001 y 2003-2010. La división en los dos subperíodos 
se justifica por coincidir con diferentes regímenes macroeconómicos –convertibilidad 
entre 1995 y 2001 y post-crisis a partir de 2003–. Desde la perspectiva macroeconó-
mica, el período 1991-2001 estuvo caracterizado por una economía con una tasa de 
cambio fija con el dólar estadounidense, una política monetaria estricta y una política 
fiscal laxa que culminó en una situación de déficit fiscal significativo en la segunda 
parte de la década y una crisis económico-social-fiscal en 2001-2002. Después de un 
año de fuerte crisis en 2002, los años restantes hasta 2010 se caracterizaron por muy 

Una alternativa es considerar el aporte distributivo de gastos en servicios sociales, económicos y 10	

administrativos, en conjunto con el de los impuestos sobre las transacciones, los ingresos y otros. En 
tal caso, i = SS,SE,A y j = PCT,IA,O (donde PCT es producción, consumo y transacciones; IA corres-
ponde a ingresos y activos; y O corresponde a otros recursos no incluidos en los otros dos grupos). 
Véase, por ejemplo, Cont et al. (2017).
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buenas condiciones externas, un tipo de cambio libre, una política monetaria flexible 
y un superávit fiscal que se debilitó en los últimos años (gráfico 1).

Si se considera el promedio 1995-2010 (véase cuadro 1) se aprecian importan-
tes diferencias interprovinciales entre las variables. La desigualdad del ingreso de 
mercado muestra gran variabilidad, y la relación entre los valores extremos (máximo/
mínimo) es igual a 1,26: en Chaco el coeficiente de Gini es igual a 0,513 y en Santa 
Cruz 0,406. La diferencia entre los valores extremos, que corresponden a las mismas 
provincias, crece de 1,25 en 1995-2001 a 1,28 en 2003-2010.

El coeficiente de Gini del ingreso de mercado, calculado como promedio simple 
de los Gini provinciales,11 registra valores de 0,454 en 1995-2001 (cuadro 2) y 0,464 
en 2003-2010 (cuadro 3), lo que refleja un aumento del 2,2% en la desigualdad de la 
distribución del ingreso de mercado (ex ante). En principio, se esperaría una menor 
desigualdad en la distribución del ingreso en un período caracterizado por un contex-
to macroeconómico favorable que, junto a un aumento del gasto público, contribuiría 
al funcionamiento de los mercados con la provisión de distintos bienes públicos. En 
esta línea, suele argumentarse que el mayor gasto público, en especial el denominado 
gasto social –fundamentalmente en salud y educación–, mejora el capital humano, 
lo cual constituye un insumo de las funciones de producción del sector privado. Esto 
no se verifica durante el segundo período analizado para nuestro país. No obstante, 
los promedios seleccionados ocultan la evolución histórica de la desigualdad, que 
fue creciente desde 1995 hasta alcanzar un máximo en 2002 y luego decreciente en 
los años posteriores; de hecho, el coeficiente de Gini de finales del período (0,445  
en 2010) fue inferior al de 1997 (0,452), según se observa en el cuadro 4. Los cambios en  
la desigualdad entre la década de los noventa y 2002 estuvieron determinados por 
el débil rol de instituciones laborales –en particular, poca protección al empleo y 
salarios mínimos no operativos– y de los sindicatos, seguidos por una situación de 
recesión y crisis a fines de la década. A partir de 2003, en cambio, los gobiernos  
de turno pusieron un mayor énfasis en el fortalecimiento de las instituciones laborales 
e innovaron en programas de transferencias monetarias.12

La comparación de los coeficientes de Gini ex ante y ex post revela un fuerte 
impacto de la política fiscal en cuanto a disminuir la desigualdad para todas las pro-
vincias, con diferencias que van de 56 a 147 puntos porcentuales (en promedio, 106 
puntos, según se observa en el cuadro 1). Esta dispersión crece entre los subperíodos 
1995-2001 (diferencia de 83 puntos entre el mínimo y máximo; cuadro 2) y 2003-2010 
(diferencia de 132 puntos entre el mínimo y máximo; cuadro 3). 

  

Como el objetivo no es realizar un análisis a nivel nacional, se reportan los promedios provinciales sim-11 

ples de estos indicadores. Para los valores correspondientes a total país, véase Cont y Porto (2016).
Para mayor detalle, véase Cruces y Gasparini (2010).12 
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GrÁFICo 1
Evolución del balance fiscal consolidado nacional y provincial  

(como porcentaje del pbg) y pbg per cápita (en miles de pesos de 2010)
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Fuente: Elaboración propia con base en datos obtenidos de fuentes detalladas en el Anexo.

Cuadro 4
Coeficientes de Gini ex ante, interim y ex post 

(promedios de períodos seleccionados)

Nota: Los promedios de los respectivos períodos se obtienen  
a partir de los valores anuales del cuadro 5.
Fuente: Elaboración propia.

gini ex ante
gini interim
gini ex post

1995-2010

0,462

0,431

0,356

1995-2001

0,454

0,435

0,363

2003-2010

0,464

0,422

0,342
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Coeficientes de Gini, por provincias, relativos al promedio del conjunto de provincias
Los gráficos 2 a 4 ubican a las provincias comparando sus índices de Gini ex ante y 
ex post con los promedios para el conjunto. Las provincias en los cuadrantes suroeste 
y noreste no modifican su relación de mayor a menor desigualdad con el promedio: 
aquellas con desigualdad menor (mayor) que el promedio antes de la política fiscal 
se mantienen en la misma situación. En los cuadrantes noroeste y sureste se incluyen 

GRÁFICO 2
Gini por provincias (promedio 1995-2010) 

Fuente: Elaboración propia.
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Gini por provincias (promedio 1995-2001) 

Fuente: Elaboración propia.
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las provincias para las que la desigualdad ex post, relativa al promedio, es mayor (y 
menor, respectivamente) que la ex ante. existe cierta regularidad entre las provincias 
que empeoran su situación. el valor del gini ex post respecto del promedio aumenta 
en caba, córdoba, Mendoza, santa fe, tanto para el período completo como para 
los dos subperíodos. en san luis, el gini ex post respecto del promedio aumenta 
en el período completo, pero principalmente debido a los efectos del subperíodo 
1995-2001. en la provincia de Buenos aires y en chubut, el gini ex post respecto del 
promedio aumenta en el subperíodo 2003-2010, pero el efecto es de baja magnitud. 
algo similar sucede para las provincias que mejoran la situación, entre las cuales se 
destacan formosa, Jujuy, san Juan y tucumán para el período completo como para 
los dos subperíodos, a las que se suman catamarca, la rioja y santiago del estero 
en el subperíodo 2003-2010. salta mejora en el período completo debido al primero. 
entre ríos se ubica próximo al valor promedio en los tres períodos.

Política fiscal y reordenamiento de las provincias en el ranking de desigualdad 
Los cuadros 1 a 3 (columnas 10 a 12) muestran que la política fiscal provoca un reor-
denamiento de las provincias en el ranking de desigualdad. los casos más notables 
de pérdida de posiciones –tomando como referencia el cuadro 1 para el período 
completo– son caba del tercer lugar de menor desigualdad al 21, córdoba del 4 
al 19, san luis del 5 al 17 y Buenos aires del 9 al 18. en sentido contrario se ubica 
formosa, que pasa del lugar 15 al 2, la rioja del 14 al 1, san Juan del 17 al 5, tucu-
mán del 21 al 10 y Jujuy del 18 al 8. En términos de los coeficientes de Gini (cuadro 
1, para el período 1995-2010), caba pasa de 0,436 a 0,380, la provincia de Buenos 
aires de 0,448 a 0,367, córdoba de 0,442 a 0,368, y santa fe de 0,444 a 0,361. por 
otro lado, la rioja pasa de 0,465 a 0,318, Jujuy de 0,479 a 0,337 y chaco de 0,513 
a 0,369. Ex ante, las cuatro primeras provincias tienen coeficientes de desigualdad 

GRÁFICO 2
Gini por provincias (promedio 1995-2010) 

Fuente: elaboración propia.
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Fuente: elaboración propia.
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Fuente: elaboración propia.
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menores que las tres mencionadas en último lugar; ex post, la relación se revierte 
significativamente. En los subperíodos 1995-2001 y 2003-2010 también se verifican 
importantes reordenamientos. 

Estos reordenamientos se originan en distintas políticas fiscales entre las provin-
cias. A continuación se analiza la descomposición presupuestaria considerando gastos 
en efectivo (más impuestos directos) frente a gastos en especie (más impuestos indi-
rectos). Luego, se aborda la ejecución presupuestaria nacional frente a la provincial.

Descomposición del coeficiente de Reynolds-Smolensky: en efectivo y en especie
Los cuadros 1 a 3 (columnas 2 y 4) presentan una desagregación del coeficiente de 
rs que muestra la evolución de rs-c (rs en efectivo, que mide el cambio del Gini ex 
ante al Gini interim) y rs-e (rs en especie, que mide el cambio del Gini interim al Gini  
ex post). La diferencia entre los coeficientes Gini de los ingresos ex ante y ex post es 
igual a la suma de rs-c y rs-e (columna 6). La columna 9 en cada cuadro presenta el 
ratio rs-c / (rs-c + rs-e), mientras que los gráficos 5 a 7 ilustran este ratio.

El mix de instrumentos para redistribuir ingresos cambió a lo largo del tiempo:  
en 1995-2001 el coeficiente de rs-c / (rs-c + rs-e) fue del 21,4% y alcanzó el 35,7% en  
2003-2010 (promediando 29,2% en todo el período analizado). La intensidad en el uso 
de instrumentos cambió hacia las transferencias en dinero y en contra de las transfe-
rencias en especie. Esto puede tener dos consecuencias: por un lado, puede haber 
generado dependencia financiera y política de los receptores, lo que habría alentado 
el clientelismo –aspecto que ha comenzado a tener consideración en los estudios de 
economía política de la política fiscal–. Vale la pena destacar que gran porcentaje  
de las transferencias en dinero corresponden a los programas de transferencias Plan 
Jefes y Jefas de Hogar, Seguro de Capacitación y Empleo, y Familias por la Inclusión 
Social (véase Alejo et al., 2013). Por otro lado, no sería la forma más eficiente de re-

GrÁFICo 5
ratio rs-c / (rs-c + rs-e) (%, promedio 1995-2010)

Fuente: Elaboración propia.
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GrÁFICo 6
ratio rs-c / (rs-c + rs-e) (%, promedio 1995-2001)
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Fuente: Elaboración propia.

GrÁFICo 7
ratio rs-c / (rs-c + rs-e) (%, promedio 2003-2010)

Fuente: Elaboración propia.
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distribución ya que x pesos de esas transferencias en dinero benefician, en general, 
a una persona o familia, mientras que los mismos x pesos gastados en transferencias 
en especie (escuelas, infraestructura de transporte, hospitales, justicia, agua, infraes-
tructura urbana, seguridad, etc.) brindan utilidad a un conjunto de personas por un 
largo período –corrigiendo por posibles ineficiencias en los gastos en especie–. Por 
supuesto, puede haber excepciones –los años que siguieron a la crisis de 2002– en 
las que un instrumento temporario como las transferencias en dinero puede estar 
justificado; u otras más generales, como gastos en especie que no llegan al benefi-
ciario final.13 El mix de instrumentos fue muy diferente entre provincias: el máximo fue  
46% (Neuquén) y el mínimo 19% (La Rioja) en el período 1995-2010, 33%-3% en 1995-
2001 (Neuquén-La Rioja) y 53%-24% en 2003-2010 (Neuquén-Santa Cruz). 

Contribución de los dos niveles de gobierno a la disminución de la desigualdad
La contribución relativa del nivel de gobierno provincial respecto de la ejecución pre-
supuestaria del gobierno consolidado en cada provincia se presenta en la columna 
7 de los cuadros 1 a 3. Los gráficos 8 a 10 ilustran dicha contribución para todo el 
período analizado (1995-2010) y los dos subperíodos seleccionados.14

Para 1995-2010, el 83% de la disminución del Gini se debe a la ejecución de  
los presupuestos de las provincias –incluidos los recursos nacionales que financian los  

GrÁFICo 8
Participación (%) del nivel provincial en la disminución del Gini  

(promedio 1995-2010)

Fuente: Elaboración propia.
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Existen varios ejemplos respecto de este problema: hospitales sin personal, o que no se inauguran 13 

luego de la construcción, o duplicaciones de cuerpo docente en educación, etc. Este tema requiere 
de un análisis específico, que escapa el objeto de este trabajo.
Los resultados anuales detallados por jurisdicción están disponibles en Cont y Porto (2017, cuadros 14 

23 a 41).
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GrÁFICo 10
Participación (%) del nivel provincial en la disminución del Gini  

(promedio 2003-2010)

Fuente: Elaboración propia.
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GrÁFICo 9
Participación (%) del nivel provincial en la disminución del Gini  

(promedio 1995-2001)

Fuente: Elaboración propia.
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gastos provinciales, tanto vía transferencias automáticas como discrecionales–, lo 
cual muestra efectos diferenciales en cada jurisdicción. En Catamarca, Formosa, La 
Pampa, La Rioja, Neuquén, Río Negro, San Luis y Tierra del Fuego la contribución 
de la ejecución presupuestaria provincial explica al menos el 90% del cambio en el 
coeficiente de Gini, mientras que en caba, Buenos Aires, Chubut, Misiones y Santa 
Fe la contribución nacional es de al menos 25% –y llega hasta el 40%.

La comparación de 1995-2001 con 2003-2010 muestra que la participación pro-
vincial disminuyó de un promedio del 87% al 80%, resultado que se adjudica al 
proceso de centralización fiscal en el segundo período.

Contribución de los presupuestos nacional y provinciales  
al cambio en el coeficiente de Gini 
Los cuadros 6 a 8 resumen la contribución de los presupuestos nacional y provincia-
les al cambio en el coeficiente de Gini. Para el total país (1995-2010), el coeficiente 
disminuye por el lado de los gastos (0,13) y aumenta por el lado de los impuestos 
(0,03). Los gastos provinciales dan cuenta del 74% del cambio debido a los gastos. 
Los impuestos nacionales explican el 60% del cambio total de los impuestos. Los 
gastos provinciales son más progresivos que los nacionales: el coeficiente promedio 
de Kakwani es igual a 0,46 en el primer caso y 0,20 en el segundo. La mayor progre-
sividad del gasto provincial es el resultado de las políticas de descentralización de 
servicios de salud y educación a las provincias que tuvieron lugar en 1992, lo que 
aumentó la relevancia de su rol en términos de la política social.15 En Cont y Porto 
(2017) se documenta que el gasto provincial en educación está más concentrado que 
el nacional en los quintiles de menores ingresos (coeficientes de concentración de 
-0,26 y 0,3, respectivamente) y es más importante cuantitativamente (3% y 0,7% del 
pbg, respectivamente). El gasto en salud está también concentrado, pero en menor 
magnitud, en los quintiles de bajos ingresos –algo más el nacional–, y es mayor la 
importancia cuantitativa en el nivel provincial (2% del pbg frente al 1% del nacional). 
Existen varios trabajos que enfatizan el impacto redistributivo del gasto provincial y 
del gasto social. Por ejemplo, Kelly y Witko (2012) destacan que en los últimos años 
las políticas estaduales han ganado relevancia en disminuir la desigualdad en Es-
tados Unidos. En otras dimensiones, González (2014) también encuentra resultados 
similares con otras medidas de desigualdad; en particular, el gasto social provincial 
correlaciona positivamente con indicadores de desarrollo humano provincial.16 

Por otro lado, la progresividad de la política fiscal es creciente, debido al efecto 
de los gastos, tanto nacionales como provinciales –compensada solo parcialmente 
por el efecto contrario de los impuestos–.17 Los instrumentos que producen la reduc-
ción en la desigualdad en las provincias son diferentes.

Es interesante notar que en varios países desarrollados (Italia, Francia, Reino Unido, Canadá, entre 15 

otros), el gobierno central tiene un rol activo en la provisión de gastos sociales redistributivos (como en 
educación y salud); en tanto que en la Argentina tiene un rol secundario a través de las transferencias. 
En los Estados Unidos esos gastos están a cargo de los gobiernos subnacionales.
Existe una importante cantidad de estudios sobre el impacto distributivo del gasto público social en 16 

la Argentina y en el mundo. Para el caso de la Argentina, véanse Gasparini y Porto (1992), Gasparini 
et al. (2001) y cedlas-dgsc (2004).
En Cont y Porto (2017, sección 17 v) se presenta gráficamente la evolución por provincias y para todos 
los años de las distintas variables.
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Las situaciones difieren entre provincias. Por ejemplo, para el período completo 
(cuadro 6), el mínimo cambio en el coeficiente de Gini –para todo el período– se 
da en caba (rs = -0,06). El resultado se debe a los gastos (0,06), debido a que los 
impuestos son neutrales (0,00). Los gastos locales dan cuenta del 62% del cambio 
total –explicados fuertemente por el coeficiente de Kakwani del gasto–. El máximo 
cambio en el coeficiente de Gini se da en la provincia de La Rioja (rs = -0,15); es el 
resultado de gastos (0,17) e impuestos (-0,02). Los gastos provinciales dan cuenta 
del 88% del efecto total de los gastos. Los impuestos nacionales explican la regresi-
vidad impositiva. El cambio en el coeficiente de Gini de la provincia de Buenos Aires 
es levemente inferior al del promedio nacional (rs = -0,08); es el resultado del efecto 
de los gastos con impuestos prácticamente neutrales. Los gastos provinciales dan 
cuenta del 65% del efecto total de los gastos. El cambio en el coeficiente de Gini  
de Córdoba es levemente inferior al de Buenos Aires (rs = -0,07) y es el resultado de  
gastos (0,10) e impuestos (-0,03). Los gastos provinciales dan cuenta del 68% del 
efecto positivo por el lado de los gastos, mientras que los impuestos nacionales 
explican el 70% del efecto negativo por el lado de los impuestos. Los cuadros 7 y 8 
permiten explorar las diferencias provinciales en los subperíodos 1995-2001 y 2003-
2010, respectivamente.

discusión

Las mediciones de este trabajo permiten dar respuesta, para el caso estudiado, a 
varias preguntas que surgen de la teoría fiscal.

Un primer punto planteado corresponde a la consideración, dentro del Estado de 
bienestar, de la corrección en la distribución del ingreso que resulta de las fuerzas 
del mercado como una de las funciones del gobierno (Musgrave, 1996). El trabajo 
aborda este tema y distingue entre el ingreso ex ante –antes de la política fiscal– y ex 
post –después de la política fiscal–. La desigualdad, calculada como promedio sim-
ple de los Gini provinciales, disminuye en 0,106 para el promedio 1995-2010 (23%). 
En 1995-2001 la disminución es de 0,091 (20%) y en 2003-2010 de 0,122 (26%). La 
intensidad de la redistribución no es la misma a lo largo del tiempo.18 

Una segunda pregunta de interés es si las políticas fiscales redistributivas mejoran 
la distribución del ingreso que resulta del funcionamiento de los mercados. Este no 
ha sido el caso en la Argentina al comparar entre períodos: el Gini de mercado pasó 
de 0,454 en 1995-2001 a 0,464 en 2003-2010. Sin embargo, estos promedios ocultan 
un incremento en la desigualdad entre 1995 y 2002, seguido por una reducción entre 
2003 y 2010.

Una tercera pregunta es que el nivel de gobierno debería ser el responsable de 
las políticas redistributivas en un sector público federal –el nacional, el provincial o 
ambos (multinivel)–, en cuyo caso una cuestión sería cómo distribuir las responsabili-
dades. Por su parte, una cuarta cuestión es el objeto de la redistribución. ¿El objetivo 
de la política redistributiva deben ser las regiones, las personas o ambas? 

Es interesante recordar que Carciofi, en un comentario a Porto y Cont (1998), sugería realizar un análisis 18 

intertemporal para obtener conclusiones más robustas. Aquel trabajo se limitaba al año 1991 y a presu-
puestos provinciales debido a falta de información como la relevada y elaborada para este artículo.
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GrÁFICo 11
diferencia entre Gini ex ante y ex post: distribución del ingreso personal 

frente al regional (rs definido positivo)

Fuente: Elaboración propia.
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Las mediciones presentadas en este trabajo permiten responder esas preguntas 
para la Argentina. En cuanto a la asignación de responsabilidades en distintos nive-
les de gobierno, resulta claro que en la Argentina los niveles nacional y provinciales 
comparten la función redistributiva, y según la evidencia presentada en este trabajo 
el efecto redistributivo de los presupuestos provinciales es muy superior al del presu-
puesto nacional. Además, se destaca que no existe un problema de incompatibilidad 
entre las políticas redistributivas, dado que son complementarias.

En cuanto al objeto de la redistribución, la Constitución Nacional de 1853 y las 
leyes de coparticipación de impuestos vigentes desde 1935 lo ubican en las regiones 
(provincias). En el punto de partida, el artículo 67, inciso 8, de la Constitución incluye 
entre las atribuciones del Congreso la de “acordar subsidios del Tesoro Nacional 
a las provincias, cuyas rentas no alcancen, según sus presupuestos, a cubrir sus 
gastos ordinarios”.19 Las leyes de coparticipación mantuvieron ese objetivo en forma 
explícita. Por ejemplo, la Ley Nº 20.221/73 –la última en la que se explicitó el objeti-
vo– reconoce “la necesidad de un tratamiento diferencial a las provincias de menores 
recursos, a efectos de posibilitar a todas ellas la prestación de los servicios públicos 
a su cargo en niveles que garanticen la igualdad de tratamiento a todos sus habitan-
tes”. En este aspecto debe tenerse en cuenta que las transferencias de la nación a 
las provincias impactan en la distribución personal del ingreso, ya que son gastadas 
en la provisión de bienes y servicios que no se distribuyen en forma uniforme entre la 

Se mantiene como inc. 9 del art. 75 de la Constitución Nacional de 1994.19 
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población.20 Cont y Porto (2015) calculan los coeficientes de Gini ex ante y ex post, 
tomando como unidades de ingresos a las jurisdicciones subnacionales. El gráfico 
11 muestra la diferencia entre coeficientes de Gini –revirtiendo el signo de forma tal 
que en este caso el coeficiente de rs se define positivo– para las distribuciones del 
ingreso personal y regional. La política fiscal también redistribuye entre jurisdicciones 
de modo que ambas dimensiones de redistribución son complementarias. Además, la 
redistribución regional representa el 41% de la redistribución personal para el período 
1995-2010: 48% en el subperíodo 1995-2001 y 37% en el subperíodo 2003-2010. 

observaciones finales

El objetivo de esta investigación es la medición de la distribución personal del in-
greso y del impacto distributivo de la política fiscal en la Argentina. Las unidades 
de observación son los quintiles de ingreso per cápita dentro de cada una de las 24 
jurisdicciones subnacionales y el período de análisis es 1995-2010. Las mediciones 
se realizan para el ingreso de mercado y para el ingreso luego de la política fiscal. 
Con las limitaciones propias de un trabajo de este tipo, se considera que brinda ma-
terial valioso para el estudio de la distribución del ingreso y el impacto de la política 
fiscal, dado que las mediciones agregadas para todo el país dejan ocultas diferencias 
significativas entre provincias.

El trabajo ofrece respuestas a varias preguntas relevantes formuladas por la 
teoría fiscal sobre el diseño, la implementación y los resultados de las políticas re-
distributivas.

En cuanto a la geografía de la distribución personal del ingreso se destaca que la 
desigualdad del ingreso de mercado varía entre provincias. Sin embargo, el promedio 
para el conjunto de provincias es relativamente similar entre 1995-2001 y 2003-2010, 
aunque con una tendencia creciente en el primer subperíodo y con una tendencia 
decreciente en el segundo subperíodo. Por su parte, se identifica un fuerte impacto de 
la política fiscal sobre la desigualdad –el Gini promedio disminuye 0,106 puntos para 
el promedio 1995-2010–. Este impacto es muy diferente entre provincias y provoca un 
reordenamiento trascendente en el ranking de desigualdad ex post, comparado con 
el que resulta del mercado. Se detecta un cambio en el mix de instrumentos fiscales 
redistributivos en favor de las transferencias en dinero frente a las transferencias en 
especie. En cuanto a la composición del presupuesto nacional frente a los provincia-
les, para el período completo (1995-2010) el 83% de la disminución del Gini se debe 
a la ejecución presupuestaria de los gobiernos provinciales, con claras diferencias 
entre subperíodos. El aporte de los presupuestos provinciales a la reducción en la 
desigualdad pasó del 87% en 1995-2001 al 80% en 2003-2010, que se atribuye a  

Las relaciones fiscales entre la nación y las provincias son mucho más complejas que las que resultan 20 

de mirar solo cómo se distribuye la coparticipación federal. El gobierno nacional recauda impuestos 
que tienen una determinada incidencia territorial y personal, y gasta una parte en proveer bienes que 
tienen también determinada incidencia (beneficio) regional y personal. Con la otra parte financia las 
transferencias que benefician diferencialmente a las distintas regiones (provincias). Las provincias, 
con las transferencias recibidas de la nación y la recaudación de sus propios impuestos, financian 
gastos que benefician a las personas. Todos estos efectos están considerados en este trabajo (para 
detalles y cuantificaciones véase Cont y Porto, 2017).
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la centralización fiscal en el último período. Entre los instrumentos de gasto y recau-
dación, el gasto provincial es más progresivo que el nacional –en buena medida, re-
sultante de políticas de descentralización del gasto en educación y salud que tuvieron 
lugar a principios de la década de 1990–. Por último, la regresividad de los impuestos 
se debe fundamentalmente a los tributos del gobierno nacional.

En este trabajo no son abordados tres temas importantes y quedan pendientes 
para futura investigación. Primero, una vez que se obtuvo una distribución del ingre-
so ex ante y ex post, el paso siguiente es explorar los determinantes conjuntos de 
crecimiento económico, política fiscal y desigualdad (véanse, por ejemplo, Béna-
bou, 2000; Muinello-Gallo y Roca-Sagalés, 2013); este tema se analiza en Cont et al. 
(2017). Segundo, un aspecto no considerado debido a la forma en que se agrupan 
las unidades –ingresos en cada provincia y a nivel nacional por quintiles– es que el 
impacto distributivo de la política fiscal puede afectar el ordenamiento de los indivi-
duos cuando las unidades son 120 grupos formados por los cinco quintiles dentro  
de cada provincia –efecto conocido como reranking en la literatura de progresivi-
dad de la política fiscal (Aronson y Lambert, 1994; Cont y Porto, 2018)–. Finalmente, 
el trabajo se centra en la desigualdad de ingresos monetarios y deja pendiente la 
cuestión, no menos relevante, del impacto sobre los resultados –ingreso real dado 
por la cantidad de bienes y servicios que efectivamente están disponibles a nivel de 
quintiles de ingreso ex ante.
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aneXo

fuente de información y metodología de asignación

Ingresos
La variable de ingreso total corresponde a la serie de pbg que se obtiene de infor-
mación del Consejo Federal de Inversiones hasta el año 2006. La serie se actualiza 
hasta 2010 considerando drivers regionales y se expande de forma tal que el pbg 
total país coincide con el pbi. Los valores corresponden a las cuentas nacionales con 
base 1993, dado que la nueva metodología con base 2004 no se encuentra disponible 
para el período considerado en esta investigación.

La información sobre la distribución del ingreso interim se obtiene a partir de la 
Encuesta Permanente de Hogares (eph). Como regla general, se utiliza la onda de 
octubre entre 1995 y 2002 y la onda del tercer cuatrimestre entre 2003 y 2010. Dado 
que, por definición, el ingreso reportado en la encuesta incluye algunos elementos del 
presupuesto público (transferencias monetarias, subsidios, pensiones) y excluye cier-
tos impuestos –principalmente los retenidos al momento de la remuneración salarial–, 
se recalculó el ingreso eliminando las transferencias monetarias y las asignaciones 
familiares –complementos de dinero a los salarios de los trabajadores más pobres– y 
los impuestos directos (impuestos al trabajo, impuestos al ingreso, etc.) para obte-
ner la distribución del ingreso ex ante. A lo largo del trabajo, se consideran el pbg 
–expandido al pbi– y el ingreso ex ante de manera indistinta. Sin embargo, hay una 
diferencia significativa entre ellos dependiendo del objeto de estudio. En este trabajo, 
se considera apropiado usar el pbi como una medida del ingreso ex ante porque se 
deducen los impuestos y se suman los gastos para obtener los ingresos interim y ex 
post. En otros casos, puede ser más apropiado usar una definición del ingreso neto; 
es decir, luego de impuestos y subsidios.

Presupuesto público
La información sobre los presupuestos públicos nacionales y provinciales para el 
período 1995-2010 se obtiene de la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Econo-
mía, de la Dirección Nacional de Coordinación Fiscal con las Provincias (dncfp), de 
la Asociación Argentina de Presupuesto y Administración Financiera Pública (asap) 
y de la Administración Nacional de la Seguridad Social (anses). Los servicios de la 
deuda pública no se incluyen en el análisis.

Pese a que el resultado final del presupuesto nacional es idéntico en las distintas 
fuentes de información utilizadas, los datos de asap y de la Secretaría de Hacienda 
del Ministerio de Economía no coinciden de manera exacta. Por esa razón se ajusta-
ron los impuestos nacionales preservando los déficits fiscales tanto a nivel nacional 
como provincial.

Los impuestos se miden sobre base caja, mientras que los gastos se miden se-
gún el criterio del devengado. El principio de medición utilizado puede generar un 
problema al construir el ingreso ex post, pero es un problema menor en el caso bajo 
análisis en tanto cerca del 90% del gasto consolidado en la Argentina corresponde 
a gastos corrientes (salarios, bienes y servicios, transferencias), que son pagados 
cuando se devengan, y por ello el retraso entre su devengamiento y el pago es corto. 
El monto restante corresponde a gastos de capital y, aunque la correspondencia no 
es absoluta, el problema de medición puede reducirse a la diferencia entre el gasto 



71DESIGUALDAD y PoLíTICA FISCAL EN LAS PRoVINCIAS ARGENTINAS (1995-2010)

autorizado durante cierto año –devengado en años previos– y el gasto devengado 
en ese año –que será ejecutado en años futuros.

Para elaborar la serie del gasto nacional se parte de la serie por categorías de la 
asap para los años 1995-2009, actualizada a 2010. Además, a partir de información 
de la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía, se separa el gasto asignado 
a seguridad social entre pagos a la seguridad social propiamente dichos y gastos 
en salud destinados a los jubilados. También se utiliza información de la anses para 
considerar con mayor precisión los diferentes programas incluidos bajo la categoría 
de Seguridad Social.

De igual modo, la información sobre el gasto provincial se obtiene de la Secretaría 
de Hacienda del Ministerio de Economía para los años 1995-2009 –actualizada a 2010 
utilizando información de la dncfp; y, dado que las erogaciones en seguros de salud, 
justicia y servicios económicos no se encontraban separados en 2010, se asumieron 
que las proporciones son iguales a las de 2009 y se actualizó por el 25%, que fue el 
crecimiento del gasto total ese año–. También, se incorporaron las transferencias a 
las municipalidades usando información obtenida de la dncfp.

La información acerca de los recursos nacionales se obtiene de la asap, mientras 
que la de los provinciales se obtiene de la dncfp. Hasta 2008 esta última fuente no 
incluye información acerca del monto que cada provincia recibe bajo el concepto de  
contribuciones a la seguridad social, por lo que se las estimó con base en datos  
de la asap.

Incidencia presupuestaria
Para determinar la incidencia de los impuestos y gastos nacionales en los distintos 
grupos de hogares –clasificados en cinco categorías de ingreso, según el ingreso per 
cápita familiar para cada una de las provincias– se asignaron los impuestos –según 
fuente– y los gastos –según finalidad– al quintil i de la provincia j siguiendo dos pasos. 
El primero consiste en distribuir los impuestos y los gastos en los años considerados 
entre las provincias para capturar la distribución geográfica; esto solo se hace para 
las partidas nacionales, ya que se supone que no existen efectos derrame de las va-
riables fiscales provinciales hacia otras provincias. El segundo paso radica en asignar 
los impuestos y gastos entre quintiles dentro de cada provincia.

Asignación geográfica
Se consideran todos los gastos nacionales –con la excepción del interés pagado 
sobre la deuda del gobierno nacional, dado que el mecanismo de distribución entre 
provincias es complejo–. Para balancear –y no afectar– el déficit/superávit final de la 
administración nacional, los impuestos destinados al gasto nacional fueron ajustados 
de manera que el balance presupuestario no se viera afectado. Esto significa que el 
gasto total excluye los intereses de la deuda pagados. En lo que sigue, se detallan 
los criterios territoriales y los supuestos utilizados para asignar el gasto nacional, las 
transferencias y los impuestos entre las distintas jurisdicciones.

Asignación geográfica de gastos nacionales
Se consideraron cuatro grandes categorías de gastos:
1.  Servicios sociales. Se componen de:

Seguridad social: pensiones contributivas y no contributivas, los antiguos pro-
gramas militares y otros. Las pensiones contributivas y no contributivas buscan 

•
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promover el acceso a las personas jubiladas y a las personas más vulnerables. 
Se asignó el gasto entre provincias usando información de la anses. Los pro-
gramas de pensiones militares: 50% como las pensiones contributivas y 50% 
según la población. El Programa Federal de Policías: 50% a caba y 50% según 
la población. Dado que entre 1995 y 1999 falta información para realizar la des-
composición entre las pensiones contributivas y no contributivas y el Programa 
Federal de Policías, se realiza la distribución regional siguiendo una tendencia 
entre esos años y aplicándola a los totales anuales.
Asignación Universal por Hijo: se basa en la información de “Gasto Público 
Social y su distribución a las Provincias en el Presupuesto Nacional 2012”.
Protección y asistencia social: 2/3 se distribuyen sobre la base de la proporción 
de población bajo la línea de pobreza y 1/3 según la población.
Cultura y educación: el 50% del gasto universitario se asigna al considerar la 
ubicación de las universidades, mientras que el 50% restante se reparte según 
la distribución de la población. El monto restante –que es un monto residual– se 
reparte por población.
Salud: corresponde al gasto en hospitales, centros de investigación, seguros 
médicos y cobertura a sectores pobres. Se asigna por población.
Trabajo, vivienda, agua y cloacas: el 50% por población y el otro 50% al con-
siderar la proporción de población por debajo de la línea de pobreza. Los 
subsidios entregados a Aguas Bonaerenses S.A. se distribuyeron entre caba y 
Buenos Aires, según las conexiones en cada área.

2. Servicios económicos. Se componen de:
Energía, minería y combustibles: se incluyen los subsidios al servicio eléctrico, 
los gastos en infraestructura para generación y transporte, y los subsidios a ya-
cimientos Carboníferos Fiscales. Desde 2002 también se incluyen los subsidios 
al sector privado asociados con el déficit en el sector de generación de energía 
eléctrica, el déficit en la importación de gas natural y otros. Las transferencias 
al sector privado fueron distribuidas según la contribución de cada provincia al 
déficit, en algunos casos considerando el consumo total provincial o reportes 
oficiales cuando estuvieran disponibles.
Transporte: hasta 2003, la función incluía los gastos en infraestructura vial y 
en subsidios a los operadores del Área Metropolitana. Desde 2004, se volcó 
principalmente a subsidios en vías férreas y subterráneos, y se adicionó Aero-
líneas Argentinas. Estos gastos se distribuyeron al considerar la ubicación de 
los operadores a los que se les realizaron las transferencias, lo que resultó que 
entre el 80% y el 100% correspondieron a caba y a la provincia de Buenos Aires 
–o Gran Buenos Aires, y la distribución entre estas dos jurisdicciones se basó 
en el número de pasajeros–. Por otra parte, los gastos de Aerolíneas Argentinas 
se asignaron según la participación de cada provincia en el mayor quintil de la 
distribución del ingreso del país.
Comunicaciones: corresponde a los medios públicos y, en tanto bienes públi-
cos, fueron asignados según la distribución de la población.
Ecología y medio ambiente: son los gastos destinados a controlar y conservar 
los recursos naturales. Se distribuyeron por población.
Agricultura, industria, comercio, turismo y finanzas: se supuso que esas activi-
dades afectan el consumo de la población y se distribuyeron según el consumo 
provincial.

•

•

•

•

•

•

•

•

•

•
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defensa y seguridad. El 50% de esta categoría se distribuye por población y el 
otro 50% según el pbg, bajo el supuesto de que estos gastos se realizan para 
proteger a la población y la propiedad.
administración general. Esta categoría se distribuye al considerar la distribución 
que surge del resto de los gastos (servicios sociales, servicios económicos, y 
defensa y seguridad).

Distribución geográfica de los impuestos nacionales
A continuación, se describe el criterio utilizado para asignar los impuestos entre las 
distintas provincias. Los impuestos incluidos son el impuesto al valor agregado (iva), 
impuesto a las ganancias, impuestos a los combustibles, cigarrillos, otros impuestos in-
ternos (p. ej., al consumo de bebidas alcohólicas) e impuestos a la seguridad social.

iva• : es un impuesto al consumo. Dada la falta de información anual sobre el 
consumo a nivel provincial, se estimó con base en una regresión con datos de la 
Encuesta Nacional de Gasto de los Hogares (engh) de 2004/2005, que contiene 
estimaciones de ingreso y gasto a nivel jurisdiccional. Se consideró el consumo 
per cápita como variable dependiente y como variables independientes –proxies 
a nivel provincial– el consumo de energía de usuarios residenciales (Secretaría 
de Energía), el gasto en supermercados del Instituto Nacional de Estadísticas y 
Censos (indec) y la cantidad de autos patentados de la Dirección Nacional de los 
Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y Créditos Prendarios (dnr-
pa), todos en términos per cápita. Estos coeficientes estimados fueron utilizados 
para estimar el consumo per cápita a nivel provincial en el período 1995-2010.
Impuesto a las ganancias: se consideraron de manera conjunta el impuesto a las • 
personas físicas y a las personas jurídicas, por no disponer de información sobre 
los accionistas a nivel provincial. Se asignaron territorialmente según el ingreso 
total familiar, que se obtuvo de la eph para cada año.
Impuestos a la propiedad, monotributo e impuestos a los bienes de capital: se • 
distribuyeron de igual modo que el impuesto a las ganancias.
Contribuciones a la seguridad social: se adoptó un criterio que considera la tasa • 
de empleo ajustada por la población económicamente activa (pea) a nivel provin-
cial, a partir de información de la eph.21

Débitos y créditos bancarios: el 80% como el • iva y el 20% como el impuesto a 
las ganancias.
Combustibles líquidos: según el consumo de dichos combustibles (Secretaría • 
de Energía).
Impuestos internos: se asignaron según el promedio de los impuestos domésticos, • 
que incluyen el iva, el impuesto a las ganancias, el impuesto a los combustibles 
líquidos, las contribuciones a la seguridad social, a los bienes personales, mono-
tributo, créditos y débitos bancarios, a excepción de los impuestos al comercio 
exterior.
otros impuestos: de igual forma que los impuestos domésticos.• 
Impuestos a la exportación: se asignaron según el origen provincial de los produc-• 
tos exportados (productos primarios, y manufacturas agropecuarias y de origen 

3. 

4.

  

Se utilizó una tendencia lineal para estimar la 21 pea anual, ya que solo se disponía de información para 
2001, 2005, 2010 y 2015.
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industrial) publicado por el indec, considerando los impuestos existentes en la Ar-
gentina publicados por la Secretaría de Finanzas del Ministerio de Economía.22

Derechos de importación y tasa estadística: se asignaron considerando el • pbg.
Rentas a la propiedad y transferencias corrientes: por población.• 

Distribución de impuestos nacionales por quintiles
Para asignar los impuestos por quintiles se utilizó información de la engh 1995/1996, 
2004 y 2012. Dado que esta encuesta se lleva a cabo cada ocho o diez años, se 
interpolaron los valores obtenidos para obtener información para cada año.

iva• : asignado según el consumo final.
Impuesto a las ganancias, monotributo y sobre bienes personales: aunque el im-• 
puesto a las ganancias puede ser trasladado por el sujeto según las elasticidades 
de trabajo y ahorro, se siguió el supuesto estándar utilizado por los investigadores 
en la Argentina, que consiste en asignar el impuesto al sujeto legal. Como existe 
una fuerte correlación –aunque distinta de 1– entre los agentes sujetos al impues-
to a las ganancias y a bienes personales, se supuso la misma incidencia para 
el último. Finalmente, a mediados de los años noventa, el gobierno introdujo un 
régimen simplificado (monotributo) que reemplazó al impuesto a las ganancias, 
el iva y la seguridad social para los trabajadores por cuenta propia. También se 
supuso que la incidencia de este coincide con la de los anteriores. Un supuesto 
alternativo podría ser el de asignar la carga de este impuesto sopesando el iva 
de algún modo con el impuesto a las ganancias de las personas; aunque los 
resultados globales no cambian, dada la poca recaudación del monotributo.
Impuesto a las ganancias de las personas jurídicas: la carga puede recaer sobre • 
el capital –reduciendo los beneficios luego de impuestos– o ser traspasado al 
trabajo o al consumo, según las elasticidades, el grado de apertura de la econo-
mía, la flexibilidad del capital, etcétera. Se asignó este impuesto entre quintiles 
al considerar que este es traspasado en igual proporción al ingreso laboral, al 
consumo y al ingreso del capital.
Impuesto a los combustibles: la nafta y los combustibles son utilizados tanto • 
para consumo final como para consumo intermedio (por ejemplo, transporte). El 
impuesto se asignó al considerar el consumo de combustibles para el caso del 
consumo final –representa cerca del 80% del total del impuesto– y el consumo 
total de bienes para el consumo intermedio de combustibles.
Impuestos internos: se asignaron a partir de un criterio de promedio ponderado • 
–utilizando la recaudación como ponderador– de impuestos a los cigarrillos, a 
bebidas alcohólicas, a bebidas analcohólicas, a la telefonía y a los seguros. El 
supuesto usual de incidencia en este caso es que los impuestos son pagados 
por los consumidores finales.
Impuesto al cheque: se supuso que la carga impositiva puede ser trasladada a • 
través de la cadena de valor. De esta forma, se asignó el 80% del impuesto según 
la distribución del consumo final y el 20% según la distribución del ingreso.
Impuestos al comercio internacional: dentro de los impuestos excluidos del ré-• 
gimen de coparticipación, son los más importantes –representan cerca del 70% 
de estos–. Estos impuestos se asignaron según Gaggero y Rossignolo (2011). 

Disponible en <www.mecon.gov.ar/sip/dniaf/tributos_vigentes.pdf>.22 
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También, para distribuir los impuestos a las importaciones se tiene en cuenta la 
distribución del consumo total.
Los aportes a la seguridad social se distribuyen según la distribución de las • 
contribuciones realizadas.
Los recursos de capital son asignados en función de la distribución del ingreso.• 
otros ítems (como los ingresos no tributarios, la venta de bienes del Estado y las • 
rentas de alquileres) son distribuidos en una base per cápita.

Distribución de impuestos provinciales por quintiles
Los principales impuestos provinciales son: el impuesto a los ingresos brutos, a los 
automotores y sellos. En algunas provincias, las regalías son una fuente adicional de 
recursos.

Ingresos brutos: la incidencia del impuesto depende de si el bien o servicio es • 
vendido en el sector transable o en el no transable. En el caso de los bienes 
transables, la carga se traslada a los factores productivos –en este caso, trabajo 
y capital, según cómo se distribuyan en el ingreso personal–. En el caso de los 
bienes no transables o servicios, el impuesto puede ser parcialmente trasladado 
a los precios que enfrentan los usuarios finales. Para asignarlo, se combinaron los 
criterios de incidencia comentados para el caso del impuesto a las ganancias de 
las personas jurídicas, al considerar la estructura productiva de cada provincia.
Impuesto inmobiliario: se asignó al considerar una combinación de los gastos en • 
vivienda, consumo total y salarios.
Impuesto automotor: este impuesto es pagado por los usuarios de automóviles y • 
depende del valor del auto. Se asigna según la información sobre los pagos en 
seguro automotor.
Impuesto a los sellos: son una fuente menor de recursos provinciales. Se lo dis-• 
tribuye al considerar con igual ponderación los gastos en vivienda, en alquileres, 
en comisiones y en contratos y servicios administrativos.
Regalías: son cobradas por las provincias que producen hidrocarburos y otros • 
recursos naturales. Al asumir que la propiedad de los recursos naturales es pú-
blica, se la asignó con base en la población.
Contribuciones a la seguridad social: suponiendo que la oferta laboral es inelás-• 
tica, se asignó a los trabajadores.
Impuestos corrientes: se los asignó al considerar en igual proporción la distribu-• 
ción de los impuestos automotor, a los sellos, a los ingresos brutos y otros.
otros impuestos, ingresos provenientes de la venta de bienes y rentas de la pro-• 
piedad: se distribuyen en una base per cápita.
otros impuestos no tributarios: se distribuyen como los impuestos corrientes.• 
Recursos de capital: se distribuyen en función del ingreso familiar per cápita.• 

Distribución de gastos nacionales y provinciales por quintiles
Se asignaron los gastos entre quintiles de ingreso según el principio del beneficio 
–distinguiendo entre gobierno provincial y nacional cuando es necesario–. Por falta de 
información, muchos de estos ponderadores permanecen fijos en el tiempo (cultura, 
ciencia y tecnología, salud, y agua y saneamiento), mientras que otros varían anual-
mente (administración general, justicia y defensa, educación, jubilaciones, servicios 
de comunicación y transporte, otros servicios económicos, seguros de salud, trans-
ferencias a los gobiernos municipales, energía, industria y asistencia social).
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Educación: se supone que los beneficiarios son los usuarios directos del sistema • 
educativo. Dada la característica federal de la educación en la Argentina, el gas-
to nacional está más orientado a los mayores niveles educativos, mientras que 
el gasto provincial se dirige a los niveles preescolar, primario y secundario. Se 
utilizó información de la eph respecto del número de estudiantes que acuden a 
instituciones públicas en cada uno de los niveles, para asignar el gasto público en 
educación. Esta información se encuentra disponible en las eph realizadas desde 
2003 en adelante, por lo que los ponderadores para los años comprendidos entre 
1995 y 2003 se obtienen extrapolando los correspondientes a 2003-2010.
Ciencia, cultura y tecnología: se supone que este gasto beneficia a toda la po-• 
blación y por ello se lo distribuye en una base per cápita.
Salud: el sector de salud está compuesto por un complejo y heterogéneo grupo • 
de actividades que pueden agruparse en funciones de promoción de la salud, 
pre vención, atención y otros. Las cuentas de gasto público distinguen dos ca-
tegorías centrales: “Salud pública” y “Programas de seguro de salud, atención 
y servicios”. Por su parte, la cuenta del Instituto Nacional de Servicios Sociales 
para Jubilados y Pensionados (pami) incluye una categoría de “Seguros de salud 
especiales para los jubilados y pensionados, atención y servicios”, provistos por 
el gobierno nacional. Por su parte, otras formas de atención, la prevención y la 
promoción son agrupadas bajo la categoría “Salud”. Respecto de esta categoría 
principal, vale la pena mencionar que en el sistema de salud argentino coexisten 
dos sistemas: el privado (seguros de salud) y el público. Típicamente, los usuarios 
del servicio público son quienes carecen de un seguro de salud. Para asignar el 
gasto nacional en salud en esta categoría, usando información de la Encuesta de 
Condiciones de Vida (ecv) llevada a cabo en 2001, se asignó el gasto en salud 
a los individuos sin seguro y se agregó un 25% asociado con los programas de 
seguro de salud entre los beneficiarios de este programa. También, se asignaron 
los seguros de salud para jubilados y pensionados según la distribución de los 
jubilados y pensionados, siguiendo la misma regla que en educación.
El gasto provincial en salud se distribuye entre quintiles, al considerar a los indi-• 
viduos sin seguro de salud, mediante el uso de información de la ecv de 2001. El 
gasto provincial en seguros de salud se distribuye entre los individuos cubiertos 
por programas de salud.
Seguridad social: los ponderadores son construidos usando la distribución de • 
jubilados y pensionados.
Agua y saneamiento: la conexión al agua y a desagües cloacales tiene efectos • 
sobre el bienestar, principalmente relacionados a beneficios de salubridad. Es-
tas ventajas son tanto directas como indirectas –a través de externalidades–. 
Dada la falta de detalle respecto de la composición de esta categoría entre uso 
y expansión de la red, se asignó el 75% del gasto total según los usuarios del 
servicio –la ecv del 2001 provee información detallada sobre la conexión a la red 
de agua y cloacal– y el 25% restante en función de la población –para capturar 
el efecto de la externalidad.
Vivienda: tanto los gobiernos nacionales como los provinciales asignan fondos • 
públicos para promover la vivienda –a través de fondos nacionales o provinciales–. 
La ecv de 2001 incluye información sobre los hogares que recibieron préstamos 
públicos para comprar o construir una casa. Se utilizó esa información para distri-
buir este gasto entre beneficiarios de préstamos para construcción de viviendas.
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Bienestar: los programas de bienestar se focalizan en programas dirigidos a fami-• 
lias de bajos ingresos (nutrición, vestimenta y otros programas de menor cuantía). 
Como en el caso de agua y cloacas, estos programas pueden tener externalida-
des para otros individuos además de sus beneficiarios directos, pero se omitió 
esta consideración por la falta de información. Este gasto se asignó al considerar 
la cantidad de personas que viven por debajo de la línea de pobreza.23

Trabajo: el plan Jefes de Hogar (gasto nacional), las asignaciones familiares (gas-• 
to nacional) y los planes de desempleo (gasto nacional y provincial). El gobierno 
nacional asignaba fondos a un programa llamado Jefes de Hogar, que consiste 
en transferencias monetarias destinadas a familias pobres cuyo jefe de hogar está 
desempleado –que representa cerca de dos tercios de la categoría–. El gobierno 
nacional otorga asignaciones familiares a los individuos con empleos formales 
con salarios entre medios y bajos –que representa cerca de un tercio del gasto 
en esta categoría–. Hasta 2009, la eph distingue los individuos beneficiados por el 
plan Jefes de Hogar de aquellos que están desempleados, por lo que se la utilizó 
para asignar el gasto entre quintiles en cada categoría. Por otra parte, dado que 
ni la ecv ni la eph incluyen información acerca de las asignaciones familiares, se 
adoptó el supuesto hecho por cedlas-dgsp (2004, cuadro 11.9), que se basa en 
características demográficas, geográficas y laborales.
otros servicios urbanos: incluye una pequeña porción de gasto local, principal-• 
mente concentrado en caba. Se destina a la pavimentación de las vías urbanas, 
al alumbrado público y a la recolección de residuos. Se asignó este gasto pro-
porcionalmente en función a la población.
Servicios económicos: esta categoría se divide en cinco subcategorías dirigidas • 
a distintos beneficiarios. La primera es “Energía, combustibles y minería”, cuyos 
beneficiarios principales son los usuarios de energía, combustibles y de servicios 
derivados; se asignaron usando la distribución del consumo de energía y com 
bustibles de la engh, llevada a cabo entre 2004 y 2012, y se extrapolaron esos 
valores para obtener ponderadores para cada año. La segunda es “Industria”, 
cuyos principales beneficiarios son los consumidores de bienes manufacturados; 
se construyeron los ponderadores usando la distribución del consumo de los 
productos manufacturados. La tercera subcategoría es “Servicios de transporte 
y comunicaciones”; se supuso que sus beneficiarios directos son los usuarios 
finales de estos servicios: consumidores –porque un mejor transporte reduce el 
precio de los productos finales–, usuarios de otros servicios de transporte (por 
ej., automovilistas) –porque las mejoras en las rutas implican menos gasto en 
mantenimiento de los vehículos– y  turismo –porque un mejor transporte consti-
tuye un importante input en esta actividad–. Las engh de 2004 y 2012 incluyen 
información acerca del consumo total de bienes y servicios, de los gastos aso-
ciados al transporte (automóviles) y de los gastos relacionados con el turismo. 
Se distribuyeron los tres conceptos igualitariamente. La cuarta subcategoría es 
“Producción primaria”, que es el subsidio destinado a los productores en caso de 
inundaciones, sequías, granizos, entre otros; por falta de información, se distribu-

  

Para una explicación detallada sobre las dificultades de repartir los programas de transferencias de 23 

poca cuantía (“atención a grupos vulnerables”, “promoción de la familia, la juventud y la comunidad”, 
entre otros) y una forma de sobrellevarlos, véase cedlas-dgsp (2004).
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yeron por población. Finalmente, se asignó la quinta subcategoría, denominada 
“otros servicios económicos”, proporcionalmente según la distribución de las 
otras cuatro subcategorías. 
Transferencias a gobiernos municipales: aunque se excluyeron del análisis los • 
presupuestos municipales, los presupuestos provinciales incluyen parcialmente 
esta categoría de gasto. El principal destino de estas transferencias es el gasto de  
los municipios, típicamente destinado a salud, servicios urbanos, programas  
de bienestar local y otros. Dada la falta de información confiable respecto de los 
gastos a nivel municipal, se distribuyeron las transferencias según el siguiente 
criterio: 35% según el uso de los servicios urbanos, 18% por usuarios del servicio 
público de salud, 8% según la distribución de los programas de bienestar –estos 
ponderadores corresponden a estimaciones del gasto municipal por categorías– 
y 19,5% según la población. Se asume que el 19,5% restante es administración 
general municipal.
Justicia, defensa y seguridad: estos son típicos bienes públicos, aunque una sig-• 
nificativa porción de fondos públicos se gasta en proteger los activos e ingresos 
de las personas. Se distribuyeron el 50% de estas categorías por población y el 
restante 50% por ingreso.
Administración general: la administración pública gasta fondos en proveer bienes • 
públicos y servicios a la población. En el caso del gasto nacional, se supuso que 
los beneficiarios de esta categoría están directamente vinculados con los bene-
ficiarios del resto de las categorías. En el caso del gasto provincial, se utilizó el 
mismo supuesto para cada provincia. 



79DESIGUALDAD y PoLíTICA FISCAL EN LAS PRoVINCIAS ARGENTINAS (1995-2010)

bIblIoGraFía

ahmad, E. y Brosio, G. (eds.) (2006). Handbook of Fis-
cal Federalism. Cheltenham: Edward Elgar.

alejo, J., bérgolo, M. y carbajal, F. (2013). “Las 
transferencias públicas y su impacto distributivo: 
La experiencia de los países del Cono Sur en la 
década del 2000”, Documento de Trabajo Nº 141, 
cedlas-fce-unlp.

aronson, J. y lambert, P. (1994). “Decomposing the 
Gini coefficient to reveal the vertical, horizontal, and 
re-ranking effects of income taxation”, National Tax 
Journal, vol. 47, Nº 2, pp. 273-294.

baicker, K., clemens, J. y singhal, M. (2012). “The 
Rise of the States: us Fiscal Decentralization in the 
Postwar Period”, Journal of Public Economics, vol. 
96, Nº 11, pp. 1079-1091.

bénabou, R. (2000). “Unequal societies: Income distri-
bution and the social contract”, American Economic 
Review, vol. 90, Nº 1, pp. 96-129.

bennett, J. y Mayberry, E. (1979). “Federal tax burdens 
and grant benefits to states: The impact of imperfect 
representation”, Public Choice, vol. 34, Nº 3, pp. 
255-269.

beramendi, P. (2012). The political geography of in-
equality. Regions and redistribution. Cambridge: 
Cambridge University Press.

———, Rogers, M. y Díaz-Cayeros, A. (2017). “Barriers 
to Egalitarianism: Distributive Tensions in Latin 
American Federations”, Latin American Research 
Review, vol. 52, Nº 4, pp. 529-551.

boadway, R. y shah, A. (2009). Fiscal Federalism. 
Principles and Practice of Multiorder Governance. 
Cambridge: Cambridge University Press.

calvo, E. y moscovich, L. (2017). “Inequality, Protests, 
and the Progressive Allocation of Cash Transfers 
in the Argentine Provinces”, Latin American Politics 
and Society, vol. 59, Nº 2, pp. 3-26.

calvo, E. y murillo, V. (2004). “Who Delivers? Partisan 
Clients in the Argentine Electoral Market”, Ameri-
can Journal of Political Science, vol. 48, Nº 4, pp. 
742-757. 

cedlas [Centro de Estudios Distributivos, Laborales 
y Sociales] y dgsp [Dirección de Gastos Sociales 
Consolidados] (2004). “¿Quiénes se benefician del 
gasto público social en la Argentina? Un estudio de 
incidencia basado en la ecv y la eph”, mimeo.

cepal-ief [Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe - Instituo de Estudios Fiscales] (2014). 

“Los efectos de la política fiscal sobre la redistribu-
ción en América Latina y la Unión Europea”, Estudio 
Nº 8, Serie Estudios de la Cuestión, Área Finanzas 
Públicas, Madrid, Programa eurosocialal.

cont, W. y porto, A. (2014). “Personal and regional 
redistribution through public finance in a federal 
setting”, The Quarterly Review of Economics and 
Finance, vol. 54, Nº 4, Elsevier, pp. 563-578.

——— (2015). “The effect of fiscal policy on personal 
and regional distribution of income. Argentina 1995-
2010”, l Reunión Anual de la Asociación Argentina 
de Economía Política, Salta, noviembre.

——— (2016). “Fiscal policy and income distribution. 
Argentina 1995-2010”, Review of Economics & Fi-
nance, vol. 6, Nº 2, pp. 75-92.

——— (2017). “Geografía de la distribución del ingreso 
y del impacto distributivo de la política fiscal. Ar-
gentina 1995-2010. Cuantificación de variables por 
jurisdicciones. Datos y metodología”. Disponible en 
<www.depeco.econo.unlp.edu.ar/wp/wp-content/
uploads/2017/05/Cont-Porto-Geografia-Desigual-
dad-Distribucion-Personal-Ingreso-Impacto-Distri-
butivo-Politica-Fiscal.docx>.

——— (2018). “Disentangling the distributive impact of 
fiscal policy”, liii Reunión Anual de la Asociación Ar-
gentina de Economía Política, La Plata, noviembre.

——— y minatta, M. (2017). “Interdependence among 
fiscal policy, inequality and economic growth at a 
provincial level in Argentina. 1995-2010”, lii Reunión 
Anual de la Asociación Argentina de Economía Po-
lítica, Bariloche, 15-17 de noviembre.

cruces, G. y gasparini, L. (2010). “Los determinantes 
de los cambios en la desigualdad de ingresos en 
Argentina. Evidencia y temas pendientes”, Serie de 
Documentos de Trabajo sobre Políticas Sociales Nº 
5, Banco Mundial.

gaggero, J. y rossignolo, D. (2011), “Impacto del pre-
supuesto sobre la equidad”, Documento de Trabajo 
Nº 40, cefid-ar.

gasparini, L. y porto, A. (1992), “Impacto distributivo 
del gasto social”, Desarrollo Económico, vol. 31, Nº 
124, Buenos Aires, ides, pp. 487-502.

gasparini, L., marchionni, M. y sosa escudero, W. 
(2001). “La distribución del ingreso en la Argenti-
na: evidencia, determinantes y políticas”, Premio 
Fulvio Salvador Pagani 2001, Fundación Arcor. 
. Disponible en <www.academia.edu/9422594/
LA_DISTRIBUCI%C3%93N_DEL_INGRESo_EN_
LA_ARGENTINA>.



80 WALTER CoNT y ALBERTo PoRTo

gimpelson, V. y treisman, D. (2002). “Fiscal games and 
public employment”, World Politics, vol. 54, Nº 2, 
pp. 145-183.

gonzález, L. (2014). “Transferencias federales, des-
igualdad interregional y redistribución en América 
Latina”, América Latina Hoy, Nº 67, Ediciones Uni-
versidad de Salamanca, pp. 167-190.

goñi, E., lópez, H. y servén, L. (2008). “Fiscal redistri-
bution and income inequality in Latin America”, Poli-
cy Research Working Paper 4487, Banco Mundial.

hanni, M., martner, R. y podestá, A. (2014). “Los efec-
tos de la política fiscal sobre la redistribución de in-
gresos en América Latina y la Unión Europea”, eclac 
y ief, Estudio Nº 8, Madrid, Programa eurosocial.

holcombe, R. y Zardkoohi, A. (1981). “The determinants 
of federal grants”, Southern Economic Journal, vol. 
48, Nº 2, pp. 393-399.

hoynes, H. y luttmer, E. (2012). “The insurance value 
of state tax-and-transfer programs”, Journal of Public 
Economics, vol. 96, Nos 11-12, pp. 1110-1128.

indec (2015), “Evolución de la distribución del ingreso”, 
Argentina.

inman, R. e ingerman, D. (1988). “The political economy 
of fiscal policy”, en Hare, P. (ed.), Public Econo-
mics: A Reader. oxford: Basil Blackwell. 

kelly, N. y witko, C. (2012). “Federalism and Ameri-
can inequality”, The Journal of Politics, vol. 74, Nº 
2, pp. 414-426.

muinello-gallo, L. y roca-sagalés, o. (2013). “Joint 
determinants of fiscal policy, income inequality and 
economic growth”, Economic Modelling, vol. 30(C), 
pp. 814-824.

musgrave, R. A. (1959). The theory of public finance: A 
study in public economy. Nueva york: McGraw-Hill.

——— (1996). “The role of the state in fiscal theory”, 
International Tax and Public Finance, vol. 3, Nº 3, 
julio, pp. 247-258. 

oates, W. (1972), Fiscal federalism. Nueva york: Har-
court Brace Jovanovich (versión en español del 
Instituto de Estudios de Administración Pública, 
Madrid, 1977).

oliveros, V. (2013). “A working machine: Patronage 
jobs and political services in Argentina”, tesis de 
doctorado, Columbia University.

pauly, M. (1973), “Income redistribution as a local pu-
blic good”, Journal of Public Economics, vol. 2, Nº 
1, pp. 35-58. 

persson, T. y tabellini, G. (2000). Political Economics: 
Explaining Economic Policy. Cambridge, ma: The 
mit Press.

porto, A. y cont, W. (1998), “Presupuestos provincia-
les, transferencias intergubernamentales y equi-
dad”, Desarrollo Económico, vol. 38, número espe-
cial, otoño, Buenos Aires, ides, pp. 267-291.

porto, A. y sanguinetti, P. (2001). “Political determi-
nants of intergovernmental grants: evidence from 
Argentina”, Economics and Politics, vol. 13, Nº 3, 
pp. 237-256. 

prud’homme, R. (1995). “The dangers of decentraliza-
tion”, The World Bank Research Observer, vol. 10, 
Nº 2, pp. 201-220.

reynolds, M. y smolensky, E. (1977). Public Expenditu-
res, Taxes, and the Distribution of Income: The U.S., 
1950, 1961, 1970. Nueva york: Academic Press. 

robinson, J. y verdier, T. (2013). “The political eco-
nomy of clientelism”, Scandinavian Journal of Eco-
nomics, vol. 115, Nº 2, pp. 260-291.

sátyro, N. (2013). “Política Estadual e Desigualdade: 
Por Que alguns Estados Redistribuem Mais do que 
outros?”, Dados, vol. 56, Nº 3, pp. 497-530.

sewell, D. (1996). “The dangers of decentralization 
according to Prud´homme: Some further aspects”, 
World Bank Research Observer, vol. 11, Nº 1, pp. 
143-150.

solt, F. (2016). “The standardized world income in-
equality database”, Social Science Quarterly, vol. 
97, Nº 5, pp. 1267-1281.

tanzi, V. (2014). “Taxation and Equitable Economic 
Development: A Historical Note”, presentado en la 
conferencia “Hacia una nueva reforma tributaria”, 
Fedesarrollo and Woodrow Wilson Center, Bogotá, 
28 de agosto.

tresch, R. (2002). Public Finance: A Normative Theory. 
San Diego: Academic Press.

uriel E. y barberán, R. (2007). Las balanzas fiscales 
de las comunidades autónomas con la Administra-
ción Pública Central (1991-2005). Bilbao: Fundación 
bbva.

weingast, B., shepsle, K. y johnsen, C. (1981). “The 
political economy of benefits and costs: A neoclas-
sical approach to distributive politics”, Journal of 
Political Economy, vol. 89, Nº 4, pp. 642-664.



81DESIGUALDAD y PoLíTICA FISCAL EN LAS PRoVINCIAS ARGENTINAS (1995-2010)

  RESUMEN

REGISTRo BIBLIoGRÁFICo

CoNT, Walter y PoRTo, Alberto
“Desigualdad y política fiscal en las provincias argentinas (1995-2010)”. DESARROLLO ECONÓMICO 
– REVISTA DE CIENCIAS SOCIALES (Buenos Aires), vol. 59, Nº 227, mayo-agosto 2019 (pp. 41-81).
Palabras clave: <Desigualdad> <Política fiscal> <Gobiernos subnacionales>.
Keywords: <Inequality> <Fiscal policy> <Subnational governments>.
Códigos JEL: H7, I3

SUMMARy

the inequality in the market income varies among 
provinces; the impact of fiscal policy on income 
distribution is important and differs among pro-
vinces, provoking re-ranking of provinces under 
ex post inequality; fiscal policy migrated from in 
kind expenditures during the second half of the 
90s to cash transfers during the first decade of 
2000s; provincial budgets contribute more than 
the national budget in decreasing inequality; tax 
regressivity is due to national taxes.

This paper studies the personal income distribu-
tion and the distributive impact of fiscal policy in 
Argentina. Observation units are quintiles of per 
capita income in the 24 sub-national jurisdictions 
(23 provinces and the City of Buenos Aires) in Ar-
gentina during the period 1995-2010. We obtain 
estimates for market income (ex ante) and exten-
ded income (after fiscal policy, or ex post). We 
present stylized facts to answer several questions 
arising from fiscal theory. Our main results are: 

Este trabajo analiza la distribución personal del 
ingreso y el impacto distributivo de la política 
fiscal en la Argentina. Las unidades de observa-
ción son los quintiles de ingreso per cápita den-
tro de cada una de las 24 jurisdicciones subna-
cionales. El período de análisis es 1995-2010. 
Las mediciones se realizan para el ingreso de 
mercado y para el ingreso post-política fiscal. 
Se presentan hechos estilizados que permiten 
dar respuesta, para el caso estudiado, a varias 
preguntas que surgen de la teoría fiscal. Los 
principales resultados son: la desigualdad del 
ingreso de mercado varía entre provincias; se 
identifica un fuerte impacto de la política fiscal 

sobre la desigualdad que es diferente entre 
provincias y provoca un importante reordena-
miento de la desigualdad ex post; se detecta 
un cambio en el mix de instrumentos fiscales 
redistributivos en favor de las transferencias en 
dinero frente a las transferencias en especie; los 
presupuestos provinciales contribuyen signifi-
cativamente más que el presupuesto nacional 
a la disminución de la desigualdad. El gasto 
provincial es más progresivo que el nacional y 
explica el 74% del impacto positivo del gasto 
público sobre la distribución del ingreso. La 
regresividad de los impuestos se debe a los 
tributos nacionales.
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Introducción 

De acuerdo a lo prescripto por los artículos 5 y 122 de la Constitución nacional, 
las provincias son libres de crear sus propias instituciones, siempre que respeten 
la forma representativa y republicana de gobierno. Ello deja un amplio margen de 
autonomía para optar por diversas formas (presidencialista, parlamentarista, semi-
presidencialista, etc.). A partir de la sanción de la Constitución nacional en 1853, 
todas las provincias optaron por la forma representativa republicana con un régimen 
presidencialista,1 con la clásica división tripartita de poderes (Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial). Todas ellas erigen un Poder Ejecutivo unipersonal a cargo de un ciudadano 
con el título de gobernador, con una serie de atribuciones contenidas en un capítulo 
especial dentro del texto constitucional provincial. La Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires (caba), por su particular estatus autonómico, cuenta con un jefe de gobierno 
(art. 129, Constitución nacional), aunque en los hechos la figura se asimila a la de un 
gobernador de provincia. 

El sistema presidencial se caracteriza por la independencia del Poder Ejecutivo 
respecto del Legislativo en relación con su forma de designación. La principal di-
ferencia con el sistema parlamentario está dada por el hecho de que el presidente 
–único individuo a cargo del Ejecutivo– es electo directa o indirectamente por el 
electorado –por voto popular directo o por medio de colegios electorales–, mientras 
que en los regímenes parlamentaristas el Poder Ejecutivo –normalmente denominado 
primer ministro– es elegido por el propio parlamento, de cuya autoridad depende. 
Al ser la elección del presidente independiente de los restantes poderes y al contar 
con un mandato de término fijo, hacen de este la figura prominente y gravitante del 
sistema político. Aun cuando las constituciones explícitamente se adhieran al principio 
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de la división de poderes y al sistema de pesos y contrapesos, algunas cláusulas 
constitucionales dotan al Ejecutivo de ciertas herramientas que reafirman su figura 
protagónica en el escenario político. 

Este ha sido típicamente el caso en los países latinoamericanos (Negretto, 2013; 
Gargarella, 2014). Desde las primeras constituciones nacionales en América Latina, 
el diseño constitucional estuvo orientado a moldear una figura ejecutiva fuerte, con 
herramientas suficientes incluso para sobreponerse por sobre el Poder Legislativo. Un 
cabal y explícito ejemplo de ello lo encontramos en las Bases y Puntos de Partida para 
la Organización Política de la República Argentina, de Juan Bautista Alberdi, cuando 
sostenía que el destino de América Latina estaba en manos del Poder Ejecutivo: “Yo 
no vacilaría en asegurar que de la constitución del Poder Ejecutivo, especialmente, 
depende la suerte de los Estados de la América del Sur”; y más adelante agrega: 
“Dad al Poder Ejecutivo el poder posible, pero dádselo por medio de una constitución” 
(1994: 182). 

Las actuales constituciones latinoamericanas continúan erigiendo un presidente 
fuerte (Mainwaring y Shugart, 2002). A nivel subnacional, las provincias argentinas 
adoptaron para sí un régimen presidencialista, con un Poder Ejecutivo a cargo de 
un ciudadano con el título de gobernador y un Poder Legislativo comúnmente deno-
minado legislatura. Ambos poderes cuentan con un término fijo de duración y son 
electos directamente por el pueblo de forma independiente, aunque en la mayoría de 
los casos las elecciones a ambos cargos son simultáneas.2 Si bien originariamente el 
Poder Ejecutivo fue pensado como un poder del Estado encargado de la ejecución 
de las decisiones del Poder Legislativo –la máxima instancia de representación po-
pular–, a lo largo de los siglos se fue convirtiendo en la principal figura del escenario 
político, y es en la actualidad el poder que no solo implementa prácticamente todas 
las políticas estatales –a diferencia de lo que sucede en Estados Unidos, por ejemplo, 
donde el Congreso tiene a su cargo la ejecución de muchas e importantes partidas 
presupuestarias–, sino también el que las propone. 

Encuadre teórico y metodología de la investigación

En los últimos años la literatura local –tanto la constitucionalista desde las ciencias 
jurídicas, como las distintas perspectivas analíticas de las ciencias políticas– han 
profundizado el estudio sobre los gobiernos subnacionales (Sawers, 1996; Jones et 
al., 1997a y 1997b; Jones, 1998 y 2002; Benton, 2003; Saiegh, 2004; Jones y Hwang, 
2005; Olmeda y Suárez Cao, 2007; Almaraz, 2010; Gervasoni, 2010a, 2010b y 2011; 
Leiras, 2010; Giraudy, 2011; Suárez Cao, 2011; Caedarello, 2012; Altavilla, 2016 y 
2017; solo por citar algunos). Sin embargo, la mayoría de los estudios consideran la 
realidad subnacional en relación con –o dependiente de– la realidad política nacional, 
y ninguno se ha centrado en los aspectos constitucionales de la estructura política 
de las unidades subnacionales en la Argentina. Más específicamente, no existen 
trabajos que analicen los poderes de legislación de los gobernadores. Para superar 
este estadio, resulta necesario que el análisis de los sistemas políticos provinciales 

La última provincia en incorporar la elección directa de su gobernador, en reemplazo del sistema de 2 

colegio electoral, fue la provincia de Corrientes en la reforma constitucional de 1993.
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  como sistemas independientes se constituya como el principal objeto de estudio. Por 
su parte, los manuales de la asignatura Derecho Público Provincial se limitan a un 
análisis descriptivo de la norma, desde una perspectiva jurídico-dogmática que se 
circunscribe al mero análisis de la norma o, en el mejor de los casos, a la comparación 
de normas entre constituciones provinciales. 

Desde antaño, se sostuvo que en la Argentina, tanto a nivel nacional como pro-
vincial, los poderes ejecutivos ejercían un poder exorbitante en la arena política, y 
se los identificaba con los cacicazgos del siglo xix (Bidegain, 1996; Bidart Campos, 
1997; Sagüés, 2003; entre otros). No obstante, la mera –y apriorística– afirmación 
de que los presidentes y gobernadores son figuras fuertes no deja de ser intuitiva, 
ya que ninguno de aquellos trabajos ha testeado la fortaleza –o debilidad– de los 
poderes ejecutivos. 

En este sentido, el trabajo pretende contribuir en dos aspectos. En primer lugar, 
y a pesar de aquellas afirmaciones, se pretende medir la fortaleza de los poderes 
ejecutivos provinciales a partir de ciertos indicadores que la literatura ha elaborado 
en el estudio de los presidencialismos en el nivel nacional. En segundo lugar, realiza 
un estudio comparado de las 24 jurisdicciones subnacionales en la Argentina en un 
análisis de las constituciones provinciales, a fin de identificar el alcance y la medida 
de tales poderes –tal cual se encuentran estos previstos desde el diseño institucio-
nal–. En función de ello, se busca contribuir en un tema poco abordado tanto en las 
ciencias jurídicas como en las ciencias políticas, propiciando al mismo tiempo un 
mayor diálogo interdisciplinario entre ambas disciplinas, a través de un análisis que 
parte del derecho constitucional con los aportes realizados desde distintas perspec-
tivas analíticas de las ciencias políticas. 

Se trata de un trabajo descriptivo que busca medir la mayor o menor incidencia 
que los poderes ejecutivos subnacionales tienen en el proceso legislativo, a partir de 
los poderes formales que las constituciones locales les reconocen expresa o implícita-
mente. En este sentido, el presente artículo constituye un avance de una investigación 
más amplia, que busca determinar la fortaleza o debilidad de los poderes ejecutivos 
provinciales en la Argentina desde el retorno de la democracia en diciembre de 1983 
hasta la actualidad, a partir de dos variables principales: los poderes de legislación 
y los poderes partidarios. Sin embargo, se limitará a determinar los poderes de le-
gislación como un primer paso en la investigación para determinar en un ulterior 
desarrollo de qué manera estas variables legislativas interactúan con las partidarias 
para determinar el poder real de los gobernadores. 

Para efectuar este análisis, se utilizará la clasificación de Mainwaring y Shugart 
para medir el poder de los presidentes sobre la formulación de políticas. Para estos 
autores, la fortaleza o debilidad de los poderes ejecutivos se relaciona directamente 
con la capacidad de “poner su propio sello sobre las políticas, o sea, para llevar  
a cabo su agenda”. Lo que se considera, en definitiva, es el poder que tienen los 
ejecutivos sobre la formulación de políticas: “Hay dos medios principales a través de 
los cuales los presidentes pueden tener esa influencia. Uno es poseer poderes cons-
titucionales inherentes al cargo de presidente que obliguen a que sus preferencias 
sean tomadas en consideración a la hora de aprobar las leyes. Otra es que tengan 
control sobre sus propios partidos y que estos controlen una mayoría de escaños” 
(Shugart y Mainwaring, 2002: 49). 

La primera variable constituye los poderes constitucionales sobre la legislación, 
es decir, poderes o herramientas institucionales conferidas por la Constitución para 
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hacer pesar su opinión en la formulación de políticas, sea para impulsar políticas 
deseadas (poder proactivo), como para frenar políticas no queridas por el Ejecutivo 
(poder reactivo). La segunda variable son los poderes partidarios, y se traduce en 
dos aspectos: en la posibilidad de controlar su propio partido –es decir que sea al 
mismo tiempo el líder partidario– y que su partido controle la mayoría dentro del Poder 
Legislativo (gobierno unificado). 

Ambas variables se relacionan directamente con la interacción del Poder Ejecu-
tivo con el Poder Legislativo, en tanto este es la última instancia de decisión política 
–al menos de las más importantes y sustanciales–. A pesar de que en América Latina 
los poderes legislativos han jugado tradicionalmente un papel secundario (Mustapic, 
2000; Tommasi y Spiller, 2000; Saiegh, 2010), tanto desde el diseño institucional 
como en la práctica, son estos los que en definitiva aprueban las políticas públicas a 
través de la sanción de leyes. Aun cuando en la práctica sean los poderes ejecutivos 
los que formulen y decidan cuáles políticas aplicar, estas deben necesariamente 
ser convalidadas por el Poder Legislativo a través de leyes que formalmente deben 
sancionar.

La interacción entre ambas variables permite determinar la fortaleza o debilidad 
de los ejecutivos, es decir, el grado de influencia que tienen sobre las políticas y sobre 
los demás actores de la constelación. En cualquier sistema político en que ambas 
variables estén presentes, se podría predecir que estamos frente a un Poder Ejecuti-
vo fuerte, capaz de implementar sus políticas deseadas y, al mismo tiempo, impedir 
aquellas no deseadas. También pueden ser utilizadas como variables explicativas de 
la permanencia en el cargo por períodos prolongados. 

El presente trabajo, no obstante, se avocará exclusivamente a la determinación 
e identificación, dentro de las amplias competencias constitucionales, de aquellas 
reconocidas por la literatura (Mainwaring y Shugart, 2002; Colomer y Negretto, 2003; 
pnud, 2004; Payne, 2006; entre otros), como facultades de legislación o poderes 
constitucionales de legislación de los gobernadores contenidos en las respectivas 
constituciones provinciales, a los efectos de determinar el grado de fortaleza o debili-
dad dentro de la estructura institucional formal que proveen las constituciones locales, 
las que fueron identificadas en seis indicadores, según las respectivas atribuciones 
que tengan sobre el proceso legiferante. 

los poderes de legislación en las constituciones provinciales  

Este trabajo se estructura de acuerdo a seis indicadores que se han identificado para 
medir la fortaleza de los ejecutivos provinciales de acuerdo a sus poderes constitu-
cionales de legislación.

Como lo indica el gráfico 1, los seis poderes en manos del Ejecutivo hacen a su 
facultad de colegislador. Estos poderes sobre la legislación pueden ser utilizados, o 
bien para modificar el statu quo o bien para mantenerlo. En el primer caso, se tratará 
de un poder proactivo –un ejemplo típico lo constituyen los poderes de decreto–, en 
cuyo caso, el Ejecutivo aparece como iniciador “proactivo” del proceso de cambio 
legislativo, y el Legislativo el actor “reactivo” (Colomer y Negretto, 2003). En el segun-
do, se tratará de poderes reactivos, en tanto permiten al Ejecutivo frenar proyectos 
legislativos impulsados por sectores opositores que no son de su preferencia, como 
lo es el poder de veto (Shugart y Mainwaring, 2002: 50).
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Poderes de decreto 
Los poderes de decreto son típicamente poderes proactivos con que cuentan los 
poderes ejecutivos, en tanto les permite establecer un nuevo statu quo. En el derecho 
constitucional argentino y en el derecho público provincial existen cinco tipos de decre-
tos: decretos autónomos, de publicación o promulgación, reglamentarios, delegados 
y de necesidad y urgencia (Bidegain, 1996; Bidart Campos, 1997; Sagüés, 2003). 

Para Shugart y Mainwaring, lo que ellos denominan el poder de decreto se cir-
cunscribe a la posibilidad del Poder Ejecutivo de establecer una nueva legislación. De 
acuerdo a estos términos, estarían haciendo referencia a lo que la literatura constitu-
cionalista argentina ha denominado decretos de necesidad y urgencia (dnu). Quedan 
excluidos, en consecuencia, los decretos regulatorios –o reglamentarios– para imple-
mentar la legislación sancionada por el Poder Legislativo; los decretos administrativos 
–o autónomos–, a través de los cuales el Poder Ejecutivo ejerce su autoridad adminis-
trativa para reorganizar la administración pública y la burocracia; como así también 
el poder de emergencia, el cual –de acuerdo a la caracterización de los autores– es 
una autorización para “suspender ciertos derechos constitucionales bajo condiciones 
de catástrofe o desorden” (Shugart y Mainwaring, 2002: 56). 

En este trabajo, sin embargo, se considerarán dentro del poder de decreto a los 
reglamentarios y de publicación, desde que en el derecho constitucional latinoame-
ricano y argentino –nacional y provincial– adquieren ciertas características que dotan 
a los ejecutivos de un poder importante sobre la agenda legislativa, como veremos a  
continuación. 

Decretos autónomos
De todos ellos, los autónomos son los que menos relevancia revisten para medir los po-
deres del gobernador, en tanto no tienen incidencia en el proceso de formación y san-
ción de leyes. Los decretos autónomos forman parte de la autoridad regulatoria propia 
e inherente al Poder Ejecutivo, y son de naturaleza estrictamente administrativa. Todas 

GrÁFICO 1
Facultades de colegislación 

Fuente: Elaboración propia. 
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las constituciones provinciales facultan al gobernador a emitir decretos para regir una 
materia en la que no hay normas legales aplicables –de ahí lo de “autónomo”. 

Se dictan para regir exclusivamente el funcionamiento interno de la administración 
(Gordillo, 2013). A través de ellos, el gobernador designa a los funcionarios y emplea-
dos públicos, ordena la administración pública, reglamenta el empleo público, entre 
otras funciones. Pero también a través de estos mismos decretos, los gobernadores 
han ejercido importantes facultades, tales como la creación de empresas provinciales 
estatales, de economía mixta y empresas de participación estatal mayoritaria. 

Decretos reglamentarios y de promulgación
Al igual que sucede en el orden federal y en el resto de los países latinoamericanos, 
los gobernadores de provincia cuentan con una importantísima facultad colegislativa: 
la de promulgar y reglamentar las leyes sancionadas por el Poder Legislativo. 

Esta no es una facultad menor. Shugart y Mainwaring excluyen del poder de 
decreto de los presidentes a este tipo de decretos, que ellos denominan “decretos 
regulatorios (no legislativos)” (2002: 55), sin dar mayores razones de la exclusión. 

Pero en el derecho constitucional argentino, los decretos de ejecución o regla-
mentarios constituyen la etapa final del proceso de creación legislativa: una ley sancio-
nada por el Poder Legislativo debe necesariamente ser promulgada y reglamentada 
por el Ejecutivo –a diferencia de lo que sucede, por ejemplo, en Estados Unidos–. Esta 
facultad está prevista en todas las constituciones provinciales en idénticos términos 
que en la Constitución nacional, cuyo artículo 99, inciso 3, otorga al presidente una 
verdadera facultad colegiferante. “Materialmente los decretos de ejecución importan 
una tarea de índole legislativa a cargo del presidente, sumamente importante –casi 
siempre decisiva– para la eficacia de la norma aprobada por el Congreso. Sin regla-
mentación, la ley queda habitualmente congelada y sin operatividad” (Sagüés, 2003: 
597). Es decir que los gobernadores –al igual que el presidente en la esfera federal– 
cuentan con otro poder reactivo, el de dejar en suspenso los efectos de una ley al 
no dictar el respectivo decreto que la reglamenta, al no promulgarla o no publicarla 
–una ley no publicada nunca entraría en vigencia, conforme el art. 2 del viejo Código 
Civil y art. 5 del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. 

Nótese que se trata de dos facultades distintas. La facultad de promulgar una 
ley significa darla a conocer públicamente, sin cuyo paso una ley nunca entraría 
en vigencia, como dispone el Código Civil. En este sentido, un gobernador que no 
está conforme con una ley sancionada por el Poder Legislativo podría no publicarla 
y así enervar su vigencia y operatividad. La facultad de reglamentar una ley implica 
la potestad del gobernador de complementar las normas de la ley con otras sobre 
aspectos secundarios o accesorios (Bidegain, 1996). Un significativo número de le-
yes necesitan de reglamentación para que puedan entrar efectivamente en vigencia. 
Sea desde la disposición de medios materiales para que la ley sea aplicada o bien 
de reglamentaciones de tipo normativo que precisen el alcance de los términos de 
la ley. En este caso, si el Poder Ejecutivo no reglamenta una ley, esta también podría 
quedar inoperativa.3

Un buen ejemplo de cómo la no publicación de una ley constituye una herramienta del Ejecutivo para 3 

impedir la entrada en vigencia de una ley que no es de su preferencia, puede encontrarse en Mustapic 
(2000) y Tsebelis y Alemán (2007).
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  Es necesario aclarar que la publicación de una ley así como su reglamentación 
no son facultades discrecionales en manos del Ejecutivo, sino que constituyen un 
deber. La no publicación o reglamentación de una ley sancionada por el Legislativo 
hace incurrir al gobernador en una falta grave, la que, desde el punto de vista de la 
responsabilidad penal, podría ser tipificada como violación de los deberes de funcio-
nario público.4 Desde el punto de vista de la responsabilidad política, la única solución 
posible que cabe es el juicio político, habilitando las causales de mal desempeño o 
comisión de delitos penales en el ejercicio de sus funciones. Una solución que resulta, 
sin embargo, demasiado extrema en relación con la falta.

Las constituciones provinciales han prefijado un determinado plazo –por lo ge-
neral de diez días hábiles– para que el Ejecutivo ejerza su poder de veto; en caso 
contrario, el proyecto se tiene por promulgado. Esto es lo que el constitucionalismo 
denomina una “promulgación tácita”. No obstante, la promulgación tácita no subsana 
el efecto de la no publicación, un requisito sine qua non para que las leyes comiencen 
a producir efectos. 

Son pocas las constituciones provinciales que prevén la posibilidad de su publica-
ción por orden de la propia legislatura, en el caso de que el Poder Ejecutivo no orde-
nase su publicación en el Boletín Oficial. Un tercio de las constituciones provinciales 
advierte expresamente que los proyectos sancionados por el Poder Legislativo serán 
publicados por el Poder Ejecutivo luego de transcurridos diez días desde su remisión,5 

caso contrario se faculta a la legislatura a ordenar su publicación. Las restantes consti-
tuciones se limitan a establecer el instituto de la “promulgación táctica”, que determina 
que, transcurrido cierto plazo –en general, diez días– desde que el Poder Ejecutivo 
recepta el proyecto sancionado, este se tiene por promulgado tácitamente. 

En cuanto a la reglamentación, el Poder Ejecutivo provincial tiene constitucional-
mente asignada la potestad de reglamentar las leyes que sanciona el Poder Legislati-
vo. Esta facultad es la que da nombre al Poder Ejecutivo, en cuanto órgano encargado 
de instrumentar y efectivizar las leyes. De acuerdo a la doctrina y jurisprudencia de la 
Corte Suprema de la Justicia de la Nación, los decretos reglamentarios constituyen 
derecho complementario de la ley, sus disposiciones integran la ley, tienen su misma 
fuerza imperativa y son decisivas para su interpretación (Sagüés, 2003: 597). Como 
se sostuvo anteriormente, la facultad de reglamentar leyes importa una tarea de índole 
legislativa a cargo del Poder Ejecutivo. 

Todas las constituciones provinciales confieren esta facultad al gobernador, pero 
al mismo tiempo limitan su ejercicio al principio de razonabilidad, en términos simi-
lares al contenido en los artículos 28 y 99, inciso 2, de la Constitución nacional,6 que 
ponen un límite a la facultad reglamentaria al disponer que el presidente “expid[a] las 
instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la 
Nación, cuidando de no alterar su espíritu con excepciones reglamentarias”. 

figura prevista en el Capítulo 4 iv del Código Penal, arts. 248 y 249.
Salvo Entre ríos, que lo prevé en ocho días, y Santa Cruz, en 16.5 

caba6  (art. 102), Catamarca (arts. 3 y 29), Chaco (art. 141, inc. 3), Chubut (art. 155, inc. 1), Córdoba 
(art. 144, inc. 2), Corrientes (art. 162, inc. 2), formosa (art. 142, inc. 3), Jujuy (art. 137, inc. 4); La 
Pampa (art. 81, inc. 3), Mendoza (art. 128, inc. 3), Neuquén (art. 116, inc. 3), río Negro (art. 181, inc. 
5), Salta (art. 144, inc. 3), San Juan (art. 189, inc. 2), San Luis (art. 168, inc. 1), Santa Cruz (art. 119, 
inc. 2), Santa fe (art. 72, incs. 2 y 3), Santiago del Estero (art. 157, inc. 2), Tierra del fuego (art. 135, 
inc. 3), Tucumán (art. 101, incs. 2 y 3).
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Decretos de necesidad y urgencia 

Los dnu constituyen la facultad legiferante más importante en cabeza del Ejecutivo 
y la más controvertida en el derecho local. Por un lado, encontramos que la gran 
mayoría de las constituciones provinciales contienen alguna cláusula genérica que 
prohíbe tanto la delegación de facultades legislativas a los poderes ejecutivos como 
la posibilidad de dictar decretos que, en sustancia, son verdaderas leyes. 

Este poder ha sido denominado “poder constitucional de decreto” y definido como 
“la facultad constitucional del Ejecutivo de expedir decretos de naturaleza legislativa 
sin que medie una delegación expresa de autoridad por parte de la legislatura (Carey 
y Shugart, 1998: 13)” (Negretto, 2002: 380; 2004: 534-535). 

La doctrina jurídica, a partir del uso de este tipo de decretos, los ha denominado 
“de necesidad y urgencia”, dado que su uso ha sido justificado por causas donde, 
en principio, primaba la urgencia y necesidad de regular una determinada situación, 
que por su naturaleza urgente hacía imposible esperar el prolongado tratamiento por 
parte de la legislatura y el cumplimiento de todos los pasos y trámites establecidos 
para la sanción de leyes.

En el derecho público provincial encontramos así dos grandes grupos de consti-
tuciones según esté permitida esta facultad o no: quince constituciones provinciales7 
no contienen la posibilidad de que el Ejecutivo pueda dictar este tipo de decretos y, si 
a esta omisión se suma la existencia de una cláusula genérica que prohíbe la delega-
ción legislativa en el Ejecutivo, puede interpretarse que en este grupo de provincias 
el Poder Ejecutivo tiene prohibido dictar dnu. 

Sin embargo, esta conclusión no resulta incontrastable, ya que la doctrina se 
encuentra dividida en este punto. Parte de ella sostiene que la no inclusión de este 
instituto no significa necesariamente una prohibición al Ejecutivo de poder dictar  
este tipo de decretos. Su uso estaría justificado si concurriesen las circunstancias 
fácticas que lo habilitan –como sucedió en el orden federal. 

Otra parte de la doctrina postula lo contrario. Bidart Campos sostiene que si una 
Constitución provincial no autoriza al Poder Ejecutivo a dictar estos decretos, debe inter-
pretarse que tal atribución está prohibida: “a) el principio prohibitivo surge de la división de 
poderes que, sin norma local expresa, ha de tenerse como regla impeditiva; b) el principio 
de autonomía significa que las provincias pueden prohibir los decretos referidos aunque 
la Constitución federal los consienta a favor del presidente de la república; c) de la coor-
dinación de los principios citados en los incisos a) y b) se desprende que transferir analó-
gicamente al derecho provincial la permisión que en el orden federal habilita al Ejecutivo a 
dictar dnu es violar la autonomía provincial, porque en ejercicio de ellas las constituciones 
que no conceden similar permisión a los gobernadores deben interpretarse en el sentido 
de que la vedan” (cit. por Chiacchiera Castro y Calderón, 2013: 442). En última instancia, 
será el Poder Judicial de cada provincia el que decida su validez, en caso de que, no 
estando previsto constitucionalmente, el Ejecutivo emita decretos de este tipo. 

Pese a su no inclusión en la Constitución, en la práctica encontramos que los go-
bernadores han emitido decretos de esta naturaleza. En función de lo expuesto, cabe 

Buenos Aires, Catamarca, Córdoba, Corrientes, Ente ríos, formosa, Jujuy, La Pampa, Mendoza, 7 

Misiones, Neuquén, San Luis, Santa Cruz, Santa fe y Tierra del fuego. La actual gobernadora de la 
provincia de Catamarca envió a la legislatura un proyecto de ley para modificar la Constitución pro-
vincial. Entre otros puntos, introduce la posibilidad de introducir los dnu.
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  distinguir dentro de este grupo de provincias aquellas donde el Ejecutivo ha emitido 
dnu y, dentro de estas, a su vez, aquellas donde el Poder Judicial ha declarado su 
validez o invalidez. 

Así, del grupo de quince provincias donde sus constituciones no habilitan esta 
posibilidad, en nueve de ellas, al menos, se han dictado normas de este tipo: Buenos 
Aires,8 Córdoba,9 Corrientes, Entre ríos, Jujuy, Mendoza, Misiones, San Luis y Santa 
fe.10 De ellas, hemos encontrado jurisprudencia convalidatoria en tres casos: Entre 
ríos,11 Jujuy12 y Mendoza.13 En solo un caso hemos encontrado jurisprudencia que 
rechaza la posibilidad de dictar dnu: Corrientes.14

En otras dos provincias encontramos jurisprudencia ambivalente al respecto. 
Así, en Buenos Aires la Suprema Corte de la provincia declaró primero la consti-
tucionalidad de un dnu –decreto que había sido ratificado por ley de la legislatura 

El 8 dnu Nº 40/07 que contiene políticas de seguridad vial (<www.gob.gba.gov.ar/legislacion/
legislacion/07-40.html>); el dnu Nº 2.555, de septiembre de 2006, por medio del cual se autorizaba 
al Ministerio de Seguridad a ejercer las atribuciones previstas por la Ley Nº 13.409, hasta tanto la 
legislatura sancione el proyecto de ley que declare el estado de emergencia (el Poder Legislativo, 
al convalidar este dnu, mediante el art. 11 de la Ley Nº 13.704, efectuó una suerte de delegación 
legislativa prohibida por el art. 45 de la Constitución provincial).
Calderón y Chiacchiera Castro (2013) enumeran catorce 9 dnu dictados en la provincia, entre los años 
2001 y 2003.
En los casos de formosa, La Pampa, Neuquén, Santa Cruz, Tierra del fuego y de Tucumán no hemos 10 

podido conseguir datos sobre dnu dictados por los gobernadores.
Superior Tribunal de Justicia de Entre ríos, fallo del 20/9/1997, “Bertoli, Aurelia T. y otro c/ Caja de 11 

Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Entre ríos”, en LL, Litoral 1998-2: 396.
En la provincia de Jujuy existen varios precedentes del Tribunal Superior de Justicia de Jujuy donde 12 

se reafirman la facultad del gobernador de emitir dnu a pesar de no estar contenida esta facultad 
en el texto constitucional (entre otras causas, “Centro de Docentes de Enseñanza Media y Superior 
c/ Provincia de Jujuy”, “Arroyo de Heredia, María c/ Estado Provincial”, resolución del 05/05/1993; 
“Condori, Elba Margarita v. Estado Provincial” resolución del 15/04/1993; “Cardozo, Teresa Amalia 
v. rivero, Juan Braulio y Estado Provincial”, resolución del 27/12/1994; “Morales, Gerardo rubén y 
otro v. Estado Provincial”, resolución del 14/3/1995; “Pasquine, Enrique Guillermo v. Estado Provin-
cial”, resolución del 27/12/1996; “vázquez, Pedro Emilio v. Municipalidad de El Talar”, resolución del 
13/10/1998; citados por Chiacchiera Castro y Calderón (2013: 443).
En el caso de la provincia de Mendoza, hemos encontrado dos fallos que se refieren a la posibilidad 13 

del gobernador de dictar dnu. Uno de ellos, en la causa “Suchetti Guillermo c/ Empresa Autotrans-
portes los Andes S.A.” (fallo del 03/03/2000, publicado en L.L Gran Cuyo 2000, 345; cita online Ar/
JUr/3261/2000), el tribunal dispuso que el ejercicio de la facultad del Poder Ejecutivo de dictar dnu 
(en el caso, se discutía el Decreto Nº 260/97) exige que aquel explique cuál es la situación crítica que 
impide esperar el trámite normal del Congreso. Si bien en el caso concreto se declaró nulo el dnu, 
por no cumplir los recaudos que exige la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
para su validez, el tribunal implícitamente reconoció tal facultad al gobernador. En el otro fallo donde 
se hace mención de los dnu, es “Cámara de Comercio industrial y Agropecuario de San rafael c. 
Estado Nacional” (dictado el 8/3/2004, publicado en L.L Gran Cuyo 2004, cita online JUr/618/2004), 
pero en este fallo el tribunal de primera instancia dio lugar a la medida cautelar solicitada, por lo cual 
se suspendieron los efectos del dnu.
En una serie de fallos (entre otros, fallos “Cardozo de Colombo, Amanda c/ Provincia de Corrientes” 14 

del 15/4/1998, “Ledebur, Enrique L. c. instituto de Previsión Social y/u otro” del 21/9/1998), el Superior 
Tribunal de Justicia de la provincia sostuvo de modo categórico que los dnu carecen de todo sustento 
constitucional, y no resulta de aplicación las habilitaciones introducidas en la reforma de la Constitución 
nacional de 1994, desde que las provincias tienen la facultad de darse sus propias instituciones de 
acuerdo al artículo 121 de la Constitución nacional (Chiacchiera Castro y Calderón, 2013: 442).



92 CriSTiAN ALTAviLLA

provincial–.15 Luego, declaró la inconstitucionalidad de otro dnu. Con posterioridad, 
hacia 2004, volvió a declarar la constitucionalidad de los dnu, volviéndolo a hacer en 
dos fallos,16 aunque en estos casos también hubo ratificación de la legislatura.17 Por 
último, en un fallo del año 2011 declaró la inconstitucionalidad de los dnu.18 Por lo 
que podemos observar, los pronunciamientos judiciales se inclinaron a favor de los 
dnu cuando estos habían sido ratificados por ley de la legislatura. 

En Córdoba sucedió algo similar. Los distintos tribunales que consideraron la 
cuestión tuvieron opiniones opuestas respecto de si el gobernador se encuentra o no 
habilitado para emitir dnu. Un grupo de fallos,19 que se inclinan por la tesis positiva, 
sostuvo que la omisión de esta facultad en el texto constitucional provincial “no impor-
tó la prohibición de hacerlo, sino que, por el contrario, el Constituyente se abstuvo de 
reglar el punto, quedando a criterio de los poderes constituidos la valoración en cada 
caso, de la constitucionalidad de los Decretos que en su mérito pudieran dictarse”.20 
En otro grupo de cuatro fallos,21 se rechazó la posibilidad de que el gobernador pu-
diera emitir dnu, “al no existir norma alguna que permita su ejercicio” y, además, por 
la prohibición genérica del artículo 13 de la Constitución local, que establece que “nin-
gún magistrado o funcionario público puede delegar sus funciones en otra persona, ni 
un poder delegar en otro sus atribuciones constitucionales, salvo los casos previstos 
en esta Constitución, y es insanablemente nulo lo que cualquiera de ellos obrase en 
consecuencia”.22 El caso cordobés resulta interesante desde que los dnu dejaron de 
ser utilizados luego de que se cambiara el formato de la legislatura, pasando de una 
bicameral a una unicameral y donde el gobernador contaba con amplias mayorías 
legislativas provenientes de su propio partido del cual era el líder. La coincidencia 
de la variable partidaria –liderazgo partidario y gobierno unificado– hace pensar en la 
inutilidad del instituto para un gobernador que goza de mayorías en la legislatura. 

En las provincias de Santa fe y San Luis no se han encontrado aún datos sobre 
decisiones judiciales acerca de la validez o no de los dnu. En la provincia de San Luis, 

Causa “Coronel, Oscar Adolfo y otros c/ Municipalidad de Navarro s/ Demanda contencioso adminis-15 

trativa” del 18/05/1999.
Causa “fiscal de Estado c/ Provincia de Buenos Aires (Poder Ejecutivo) s/ Demanda contencioso 16 

administrativa” del 18/02/2004 e “iberargen S.A. c/ instituto Provincial de Lotería y Casino s/ Amparo” 
del 01/12/2004.
Chiacchiera Castro y Calderón (2013: 443).17 

Causa “rodríguez, Jorge Orlando c/ fisco de la Provincia de Buenos Aires y otro/a s/ pretensión 18 

anulatoria – empl. Público” del 11/11/2011.
Causa “Cura, Norberto Julián y otro c/ Provincia de Córdoba” (Cámara Contencioso Administrativa de 19 

Segunda Nominación, Auto Nº 40/2002) y “Toranzo, Juana v. c. Acevedo, Néstor r. y otra” (fallo de la 
Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Sexta Nominación).
Considerando de la causa “Cura, Norberto” (cit. por Calderón y Chiacchiera Castro, 2013).20 

Bringas, Nicolás c/ Provincia de Córdoba” (resolución de la Cámara Contencioso Administrativa de 21 

Primera Nominación del 24/04/2002), “Córdoba, Carlos A. c/ Provincia de Córdoba” (de la Cámara de 
Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación del 08/03/2002), “vexenat, Juan C. y otros 
c/ DiPAS” (resolución de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Octava Nominación 
del 12/04/2002) y “fernández, raúl E. y otros c/ Provincia de Córdoba” (Auto Nº 30/2002, del Tribunal 
Superior de Justicia de la provincia) (Calderón y Chiacchiera Castro, 2013).
Del precedente del Tribunal Supremo de Justicia, “fernández, raúl” citado anteriormente. Lo curioso 22 

del precedente del máximo tribunal local es que fue emitido en su conformación por conjueces, por 
una serie de recusaciones a los integrantes originales (Calderón y Chiacchiera Castro, 2013).
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  sin embargo, hemos encontrado dnu que fueron ratificados por la legislatura local.23 
finalmente, en la provincia de Misiones se registra un solo dnu, según un informe 
elaborado por la Comisión Especial redactora del Digesto Jurídico de la Provincia de 
Misiones de mayo de 200924 y sobre el cual no existe pronunciamiento judicial. 

En el otro extremo encontramos un grupo de nueve provincias donde sus textos 
constitucionales autorizan la emisión de dnu: caba, Chaco, Chubut, La rioja, río Ne-
gro, Salta, San Juan, Santiago del Estero y Tucumán. En estos casos, la inclusión en el  
texto constitucional se dio como consecuencia de la incorporación del instituto en la 
esfera nacional con la reforma de 1994, a la que se sumaron Brasil, Chile –aunque 
solo para materia presupuestaria–, Colombia y Perú en la esfera regional.

En este grupo de provincias encontramos, por lo general, cuatro disposiciones 
que regulan el instituto: en primer lugar se establece, como principio general, la prohi-
bición al Poder Ejecutivo de emitir disposiciones de carácter legislativo;25 en segundo 
lugar, autorizan esta posibilidad solo cuando circunstancias excepcionales hicieran 
imposible seguir los trámites ordinarios previstos por la constitución para la sanción 
de las leyes;26 en tercer lugar, se excluyen ciertas materias.27 Por último, se establece 
como condición de validez de los dnu que estos sean ratificados por la legislatura. 

Todas las constituciones establecen que el dnu deberá ser sometido a conside-
ración de la legislatura para su aprobación final. Si el Poder Ejecutivo no lo remite, 
queda automáticamente derogado. En cambio, si una vez remitido la legislatura no 
se expide en un determinado tiempo establecido por la Constitución, el decreto que-
da convertido en ley. Así lo establecen expresamente Tucumán, San Juan, Salta, 
río Negro y La rioja. Las constituciones de caba, Chaco y Santiago del Estero no 
establecen nada en caso de que la legislatura local no emita dictamen sobre el ins-
trumento. Chubut, en cambio, establece el principio contrario y dispone: “El decreto 
pierde efectos jurídicos si la legislatura no lo ratifica con el voto de los tercios del total 
de sus miembros dentro del plazo de treinta días contados a partir de la fecha de su 
comunicación” (art. 181, inc. 6). 

Decreto Nº 2.884 MGJyC 09 del 29/07/09 aprobado por las cámaras legislativas a través de la Ley 23 

Nº v-0677-2009 sobre la restitución de tierras en propiedad al Pueblo ranquel y Decreto Nº 115-
MHP-11 sobre un incremento salarial para los empleados públicos provinciales ratificado por Ley Nº 
xv-0757-2011.
Segundo informe de avance de la primera etapa del Digesto Jurídico de la Provincia de Misiones, 24 

disponible en <www.diputadosmisiones.gov.ar/>.
Esta prohibición genérica solo la prevén expresamente cuatro de las nueve constituciones: 25 caba (art. 
103), Chaco (art. 142), Chubut (art. 156), La rioja (art. 126, inc. 12) y Tucumán (art. 101, inc. 2).
Así lo disponen expresamente todas las constituciones del grupo: 26 caba (art. 103), Chaco (art. 142), 
Chubut (art. 156), La rioja (art. art. 126, inc. 12), río Negro (art. 181, inc. 6), Salta (art. 145), San Juan 
(art. 189, inc. 17), Santiago del Estero (art. 158) y Tucumán (art. 101, inc. 2, primera parte).
La de San Juan establece que “no pueden ser materia de la legislación de necesidad y urgencia las 27 

decisiones legislativas, ni las leyes de base o programas legislativos, ni las atribuciones otorgadas 
por esta Constitución al Poder Legislativo en el artículo 150, salvo en sus incisos 1, 3, 9, 12, 14 y 16 
primera parte” sobre atribuciones del Poder Legislativo que establecen, respectivamente, dictar las 
leyes que sean necesarias para hacer efectivos los derechos, deberes y garantías consagrados por la  
Constitución sin alterar su espíritu, establecer tributos, crear y suprimir empleos no previstos por  
la Constitución para la administración de la provincia, declarar las causales de utilidad pública o 
de interés general para expropiaciones por leyes generales o especiales, y acordar subsidios a las 
municipalidades. En este sentido, San Juan presenta la habilitación constitucional a emitir dnu más 
restringida de este grupo de provincias.
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Poder de veto
El poder de veto se erige como un poder reactivo en manos del Poder Ejecutivo, en 
cuanto le permite frenar proyectos legislativos opuestos a sus preferencias, al bloquear 
la promulgación de una ley aprobada por el Congreso (Payne, 2006: 98). Permite así 
al Ejecutivo obstaculizar el cambio (Kiewiet y Mccubbins, 1988, cit. por Mainwaring 
y Shugart, 2002: 50). Shugart y Mainwaring clasifican el veto en dos tipos: débil y 
fuerte. Consideran “veto débil” a aquel que puede ser superado por una insisten-
cia parlamentaria que requiera una mayoría absoluta –50% más uno del total de los 
miembros– y “veto fuerte” a aquel que no tiene otro requisito más estricto (2002: 52).

Sin embargo, nosotros introducimos una nueva variable para clasificar el veto en 
fuerte o débil, que es el formato de la legislatura. Por ello, resulta necesario diferenciar, 
en primer lugar, el formato de las legislaturas –si estas son unicamerales o bicamera-
les– y, en segundo lugar, las mayorías exigidas para que el Poder Legislativo pueda 
sobreponerse al veto del gobernador –insistencia parlamentaria–. Así, por ejemplo, un 
gobernador que ha ejercido el veto debe luego someterlo a la consideración de una 
legislatura unicameral y si, al mismo tiempo, la Constitución exige una mayoría abso-
luta de los presentes para que esta pueda insistir, su poder de veto no será de igual 
magnitud que la de un gobernador que debe someter su veto a la consideración de un 
Poder Legislativo compuesto por dos cámaras y que, al mismo tiempo, cada una de 
ellas deba superar una mayoría del total de los miembros, y no sobre los presentes. 

En función de la incorporación de esta nueva variable, el veto se clasifica en cuatro 
clases: muy débil, débil, fuerte y muy fuerte. El veto es muy fuerte cuando para insistir 
una legislatura bicameral deba alcanzar dos tercios de los votos en ambas cámaras; 
el veto es fuerte cuando una legislatura bicameral necesite una mayoría absoluta de 
los miembros de cada Cámara; será débil cuando se exija una mayoría de los dos 
tercios de la cámara única; y muy débil si se requiere mayoría absoluta.28 Dieciséis 
provincias cuentan con un formato de legislatura unicameral, lo que, en principio, 
facilitaría la insistencia parlamentaria, debilitando el poder de veto del gobernador. 
Asimismo, con respecto a las mayorías, dentro de este grupo encontramos una única 
provincia, Misiones, que exige una mayoría absoluta de los miembros de la legislatura 
para que esta pueda insistir en el proyecto original –aunque no se aclara si sobre el 
total o sobre los presentes–. En este caso, como advierten Shugart y Mainwaring, “en 
última instancia no hay veto, sino una oportunidad para el [Ejecutivo] de retrasar la 
promulgación y pedir una reconsideración, como sucede en venezuela” (2002: 51). 

Otras once provincias (Chaco, Chubut, Córdoba, formosa, La Pampa, La rioja, 
Neuquén, San Juan, Santa Cruz, Santiago del Estero, Tucumán) establecen que la 
mayoría necesaria para insistir es de dos tercios de los presentes. Y las cuatro restan-
tes (caba, Jujuy, río Negro y Tierra del fuego) establecen la misma mayoría de dos 
tercios, pero no especifican si es sobre el total o sobre los presentes.29 Ninguna de 
estas provincias con legislaturas unicamerales establece expresamente una mayoría 
de los dos tercios sobre el total de los miembros del Poder Legislativo. 

Estas clasificación se basa en los diseños institucionales existentes en el derecho público provincial 28 

argentino, dado que existen otros diseños institucionales en América Latina que prevén otro tipo de 
requisitos, tales como una mayoría agravada de tres quintos de los miembros del Congreso, por 
ejemplo (pnud, 2004).
caba29  establece los dos tercios “de sus miembros”; Jujuy, “de los miembros de la legislatura”; río Negro 
y Tierra del fuego, “de los votos”.
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Las decisorias son “aquellas que son dictadas como decisiones legislativas para generar diversas 30 

posiciones de gobierno dirigidas a la satisfacción del bien común. Las decisiones legislativas se 
adoptan según el trámite ordinario previsto para la sanción de las leyes, con los dos tercios de votos 
de los miembros presentes y no pueden ser vetadas por el Poder Ejecutivo” (art. 156, inc. 1). Las 
medidas “son aquellas dirigidas a resolver o disponer sobre situaciones no recurrentes de carácter 
administrativo, las cuales son aprobadas por el trámite abreviado en el seno de las comisiones internas 
de la Cámara” y si este tipo de leyes “implican un acto de control, no pueden ser objeto de veto por 
el Poder Ejecutivo” (art. 156, inc. 4).
fallo “rachid, María de la Cruz y otros c/ gcba sobre Amparo (art. 14 ccaba)”, del Juzgado en lo Con-31 

Por otro lado, del restante grupo de ocho provincias que cuentan con un formato 
de legislatura bicameral, seis prevén una mayoría de los dos tercios de los miembros 
presentes de cada Cámara (Buenos Aires, Entre ríos, Mendoza, Salta, San Luis, Santa 
Fe). Las restantes dos (Catamarca y Corrientes) no especifican si los dos tercios son 
sobre el total o sobre los presentes. En todos los casos, no obstante, se aclara que la 
mayoría de los dos tercios debe ser alcanzada por las dos cámaras que componen 
el Poder Legislativo. 

El grueso de las constituciones provinciales (23, el 95%) exige una mayoría de 
dos tercios: quince cuentan además con legislaturas unicamerales, y las restantes 
ocho con legislaturas bicamerales. Este último es el mismo procedimiento que se 
sigue en el nivel federal (art. 83, Constitución nacional). Por tanto, desde el punto de 
vista de las mayorías necesarias para la insistencia, todas las constituciones cuentan 
con un poder de veto débil. Dentro de ellas, debemos considerar a quince con un 
veto débil, desde que deben enfrentarse a un legislativo unicameral, y a ocho con  
un veto muy fuerte, en cuanto deben enfrentarse a un legislativo bicameral, y donde 
por tanto la mayoría debe ser alcanzada por dos cámaras y no por una sola. Misiones 
constituye el único caso de veto muy débil. 

Además de estas consideraciones generales, encontramos en las constituciones 
provinciales otro tipo de limitaciones especiales que restringen el poder de veto de 
los gobernadores. En principio, el Poder Ejecutivo podría utilizar su facultad de veto 
sobre cualquier tipo de ley –salvo en excepciones muy puntuales y expresas– y 
cuantas veces estime necesario. Sin embargo, en el derecho provincial comparado 
encontramos un grupo de seis constituciones que establecen un límite a la facultad 
de ejercer el veto. Así, se establece que si la legislatura vuelve a sancionar el mismo 
proyecto de ley en un período legislativo subsiguiente, el Poder Ejecutivo no podrá 
volver a usar su poder de veto y estará obligado a promulgarlo. En estos casos el 
poder de veto no resulta ser, en última instancia, de igual magnitud. Las provincias 
de Buenos Aires (art. 111), Corrientes (art. 125), Salta (art. 134) y San Luis (arts. 137 
y 168, inc. 3, párr. 2) establecen que dicha prohibición subsistirá “en uno de los dos 
períodos legislativos subsiguientes”, mientras que Catamarca (art. 121) y Tucumán 
(art. 75) lo fijan “en el período legislativo subsiguiente”. En estos seis casos, el poder 
de veto fuerte con que cuentan estos gobernadores se ve atenuado por una especial 
forma de insistencia parlamentaria. San Juan establece otro tipo de limitación. En su 
Constitución, se hace una clasificación de las leyes (art. 156), dividiéndolas en “deci-
sorias”, “de base o programas legislativos”, “técnicas o reglamentarias” y “medidas”. 
La primera y la última no pueden ser vetadas por el Poder Ejecutivo.30 

Un novedoso e interesante fallo, sin precedentes en el derecho público provincial 
y nacional,31 declaró la inconstitucionalidad y dejó sin efecto el veto total promovido 
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tencioso Administrativo y Tributario N° 2 de la caba, sentencia del 05/07/2013. Este pronunciamiento 
representa un antecedente inédito en el derecho constitucional argentino, desde que “por primera 
vez en la historia judicial del país, un magistrado declara la inconstitucionalidad del veto a una ley” 
(Página/12, “Una práctica que es «abusiva»”, del 08/07/2013).
En él se sostuvo que “son de carácter excepcional y extremo, en tanto suponen asumir un rol que 32 

no le es propio, y solo en razón de circunstancias extremas. Se trata de facultades excepcionales, 
que implican una interferencia del Poder Ejecutivo en funciones naturalmente atribuidas al Poder 
Legislativo, y que solo deberían ser utilizadas en casos de extrema gravedad, frente a situaciones 
que impliquen desconocimiento de los principios básicos del ordenamiento jurídico, o que dificulten 
o impidan la función administradora del Ejecutivo”.
Así manifestó que “el uso desmesurado y excesivo de la facultad constitucional de veto, al igual que el 33 

de la emisión descontrolada de decretos de necesidad y urgencia, constituyen verdaderas formas de 
anulación del rol legislativo y consagran modalidades autoritarias de gobierno reñidas con el espíritu 
y la letra de nuestra constitución” y que, “más allá de su adecuación formal con las normas consti-
tucionales, no respeta la exigencia de excepcionalidad, ya que su dictado se inscribe en el marco 
de un notorio abuso de la herramienta por parte del actual Jefe de Gobierno”. Luego trajo a colación 
una serie de datos estadísticos acerca del uso del instrumento y manifestó que desde el inicio de la 
gestión (diciembre de 2007), el actual Jefe de Gobierno había vetado 115 leyes sancionadas por la 
legislatura, es decir, un promedio de 21 leyes por cada año de mandato y más de dos vetos por mes,  
si se tiene en cuenta la duración de los períodos legislativos, lo cual consideró “una tasa excesiva-
mente alta si se considera, como ya se señaló, que se trata de una facultad excepcional, que debe 
ser ejercida con suma prudencia”.

por el jefe de Gobierno de caba contra la ley de aborto no punible, la cual establecía 
el procedimiento para la atención integral en casos de abortos. El fallo –más allá de 
las consideraciones particulares del caso– realizó una consideración acerca de la 
especial naturaleza del instituto del veto –así como del dictado de los dnu, también 
autorizados por el Estatuto Organizativo de la ciudad–32 y realizó un análisis acerca 
del uso excesivo de tales instrumentos.33 

De acuerdo al tribunal, tal actitud implicaba, por un lado, “una flagrante violación 
a lo dispuesto en la primera parte del artículo 103 de la Constitución de caba, cuando 
prohíbe al Poder Ejecutivo, ‘bajo pena de nulidad, emitir disposiciones de carácter 
legislativo’” y que, por otro lado –lo que es más llamativo aún– “a través del veto 
sistemático y repetido, ha impedido a la legislatura definir la política legislativa en 
todo lo referente a la reglamentación de los derechos de los habitantes de la ciudad 
consagrados en la Constitución. Cuando el jefe de Gobierno, en lugar de utilizar la 
facultad de veto en situaciones excepcionales que realmente justifiquen su empleo 
la usa para decidir a su exclusivo arbitrio qué materias pueden ser tratadas por la 
legislatura y cuáles no, se está arrogando facultades propias del Poder Legislativo”. 
Ante ello, se declaró la inconstitucionalidad del veto total, se tuvo por promulgada la 
ley y se ordenó su registro y publicación en el Boletín Oficial. 

Este fallo, no obstante, fue posteriormente dejado sin efecto por la Cámara de 
Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de caba (resolución de fecha 
29 de diciembre de 2015 en los mismos autos) bajo el argumento de la imposibilidad 
de revisión judicial del veto del Poder Ejecutivo en el caso concreto, sosteniendo que 
“el estudio judicial del veto del Poder Ejecutivo con fundamento en su irrazonabilidad 
resulta vedado para el Poder Judicial” (Cons. xv). Posteriormente, contra esta misma 
resolución del tribunal de alzada se plantearon recursos de inconstitucionalidad que 
fueron parcialmente concedidos. Sin embargo, en el Dictamen Nº 28 (del 25/01/2017) 
emitido por la fiscalía General Adjunta, en el punto que aquí interesa (iv.b, iv, pp. 14, 
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  15 y 16), se concluye igualmente que la constitucionalidad del veto es un asunto que 
no es revisable en sede judicial: “Este es un planteo que no resulta revisable aquí, no  
solo por los argumentos que diera la Corte Suprema en el fallo mencionado, sino 
también porque en este aspecto, la Constitución local le asigna a la legislatura el rol 
preponderante, al marcar la necesidad de reenvío de la norma para que ella se allane 
a las objeciones o insista con mayoría calificada en el proyecto original (conforme 
artículo 87 in fine de la Constitución)”.34

Por último, cabe analizar si las constituciones provinciales exigen al Poder Ejecu-
tivo que este fundamente, o no, el ejercicio del veto sobre un proyecto de ley sancio-
nado por la legislatura. El Estatuto Organizativo de caba establece que el Ejecutivo 
podrá vetar una ley “expresando los fundamentos” (art. 87); la Constitución del Chaco 
en cuanto dispone que el gobernador “veta total o parcialmente los proyectos de ley 
[…] dando los fundamentos en cada caso” (art. 141, inc. 4); la Constitución de San 
Luis (art. 168, inc. 3, párr. 2) determina la facultad del Ejecutivo de ejercer este ins-
trumento, pero “expresando en detalle los fundamentos del veto”; Misiones, “dando 
los fundamentos de las observaciones que formule” (art. 116, inc. 3); Santiago del 
Estero, “expresando en detalle los fundamentos del veto” (art. 157, inc. 2); y Tucumán 
dispone también que debe ser “en forma fundada” (arts. 71 y 72, inc. 1). 

Por último, cabe aclarar que ninguna Constitución provincial prevé un veto absolu-
to, es decir, cuando la legislatura no cuenta con la facultad de insistir o resellar una ley 
aprobada por ella. En estos casos, el poder de veto se vuelve muy poderoso, “pues 
muy probablemente impedirá que el Poder Legislativo tome cualquier medida con la 
que el Ejecutivo disienta”, como sucede en el caso de Ecuador (Payne, 2006: 98). 

Promulgación parcial
A raíz de la posibilidad de vetar parcialmente un proyecto de ley, se desprende una 
nueva facultad del Poder Ejecutivo, que es la de promulgar parcialmente un proyecto 
de ley sancionado por la legislatura, pero con algunas modificaciones o supresiones 
a su texto. Nótese que las facultades de vetar de modo parcial una ley y la de pro-
mulgarla de modo parcial son sustancialmente distintas, pudiendo ser válidamente 
ejercida una pero no la otra.35 

En principio, y al menos en su concepción clásica, el veto parcial funciona de la 
siguiente manera: si el Poder Ejecutivo observa alguna parte de la ley, esta en su tota-
lidad deberá ser enviada al Poder Legislativo, quien solo podrá reconsiderar la parte 
observada por el Ejecutivo, pudiendo prestar su consentimiento a las observaciones 
y devolverlas para su promulgación y su publicación. De este modo lo consideraba 
el texto de la Constitución nacional de 1853. No obstante, y a raíz de la práctica de 

Se agradece la observación que sobre el punto ha hecho un evaluador anónimo.34 

Se trata de “dos actos de naturaleza jurídica distinta. El primero [veto parcial] impide la entrada en 35 

vigencia de una norma. En cambio, el segundo [promulgación parcial] completa el proceso formativo 
de las leyes determinando su entrada en vigencia, previa la publicación pertinente” (Badeni, 1999: 
119, 177 y ss.).
El artículo 80 del texto constitucional nacional determina: “Los proyectos desechados parcialmente no 36 

podrán ser aprobados en la parte restante. Sin embargo, las partes no observadas solamente podrán 
ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su aprobación parcial no altera el espíritu ni la unidad 
del proyecto sancionado por el Congreso”. Aunque a continuación dispone: “En este caso será de 
aplicación el procedimiento previsto para los decretos de necesidad y urgencia”.
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los presidentes de promulgar parcialmente proyectos de ley, en 1994 se introdujo de 
forma explícita esta posibilidad.36 

Todas las constituciones provinciales permiten la promulgación parcial, pero se 
observan al menos dos modalidades. Una de ellas –la modalidad más amplia– permite 
la publicación de cualquier tipo de ley y, por lo general, los textos constitucionales 
exigen que la parte no vetada mantenga “autonomía normativa” y no se vea afectada 
la “unidad y el sentido del proyecto”, y otras exigen el consentimiento de la legisla-
tura para que proceda la promulgación con las modificaciones del Ejecutivo. La otra 
modalidad, en cambio, circunscribe esta facultad a un solo tipo de norma y, por lo 
general, se refiere al presupuesto general de gastos y recursos. 

Quince constituciones autorizan la promulgación parcial sobre cualquier tipo de 
ley.37 De estas, Neuquén, San Luis, Santa fe y Tucumán prevén además expre-
samente la promulgación parcial de la ley general de presupuesto, que contiene 
disposiciones idénticas al otro grupo de provincias cuyas constituciones autorizan 
exclusivamente la promulgación parcial respecto de la ley de presupuesto, como se 
verá más delante. Aquellas constituciones que autorizan la promulgación parcial sobre 
cualquier tipo de ley –quince en total– pueden contener asimismo dos prescripciones 
que limitan esta facultad: una de ellas es el requisito de que el proyecto, después de 
las supresiones o modificaciones del Ejecutivo, mantenga “autonomía normativa” y 
“no altere el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por la legislatura”. El otro 
requisito se refiere a la conformidad de la legislatura, previa promulgación definitiva. 
En cuanto al primer requisito, lo establecen las constituciones de Chubut, Córdoba, 
Entre ríos, formosa, Salta, San Juan, San Luis, Santiago del Estero, Tierra del fuego 
y Tucumán, utilizando términos más o menos similares a los expresados en el párrafo 
anterior. caba, La rioja, Neuquén, Santa Cruz y Santa fe, en cambio, no establecen 
los requisitos de unidad y autonomía normativa. 

Por otro lado, dentro de este grupo de quince provincias, ocho establecen que 
el veto parcial deberá ser convalidado por la legislatura: caba, Chubut, Córdoba, 
Neuquén, San Juan, Santa fe, Santiago del Estero y Tierra del fuego. De ellas, solo 
Chubut, Neuquén y Santa fe establecen la mayoría necesaria para prestar ese con-
sentimiento: Chubut la fija en dos tercios de sus miembros, mientras que Neuquén y 
Santa fe en una mayoría simple.38

caba37  (art. 88); Chubut (art. 142), Córdoba (art. 144, inc. 5, 109), Entre ríos (art. 129), formosa (art. 
125), La rioja (art. 107), Salta (art. 144), San Juan (art. 169), Santa Cruz (art. 107), Santiago del Estero 
(art. 135), Tierra del fuego (art. 110), Neuquén (art. 195), San Luis (arts. 135 y 136), Santa fe (art. 
59) y Tucumán (art. 71).
Ninguna Constitución provincial regula un procedimiento similar al previsto en la Constitución nacio-38 

nal. Su artículo 80, in fine, se refiere al caso de que el Ejecutivo decidiese promulgar parcialmente 
un proyecto de ley, y dispone que “en este caso será de aplicación el procedimiento previsto para 
los decretos de necesidad y urgencia”. A su vez, el artículo 99, inciso 3, último párrafo, detalla este 
procedimiento: “El jefe de gabinete de ministros personalmente y dentro de los diez días someterá la 
medida a consideración de la Comisión Bicameral Permanente, cuya composición deberá respetar la 
proporción de las representaciones políticas de cada Cámara. Esta comisión elevará su despacho en 
un plazo de diez días al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, el que de inmediato 
considerarán las Cámaras. Una ley especial sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de 
los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los alcances de la intervención del Congreso”. 
Cabe aclarar que el dictamen de la Comisión Bicameral Permanente no es vinculante para las cámaras 
del Congreso, puesto que estas son las depositarias de la facultad legislativa y las que deciden en 
definitiva sobre la validez o no de la promulgación parcial (Badeni, 1999: 114).
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  En el otro grupo de las restantes nueve provincias, la promulgación parcial se 
circunscribe a la ley de presupuesto, o bien a la ley de presupuesto y aquellas que 
crean impuestos. Esta autorización circunscripta a la ley de presupuesto prevé que la 
ley observada será directamente publicada, no exigiéndose requisitos de unidad ni de 
consentimiento previo de la legislatura. A este grupo se agregan aquellas que prevén 
la promulgación parcial para cualquier tipo de ley y en especial de la de presupuesto, 
donde puede observarse más nítidamente la diferencia entre la promulgación parcial 
de cualquier ley y la que se refiere al presupuesto. 

Así, seis constituciones, las de Buenos Aires (art. 108), Catamarca (art. 188), 
Chaco (art. 118), Jujuy (art. 121), Misiones (art. 104) y río Negro (art. 146) autorizan 
la promulgación parcial con respecto a la ley de presupuesto. Otras tres, Corrientes 
(art. 122), La Pampa (art. 70) y Mendoza (art. 102), autorizan respecto de la ley de 
presupuesto y, además, de leyes impositivas. 

La posibilidad de poner en vigencia de forma automática un proyecto de ley 
aprobado por el Legislativo, pero con algunas modificaciones hechas por el Ejecuti-
vo, constituye “un poder de agenda condicional (Tsebelis, 1994), esto es, permite al 
presidente introducir una última propuesta que puede mitigar aquellas características 
no deseadas del proyecto de ley presentado por el Congreso, siempre y cuando pue-
da obtener el suficiente apoyo parlamentario para evitar su modificación o rechazo” 
(Tsebelis y Alemán, 2007: 78). 

Este poder de agenda condicional se incrementa aun más si los textos constitu-
cionales no exigen un consentimiento expreso por parte de las legislaturas –supuesto 
que Tsebelis y Alemán (2007) no tienen en cuenta–, como sucede en 16 constitucio-
nes provinciales. En las restantes ocho constituciones se exige este consentimiento 
y, por lo tanto, atempera este poder de agenda; pero en cuatro de ellas no se dice 
qué tipo de mayoría es exigida para prestar el consentimiento. En cambio, en dos 
(Santa fe y Neuquén) se establece expresamente una mayoría simple, y Chubut es 
la única que prevé una mayoría agravada de dos tercios, lo cual convierte el poder 
de agenda en uno muy débil. 

El poder exclusivo de iniciativa legislativa 
En la gran mayoría de los diseños constitucionales latinoamericanos, el presidente está 
expresamente facultado a introducir propuestas de cambio legislativo, a diferencia de 
lo que sucede en Estados Unidos, donde solo el Congreso es el actor proactivo (Colo-
mer y Negretto, 2003). En el constitucionalismo subnacional argentino se ha seguido 
el mismo modelo que el federal, pero, además de esta facultad genérica de introducir 
proyectos de ley –iniciativa común–, todas las constituciones provinciales han introdu-
cido el poder de iniciativa exclusiva sobre un determinado proyecto de ley. 

De acuerdo a la clasificación de Shugart y Mainwaring (2002), el poder exclu-
sivo de iniciativa legislativa constituye otra forma de poder reactivo, desde que los 
ejecutivos “pueden evitar todo cambio simplemente no introduciendo el proyecto 
de ley” (Payne, 2006). Asimismo, encuentran que, en su análisis comparativo de las 
constituciones latinoamericanas, la mayoría de ellas otorga este poder en áreas muy 
sensibles, tales como la política militar, la creación de reparticiones burocráticas y el 
presupuesto. Se destacan las constituciones de Brasil, Chile y Colombia en cuanto 
otorgan importantes facultades de iniciativa exclusiva a los presidentes. 

Todas las constituciones provinciales prevén el poder de iniciativa exclusiva. Con 
excepción de caba y Jujuy, todas las restantes constituciones otorgan al gobernador 
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la facultad de iniciativa exclusiva sobre la ley de presupuesto general de gastos y 
recursos. Ello no quita que el Poder Legislativo pueda introducir todas las modificacio-
nes que estime necesario, pero las constituciones establecen que solo el gobernador 
puede presentar este proyecto. Sin embargo, al tratarse de una ley que necesaria-
mente debe sancionarse todos los años, la facultad de iniciativa exclusiva en materia 
presupuestaria se torna débil, pues el gobernador está obligado a presentarla, y así 
no podría darse el supuesto que se menciona anteriormente. A lo cual debe sumarse 
el hecho de que ninguna Constitución prohíbe a las legislaturas introducir enmiendas 
a las leyes propuestas por el Ejecutivo, o limitan de alguna manera la facultad de mo-
dificar el proyecto –como lo hacen las constituciones de Brasil, Colombia, Ecuador, El 
Salvador, Perú, Nicaragua, Panamá, Uruguay y venezuela (Payne, 2006).39

Además de la ley de presupuesto, las constituciones por lo general otorgan la 
iniciativa exclusiva en otro tipo de proyectos, tales como la ley de ministerios (diez 
provincias), de Plan Urbano Ambiental en el caso de caba, o leyes sobre impuestos 
como en La Pampa. 

Pedido de urgente tratamiento
Existe en el derecho público provincial un instrumento que permite al Poder Ejecutivo 
solicitar a la legislatura un tratamiento urgente de ciertos proyectos.40

Solo cuatro provincias prevén este instituto: Chaco (art. 117), Chubut (art. 144), 
San Luis (art. 138) y Tierra del fuego (art. 111). El instituto es regulado de manera 
similar en los cuatro casos: el Poder Ejecutivo puede solicitar que se imprima el 
trámite de urgente tratamiento a un determinado proyecto de ley, que debe tratarse 
en un plazo perentorio de sesenta días –Tierra del Fuego lo fija en treinta días–.41 El 
pedido imprime esa calidad al tratamiento del proyecto, salvo que la legislatura de-
cida rechazar el pedido de urgente. Para rechazarlo, la legislatura deberá alcanzar 
una determinada mayoría: así, Chaco establece “la mitad más uno de los miembros”, 
Chubut la “mayoría de sus miembros” y San Luis “dos tercios de los miembros”. Tierra 
del Fuego no especifica mayoría alguna.

Solo dos constituciones establecen límites a la facultad de imprimir el trámite de 
urgente a determinados proyectos de ley: Chaco establece que el procedimiento no 
será aplicable a los proyectos que se refieran a materia tributaria, electoral o del pre-
supuesto general, a la reglamentación de derechos y garantías constitucionales y a 
reformas de la Constitución y, además, que no podrán tramitarse en la legislatura más 
de tres proyectos en simultáneo con dicha calificación. San Luis lo prohíbe respecto 
del proyecto de ley de presupuesto.

Chubut y Tierra del fuego, en cambio, establecen respecto del presupuesto el 
principio contrario: ambas disponen que la legislatura puede dejar sin efecto el trámite 

La facultad de iniciativa exclusiva sobre el presupuesto difiere del orden federal, donde no está pre-39 

vista como facultad exclusiva del presidente. El artículo 100, inciso 6, faculta al jefe de Gabinetes a 
“enviar al Congreso los proyectos de ley de ministerios y de presupuesto nacional, previo tratamiento 
en acuerdo de gabinete y aprobación del Poder Ejecutivo”, pero no surge del texto que esta sea una 
iniciativa exclusiva del Poder Ejecutivo, sino que cualquier legislador puede presentar un proyecto de 
ley de presupuesto alternativo, y así ha sucedido en varias oportunidades.
Esta facultad está prevista en las constituciones de Uruguay, Ecuador y Brasil (Payne, 2006: 102).40 

San Luis prevé además el procedimiento de “muy urgente tratamiento”, en cuyo caso las cámaras 41 

cuentan con treinta días –quince cada una– para tratar el proyecto.
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  de urgencia a los proyectos presentados por el Ejecutivo, pero no con respecto del 
proyecto de ley de presupuesto. 

Por último, el trámite de urgente tratamiento da la ventaja al Poder Ejecutivo de 
que, transcurrido el plazo de sesenta días previstos y si no sean expresamente recha-
zados por la legislatura, se tienen por aprobados. Las cuatro constituciones prevén 
esta solución. Este procedimiento incrementa el poder de agenda del Ejecutivo e 
invierte los papeles en comparación con el procedimiento legislativo ordinario some-
tido al veto del Ejecutivo (Colomer y Negretto, 2003: 37). En Latinoamérica, Uruguay 
y Ecuador receptan este poder. 

Grado de los poderes de legislación 

El cuadro 1 muestra un índice de los poderes constitucionales de legislación con 
que cuentan los gobernadores de provincia en la Argentina. El cuadro fue creado en 
función de una serie de indicadores elaborados de acuerdo a los distintos diseños 
institucionales observados en el constitucionalismo subnacional argentino, y sobre la 
base del índice propuesto por el pnud (2004: 76-77). El cuadro no contempla todas 
las situaciones que hemos descripto en el derecho público provincial y que de hecho 
se dan en la práctica cotidiana –tales como el dictado de dnu sin estar expresamente 
prevista esta facultad en la Constitución respectiva–, pero aun así, constituye una va-
liosa herramienta para estandarizar criterios de clasificación, lo que permite comparar 
no solo a las provincias entre sí, sino también con el nivel federal y con el resto de los 
países de América Latina.42

El cuadro consta de seis columnas, una por cada uno de los poderes de legis-
lación aquí analizados, y una última columna que contiene el índice total donde se 
ponderan los índices obtenidos por cada provincia; además cada columna va acom-
pañada de su respectiva escala normalizada, lo que hace un total de 14 columnas. 

La columna 1 mide el poder de publicación, con una escala de 0-4: 
0: sin poder de promulgación y publicación.• 
1: con facultad de publicar pero dentro de un determinado plazo; vencido este, • 
la legislatura puede publicar la ley.
2: con facultad de publicar sin plazo, y la legislatura puede publicar la ley.• 
3: con facultad de publicar dentro de un determinado plazo, pero la legislatura • 
no tiene facultad de publicar la ley.
4: con facultad de publicar sin plazo, y la legislatura no tiene facultad de publicar • 
la ley.

La columna 2 mide el poder de dictar dnu, con una escala de 0-5, donde:
0: carece de la facultad de emitir • dnu, y la Constitución o bien prohíbe o bien no 
hace referencia a esta facultad.
1: la Constitución reconoce la facultad de emitir • dnu, pero excluye ciertas mate-
rias, con convalidación de la legislatura so pena de perder efectos jurídicos.

El análisis comparativo a nivel latinoamericano requeriría, sin embargo, una cierta adecuación de los 42 

distintos diseños institucionales, en una clasificación más amplia pero al mismo tiempo parsimoniosa 
de la gran diversidad de diseños institucionales existentes, dado que difieren mucho aquellos del nivel 
subnacional argentino con los nacionales latinoamericanos.
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2: la Constitución reconoce la facultad de emitir • dnu, pero excluye ciertas ma-
terias, con convalidación de la legislatura aunque sin establecer los efectos de 
su silencio.
3: la Constitución reconoce la facultad de emitir • dnu, pero excluye ciertas mate-
rias, con convalidación de la legislatura, ante cuyo silencio el decreto se convierte 
en ley.
4: la Constitución reconoce la facultad de emitir • dnu, sin excluir materias, con la 
convalidación de la legislatura aunque sin establecer los efectos de su silencio.
5: la Constitución reconoce la facultad de emitir • dnu, sin excluir materias, con la 
convalidación de la legislatura, ante cuyo silencio el decreto se convierte en ley.

La columna 3 mide el poder de veto, con una escala de 0-6, donde: 
0: sin poder de veto.• 
1: veto revocado con el voto de la mayoría de los miembros presentes en la Cá-• 
mara única.
2: veto revocado con el voto de la mayoría de los miembros presentes de cada • 
Cámara.
3: veto revocado con el voto de la mayoría del total de miembros de la Cámara • 
única.
4: veto revocado con el voto de la mayoría del total de miembros de cada  • 
Cámara.
5: veto revocado con el voto de dos tercios de los miembros de la Cámara  • 
única.
6: veto revocado con el voto de dos tercios de los miembros de cada Cámara.• 

La columna 4 mide la promulgación parcial, con una escala de 0-8, donde: 
0: sin facultad de promulgación parcial.• 
1: con posibilidad de promulgación parcial solo respecto del presupuesto.• 
2: con posibilidad de promulgación parcial solo respecto del presupuesto y otras • 
áreas acotadas de políticas (impuestos).
3: con posibilidad de promulgación parcial respecto del presupuesto y sobre • 
cualquier tipo de ley, pero con requisito de unidad normativa y consentimiento 
de la legislatura de dos tercios.
4: con posibilidad de promulgación parcial respecto del presupuesto y sobre • 
cualquier tipo de ley, pero con requisito de unidad normativa y consentimiento 
de la legislatura con mayoría simple.
5: con posibilidad de promulgación parcial respecto del presupuesto y sobre • 
cualquier tipo de ley, pero con requisito de unidad normativa y consentimiento 
de la legislatura con mayoría sin especificar.
6: con posibilidad de promulgación parcial respecto del presupuesto y sobre • 
cualquier tipo de ley, sin requisito de unidad normativa y consentimiento de la 
legislatura con mayoría sin especificar.
7: con posibilidad de promulgación parcial respecto del presupuesto y sobre • 
cualquier tipo de ley, con requisito de unidad normativa y sin consentimiento de 
la legislatura.
8: con posibilidad de promulgación parcial respecto del presupuesto y sobre • 
cualquier tipo de ley, sin requisito de unidad normativa y sin consentimiento de 
la legislatura.
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  La columna 5 se refiere a la iniciativa exclusiva, con escala de 0-5, donde: 
0: sin facultad de iniciativa exclusiva.• 
1: con facultad de iniciativa exclusiva sobre áreas acotadas –no incluye presu-• 
puesto–, pero el Poder Legislativo tiene facultades para modificar la legislación.
2: con facultad de iniciativa exclusiva solo en materia de presupuesto, pero el • 
Poder Legislativo tiene facultades para modificar la legislación.
3: con facultad de iniciativa exclusiva en materia de presupuesto y sobre otras • 
áreas acotadas, pero el Poder Legislativo tiene facultades para modificar la le-
gislación.
4: con facultad de iniciativa exclusiva en materia presupuestaria y sobre impues-• 
tos, pero el Poder Legislativo tiene facultades para modificar la legislación.
5: con facultad de iniciativa exclusiva solo en materia de presupuesto, con posi-• 
bilidad de imprimir trámite de urgente tratamiento, pero el Poder Legislativo tiene 
facultades para modificar la legislación.

finalmente, la columna 6, sobre tratamiento urgente, con una escala de 0-4, 
donde: 

0: sin facultad de imprimir trámite de urgente tratamiento.• 
1: con facultad de imprimir trámite de urgente tratamiento con un plazo de sesenta • 
días, pero con un límite cuantitativo y con ciertas áreas excluidas, pudiendo ser 
rechazado por la mitad más uno de los miembros de la legislatura.
2: con facultad de imprimir trámite de urgente tratamiento con un plazo de sesenta • 
días, sin límite cuantitativo y sin áreas excluidas, pudiendo ser rechazado por la 
mitad más uno de los miembros de la legislatura.
3: con facultad de imprimir trámite de urgente tratamiento con un plazo de sesenta • 
días, sin límite cuantitativo y sin áreas excluidas, pudiendo ser rechazado por la 
legislatura sin especificar mayorías.
4: con facultad de imprimir trámite de muy urgente tratamiento con un plazo de • 
quince días para cada Cámara, sin límite cuantitativo y sin áreas excluidas –salvo 
presupuesto–, pudiendo ser rechazado por los dos tercios de los miembros de 
la legislatura.

Una primera conclusión que puede extraerse de este cuadro es que los gober-
nadores de provincia poseen tantos –e incluso más fuertes– poderes de legislación 
que el propio presidente de la república. Las provincias arrojan un promedio de 2,97, 
mientras que el presidente de 3,03. Sin embargo, 13 gobernadores provinciales (el 
54%) superan ampliamente al nivel federal, que van desde 4,23 (Salta y San Luis) 
hasta 3,06 (río Negro). 

En particular, puede observarse que el poder de los ejecutivos provinciales –al 
igual que en el nivel federal– radica en el poder de veto fuerte y en la posibilidad 
–constitucionalmente reconocida– de emitir dnu. Así, las nueve provincias que tienen 
la facultad constitucional de emitir dnu, junto con el nivel federal, se posicionan sobre 
el resto. 

Del análisis comparado de las constituciones provinciales se ha podido constatar 
que el diseño institucional dota a los poderes ejecutivos provinciales de importantes 
poderes tanto proactivos como reactivos. En cuanto a los poderes proactivos so-
bresale la facultad del Ejecutivo de dictar dnu. Bien esté previsto o no por los textos 
constitucionales, la mayoría de los gobernadores cuentan con esta herramienta: 17 
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CuadrO 1
Índice sobre los poderes de legislación  

en el constitucionalismo subnacional argentino
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Fuente: Elaboración propia con base en pnud (2004: 77).
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  de 24 gobernadores (el 68%) han emitido un dnu, sobreponiéndose de esta manera 
a las facultades del Poder Legislativo.43 De aquellos 17, nueve (el 52%) cuentan 
con habilitación constitucional expresa, lo que incrementa este poder, dado que no 
correrían el riesgo de ser declarados inconstitucionales, como le sucedió a los go-
bernadores de las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Corrientes. A su vez, de 
estos nueve casos, solo la provincia de Chubut establece que frente al silencio de la 
legislatura, el dnu perderá sus efectos jurídicos. La rioja, río Negro, Salta, San Juan 
y Tucumán expresamente prevén que si la legislatura, en un determinado plazo, no 
se decide por la validez del decreto, este queda convertido en ley, lo cual incrementa 
sustancialmente este poder proactivo. Algo similar sucedió en el nivel federal, tanto 
antes de su incorporación al texto constitucional en 1994 –por convalidación juris-
prudencial–, como después de incorporado al texto, frente a la no constitución de la 
Comisión Bicameral permanente que prevé la Constitución. 

De los ocho gobernadores restantes –que no cuentan con habilitación constitucio-
nal expresa, pero de todas maneras han sancionado un dnu– encontramos que en la 
mayoría de los casos los poderes judiciales han convalidado esta facultad implícita: 
en seis casos los tribunales locales han aceptado la facultad invariablemente, en 
dos casos (Buenos Aires y Córdoba) la jurisprudencia se ha mostrado ambivalente, 
aprobando en algunos casos y rechazando en otros y en un único caso el superior 
tribunal local se inclinó decididamente por el rechazo (Corrientes). 

El cuadro 1 tiene en consideración únicamente a aquellas provincias con habi-
litación especial, y clasifica los distintos tipos de dnu y sus procedimientos en una 
escala de 0 –sin facultad de emitir dnu– a 5 –donde la habilitación no excluye materias 
y el silencio de la legislatura convierte el decreto en ley–. En este ranking, todas las 
constituciones provinciales son superiores a la Constitución federal (0,40), excepto 
Chubut (0,20).

Dentro de los restantes poderes proactivos, encontramos las facultades de ini-
ciativa exclusiva y el pedido de urgente tratamiento. Todas las constituciones pro-
vinciales otorgan al gobernador la exclusividad sobre determinadas materias, en 
particular una de las más sensibles, que es el presupuesto general de gastos y 
recursos. A pesar de que las legislaturas no se ven impedidas de implementar las 
modificaciones que estimen necesarias, al ser el gobernador el único habilitado para 
presentar el proyecto, tiene así de antemano las pautas generales de este y puede 
establecer al menos las bases para el debate inicial. A ello cabe agregar que todas 
las constituciones habilitan al gobernador a publicar el presupuesto en las partes no 
vetadas, lo que difiere el tratamiento de los puntos observados por el gobernador. 
En materia de iniciativa exclusiva, sobresalen con el máximo puntaje las provincias 
de Chaco y Chubut (1,00 cada una), pues estas provincias no solo tienen iniciativa 
en materia de presupuesto, sino que además pueden imprimirle el trámite de urgente 
tratamiento. 

En cuanto a los trámites de urgente tratamiento, solo cuatro provincias prevén 
este instituto (Chaco, Chubut, San Luis y Tierra del fuego). En estos casos, el poder 
proactivo de los gobernadores se incrementa bastante, y deben sumarse a ello el 
hecho de que estas constituciones prevén que transcurrido un determinado plazo 

De los restantes siete, sin embargo, no disponemos actualmente de datos acerca de si se han emitido 43 

o no dnu.
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(sesenta días) sin que la legislatura se haya expedido sobre los proyectos, se tendrán 
por aprobados. Las cuatro provincias que cuentan con esta facultad incrementan su 
posición dentro del ranking del cuadro 1 y ocupan así los primeros lugares. 

Estos últimos dos poderes reactivos son una innovación del derecho provincial 
respecto del federal, ya que el presidente no cuenta con ninguno de ellos. 

Dentro de los poderes reactivos, el veto se erige como el más importante. En el 
ranking del cuadro 1, las provincias arrojan un promedio de 0,87, en una escala de 0 
a 6 puntos. Seis provincias junto con el orden federal alcanzan la máxima puntuación 
(6 = 1,00). 

Así, encontramos que quince gobernadores (el 63%) cuentan con un veto débil 
y uno solo (4%) con un veto muy débil. Los restantes ocho gobernadores (el 33%) 
cuentan con un poder de veto muy fuerte. Sin embargo, dentro de esta minoría del 
33%, encontramos además que cinco tienen una especial forma de insistencia parla-
mentaria contenida en sus textos constitucionales: si la legislatura vuelve a sancionar 
el mismo proyecto de ley en uno o dos períodos legislativos subsiguientes, el Ejecu-
tivo no podrá volver a usar su poder de veto y estará obligado a promulgarlo, lo cual 
significa que en estos casos su poder de veto se traduciría en una suspensión de la 
ley por el término de uno o dos años. Dentro del grupo de gobernadores con poder 
de veto débil, solo Tucumán prevé esta forma especial de insistencia parlamentaria, 
lo que debilita aun más el veto. Por su parte, San Juan prevé además que cierto tipo 
de legislación no puede estar sujeta al veto del gobernador. En este sentido, el orden 
federal prevé un tipo de veto muy fuerte, sin ningún tipo de limitaciones como las que 
se observan en el orden provincial. 

Otro de los poderes reactivos en manos del gobernador es la posibilidad de 
promulgación parcial sobre determinados proyectos aprobados por la legislatura. 
respecto de este poder, hemos encontrado dos categorías en las constituciones 
provinciales: una de ellas que autoriza la promulgación parcial sobre cualquier tipo de  
ley, mientras que la otra lo autoriza solo respecto de determinados proyectos de ley, 
por lo general circunscripto al presupuesto. En el ranking del cuadro 1, las provincias 
muestran un promedio de 0,52, mientras el presidente una puntuación de 0,63. No 
obstante, ocho provincias superan al nivel federal (con 1,00, 0,88 y 0,75) y otras cua-
tro lo igualan. Así, quince constituciones (el 63%) autorizan la promulgación parcial 
sobre cualquier tipo de ley, mientras que las ocho restantes (el 38%) la autorizan  
solo respecto de la ley de presupuesto. Dentro de estas, en tres casos se autori-
za además respecto de leyes sobre impuestos (Corrientes, La Pampa y Mendoza). 
Dentro del grupo de las primeras quince constituciones, ocho de ellas exigen el con-
sentimiento previo de la legislatura, para que el proyecto pueda ser publicado con 
las enmiendas y observaciones del Ejecutivo, lo cual debilita este poder reactivo en 
manos del gobernador. 

Por otro lado, hemos visto que la facultad de publicación de una ley queda en 
manos del Ejecutivo y esta se constituye en una herramienta que le permite diferir  
en el tiempo la entrada en vigencia de una ley que no es de su preferencia, o bien di-
rectamente impedirla, simplemente no publicando la ley –o no reglamentándola–. Solo 
diez constituciones (el 42%) prevén expresamente la posibilidad de que la legislatura 
ordene la publicación del texto aprobado en caso de que el gobernador no lo hicie-
re, coartando aquella posibilidad de diferir o impedir la entrada en vigencia de una  
ley. Doce provincias (50%) se encuentran en igual situación que el presidente de la 
nación: cuentan con la facultad de publicar pero sin plazo, y la legislatura no tiene 
facultad de hacer publicar la ley. 
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  Conclusiones: el poder de agenda de los ejecutivos subnacionales 

En este artículo se han analizado los poderes constitucionales sobre la legislación 
en manos del Ejecutivo, de acuerdo al diseño institucional adoptado por las distintas 
constituciones provinciales. Esta constituye una primera aproximación en orden a 
determinar el verdadero papel que juegan los ejecutivos provinciales dentro de los 
sistemas políticos provinciales respectivos. Con ello se pretende además dejar líneas 
de investigación abiertas para profundizar esta temática, tales como el análisis del 
diseño institucional de las legislaturas, así como sus conformaciones efectivas, el sis-
tema de partidos políticos y los sistemas electorales implementados, a los efectos de 
determinar los denominados poderes partidarios de los gobernadores. Ello permitirá 
analizar la conformación de los poderes ejecutivos y legislativos en las provincias para 
determinar el verdadero peso que tienen los gobernadores en la arena política local. 

Amén de este objetivo –más amplio y ambicioso–, el presente trabajo busca 
resaltar la importancia del diseño institucional y la estructura constitucional de los 
poderes ejecutivos en un tema muy sensible dentro de los sistemas presidencialistas: 
las facultades de legislación con que cuentan los ejecutivos, con independencia de 
otras variables –tales como los poderes partidarios–. Y es precisamente en este ob-
jetivo que el artículo se aparta de Mainwaring y Shugart (2002), buscando al mismo 
tiempo presentar una clasificación superadora de la propuesta por los autores. En la 
clasificación de Mainwaring y Shugart los poderes ejecutivos pueden ser fuertes o 
débiles según los poderes legislativos y poderes partidarios con que cuenten; es la 
combinación de ambas variables la que permite determinar la fortaleza o debilidad de 
un presidente, ya que, en conjunción, le permitirán a este implementar sus políticas 
deseadas –o evitar las indeseadas–. Sin embargo, de la propuesta de Mainwaring 
y Shugart se desprende que es el poder partidario la variable que define en última 
instancia la fortaleza del Ejecutivo. Los autores clasifican a los presidentes según la 
constelación de poderes presidenciales sobre la legislación en las constituciones en 
presidentes potencialmente dominantes y presidentes potencialmente marginales 
(Shugart y Mainwaring, 2002: 59). Los primeros son aquellos que cuentan con im-
portantes poderes de legislación (decreto, veto fuerte, introducción exclusiva); los 
segundos en cambio son aquellos que no tienen poderes de legislación. Pero los 
autores recurren al término “potencialmente” porque en definitiva lo relevante en la 
clasificación son los poderes partidarios: un presidente con atribuciones legislativas 
significativas pero con escaso apoyo partidario en el Congreso –sea porque no tiene 
mayoría o por indisciplina partidaria– será un presidente débil. En cambio, un presi-
dente que no cuenta con importantes poderes de legislación, pero sí con un notable 
contingente legislativo del partido que lidera, será un presidente fuerte.44 En definitiva, 
los poderes de legislación pierden relevancia frente a los poderes partidarios.45

Lo que este trabajo intenta resaltar –sin desconocer la relevancia que los poderes 
partidarios y las mayorías legislativas tienen en los sistemas presidenciales– es la 

“Si los presidentes colombianos hubieran podido apoyarse en mayorías disciplinadas, podrían haber 44 

convertido su predominio potencial en predominio real” (Shugart y Mainwaring, 2002: 61).
Esta idea queda reforzada en Mainwaring y Shugart. En efecto, cuando un presidente cuenta con 45 

importantes mayorías parlamentarias, los “frenos y contrapesos son neutralizados en forma conside-
rable” (2002: 257), e incluso la independencia entre poderes –principal característica de los sistemas 
presidencialistas– queda desdibujada.
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capacidad de los ejecutivos de contar con mecanismos para introducir sus temas en 
la agenda legislativa, mecanismos que son definidos por la estructura institucional/
constitucional con independencia de los poderes partidarios. Así, entonces, el factor 
que incide sobre la fortaleza o debilidad del Ejecutivo desde el punto de vista de los 
poderes de legislación no pasa tanto por las mayorías legislativas en sí, según el es-
quema de Shugart y Mainwaring (2002), sino por el hecho de si es necesario o no la 
intervención del Poder Legislativo a la hora de fijar un tema en la agenda. Si se requie-
re su intervención, el poder de agenda del Ejecutivo será débil, como sucede cuando 
los dnu deben ser aprobados por la legislatura, y pierde vigencia en caso contrario. 
Si el Ejecutivo en cambio no necesita del consenso de la legislatura para un determi-
nado asunto, su poder de agenda será mayor. Así, por ejemplo, el poder de agenda 
unilateral por excelencia es la facultad de imprimir trámite de urgente tratamiento a 
un proyecto de ley. De ahí que en el índice del cuadro 1 las cuatro constituciones 
provinciales que prevén este instituto se posicionan entre los primeros lugares del 
ranking, precisamente porque otorgan a sus ejecutivos una fuerte herramienta para 
fijar un tema de su interés en la agenda parlamentaria de manera unilateral. 
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subnational level in Argentina. With this aim in 
mind, the legislative powers of executive bran-
ches conferred by the provincial constitutions 
will be analyzed in a 24 provincial jurisdictions 
comparative perspective. The objective of this 
paper is to determine the legislative powers 
available for governors and, according to that, 
determine the degree of strength or weakness 
within the institutional formal-constitutional 
structure.

According to Mainwaring and Shugart (2002), 
executive powers within a presidential system 
may be classified in strong or weak from two va-
riables: partisan powers and legislative powers. 
Both referring to the ability of executive branch 
to implement public policies and in particular 
to it relation with the legislative branch, since 
this is the main instance responsible for policy 
decision. This paper attempts to bring the terms 
of the debate on a comparative analysis at the 

al análisis comparativo al nivel subnacional en la 
Argentina. Con este objetivo en mente, se ana-
lizarán los poderes legislativos conferidos a los 
poderes ejecutivos por las constituciones provin-
ciales en un análisis comparativo de las 24 juris-
dicciones provinciales. El objetivo del trabajo es 
determinar con qué poderes legislativos cuentan 
los gobernadores y en función de ello determi-
nar el grado de fortaleza o debilidad dentro de la 
estructura institucional formal-constitucional. 

De acuerdo a Mainwaring y Shugart (2002), los 
poderes ejecutivos en un sistema presidencialis-
ta pueden ser clasificados en fuertes y débiles a 
partir de dos variables: los poderes partidarios y 
los poderes de legislación. Ambos se refieren a 
la habilidad de los ejecutivos de implementar po-
líticas públicas y en particular a su relación con 
el Poder Legislativo, en tanto principal instancia 
de decisión de políticas públicas. El presente 
artículo intenta llevar los términos de la discusión 





Desarrollo Económico, vol. 59, Nº 227 (mayo-agosto 2019)

Introducción

La economía global ha sufrido profundas transformaciones en las últimas cuatro déca-
das, tanto en su dimensión financiera –producto de una vertiginosa expansión de las 
finanzas mundiales– como productiva. Desde finales de los años sesenta la organiza-
ción de la producción pasó a estar cada vez más regida por lo que se conoce como 
“cadenas globales de valor” (cgv); estas han sido definidas como la secuencia de 
actividades que las firmas y los trabajadores realizan desde el diseño de un producto 
hasta su uso final (Gereffi y Fernandez-Stark, 2011; Mitnik, 2011; Sturgeon, 2011; Dalle 
et al., 2013; Milberg y Winkler, 2013; Carneiro, 2015). Tales actividades abarcan no 
solo a la producción tangible propiamente dicha –que incluye insumos, partes y com-
ponentes utilizados–, sino también a toda la gama de servicios involucrados, desde 
el diseño hasta la comercialización, distribución y soporte posventa. Cada etapa de 
esta secuencia o conjunto de actividades es responsable de adicionar alguna parte 
del valor total de los bienes, por ello se la denomina “cadena de valor”.

El auge de las cgv implicó una significativa reestructuración geográfica de la 
producción, que trastocó la clásica sinonimia entre “países desarrollados = países 
manufactureros” y “países subdesarrollados = países exportadores de materias pri-
mas”. En efecto, ha ido apareciendo una nueva forma de división internacional del 
trabajo, en la que se comercian cada vez más “tareas” o “capacidades” que bienes 
finales (ocde, 2011; omc y ide-jetro, 2011). Así, la nacionalidad de origen de las 
mercancías se ha ido volviendo crecientemente difusa, ya que varios países se han 

113

Los autores agradecen los comentarios y sugerencias de los evaluadores anónimos.
Doctor en Sociología Económica por el Instituto de Altos Estudios Sociales de la Universidad Nacional 
de San Martín (idaes-unsam), becario posdoctoral del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas 
y Técnicas (conicet).
Investigador adjunto del conicet y de la Universidad Nacional de Quilmes (unq).
Profesor-investigador de la unq y director académico del Centro Interdisciplinario de Estudios en 
Ciencia, Tecnología e Innovación.

*
**

***

****

Cadenas globales de valor,  
innovaCión y empresas transnaCionales: 

un abordaje empíriCo*

DanIel SchteIngart,* Juan Santarcángelo**  
y FernanDo Porta***



114 DANIEl SChTEINGArT, JUAN SANTArCáNGElo y FErNANDo PorTA

incorporado al proceso de creación de valor; el “designed in California y assembled 
in China” de los productos de la marca Apple es paradigmático al respecto. 

Diversos cambios en las estrategias empresariales explican en gran medida este 
proceso. La era de las cgv se manifiesta a partir de las decisiones de las empresas 
–sobre todo las líderes– de transferir algunas actividades a otros países –offshoring 
o relocalización– o a otras firmas –outsourcing o externalización–. los factores de 
impulso involucran a variables de corte tecnológico, tales como la fuerte reducción  
de los costos de transporte y el fenomenal desarrollo de las tecnologías de la informa-
ción y la comunicación (tic), que facilitaron enormemente la coordinación a distancia 
de las diferentes etapas de la producción; y de índole política, por ejemplo, la caída 
del bloque soviético, el giro de China hacia un capitalismo de Estado y la liberaliza-
ción de la economía india. El aumento de la capacidad productiva del planeta, del 
comercio internacional, de la inversión extranjera y de la subcontratación internacional 
han sido sus impactos más significativos (Milberg y Winkler, 2013). 

Una mayor complejización de los encadenamientos productivos y la constitución 
de redes de interacciones crecientemente densas han sido algunas de las conse-
cuencias de la mayor transnacionalización y segmentación de la producción global 
(Kaplinsky, 2016). la clave del funcionamiento eficaz del sistema productivo reside en 
el rol de las llamadas “firmas líderes” –en general, grandes empresas multinacionales 
con casas matrices en países desarrollados–, responsables de “gobernar” tales redes. 
En efecto, las firmas líderes cumplen un papel central en la distribución y coordinación 
de las tareas entre las diferentes empresas que forman parte de la red productiva. la 
posibilidad de ejercer su gobernanza se basa en la posesión de ciertas capacidades 
(tecnológicas, innovadoras, logísticas, comercializadoras, financieras o de desarrollo 
de marca, entre otras) difícilmente replicables por eventuales competidores; tales atri-
butos, a su vez, explican también su capacidad diferencial de apropiación de rentas. 
Estas claves sostienen desde hace cuatro o cinco décadas la creciente injerencia de 
las grandes multinacionales en la economía global. 

El auge de las cgv ha impulsado un fuerte aumento del comercio internacional y 
de las inversiones transfronterizas. Como subraya Baldwin (2013), esta dinámica ha 
implicado además profundas transformaciones cualitativas, entre ellas, un creciente 
peso de los insumos intermedios –especialmente partes y componentes– en los inter-
cambios entre países; un aumento del comercio de servicios –logísticos, de diseño, 
investigación y desarrollo (i+d), marketing, jurídicos, de atención al cliente y posventa, 
etc.–, fundamentales para la coordinación de una producción crecientemente disper-
sa; y un mayor interés por parte de las firmas en desarrollar relaciones de largo plazo 
con sus proveedores (Carneiro, 2015).

Desde fines de la década de los 2000, organismos multilaterales como la organi-
zación Mundial del Comercio (omc), la organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económicos (ocde) o la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y 
Desarrollo (unctad), entre otros, se han apropiado del concepto de cgv, que ya había 
sido profusamente trabajado en la academia desde los años noventa. Por un lado, la 
apropiación del concepto por parte de estas agencias ha contribuido a generar nue-
vas bases de datos que permiten comprender mejor el modo de segmentación de los 
procesos productivos a nivel global; por otro lado, estos organismos suelen recurrir al 
concepto de cgv como argumento justificatorio de la necesidad de una mayor liberali-
zación comercial, desregulación de la inversión extranjera directa (ied) y flexibilización 
laboral en los países emergentes, para “subirse” a la dinámica de la globalización y la 
nueva configuración productiva mundial (Dalle et al., 2013; Fernández, 2014).
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Para una síntesis, véanse los artículos incluidos en Bárcena y Prado (2015) y en Bárcena 1 et al. (2015).
En el Anexo de este artículo se presentan dos cuadros comparativos con indicadores de desarrollo 2 

económico, de participación en cgv, de contenido tecnológico de las exportaciones, de ci, de stock 
de ied y de participación de grandes empresas para la muestra de 48 países, en este caso ordenados 
de mayor a menor según el índice de desarrollo humano (idh) del Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (pnud).

En el marco de este debate, el presente artículo se propone medir las posiciones 
que ocupan los países en las cgv, indagar sobre la nacionalidad de las grandes em-
presas transnacionales que dominan las cgv y los sectores de actividad en los que 
operan, evaluar si existe alguna relación empírica entre participación de los países 
en las cgv y la dinámica de la ied y, finalmente, reflexionar sobre los impactos de 
estas dinámicas en materia de desarrollo económico. la investigación se enmarca 
en la difundida tradición teórica que considera que el patrón de especialización pro-
ductiva de los países, sus capacidades de generación y apropiación de tecnología 
y sus correspondientes modalidades de inserción internacional no son neutrales en 
términos de efectos de crecimiento y distribución del ingreso.1 

El trabajo discurre sobre dos ejes temáticos, que responden a su motivación 
principal y sobre los que se generan los aportes más sustantivos: por un lado, la 
evaluación de la intensidad y el carácter de la inserción de países de diverso grado 
de desarrollo en las cgv y, por otro, el rol de las empresas transnacionales y la ied 
en esa configuración. En este artículo, por lo tanto, se ha optado por un enfoque 
geográfico (país) y no sectorial para el análisis de las cgv y las formas de despliegue 
de las empresas transnacionales. A este efecto, el procesamiento empírico incluyó a 
alrededor de medio centenar de países de diverso grado de desarrollo para el que se 
pudo construir información homogénea.2 Cabe señalar que los potenciales efectos de  
la participación en las cgv sobre el desarrollo económico de los países y el papel 
de las empresas transnacionales como modeladores activos de distintas formas de 
inserción y, presumiblemente, de efectos diversos sobre las economías nacionales, 
son parte de debates actuales con fuertes implicancias de política económica. 

El artículo se divide en seis secciones además de esta Introducción. la siguiente 
sección da precisiones sobre las variables y las fuentes utilizadas –en el caso de las 
estimaciones sobre participación en las cgv y la ied, el período analizado es 1995-
2011, en función de la información homogénea disponible; este período se extiende 
hasta el año 2014 para el análisis de las grandes empresas transnacionales que 
dominan las cgv–. luego se incluye el análisis empírico, en el que se considera la 
relación entre ied y participación en cgv, se desarrolla una tipología para comprender 
la función predominante que ocupan los países en las cgv y se vinculan estas dos 
últimas cuestiones. Posteriormente se identifican las grandes firmas líderes y su origen 
para entender la base empresarial de la actual configuración productiva global. Para 
finalizar, se presentan las principales conclusiones.

cuestiones metodológicas

No hay un consenso absoluto acerca de los límites de una cgv –¿es una simple 
secuencia de actividades productivas o se trata, más restrictivamente, de redes 
productivas transfronterizas caracterizadas por mecanismos de coordinación input-
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output que van más allá de los del mercado?–, por lo que se dificulta la estimación 
de la participación de los países en las cgv. Además, las bases de datos existentes 
presentan algunas limitaciones para comprender cómo se captura el valor generado 
en tales cadenas –por ejemplo, la remisión de utilidades de las grandes multinacio-
nales está insuficientemente considerada en las macro matrices de insumo producto 
disponibles–. Asumiendo estas restricciones, aquí se tomará la definición de Gereffi 
y Fernandez-Stark (2011) ya mencionada, esto es, la cgv como una secuencia de 
actividades que las firmas y los trabajadores realizan desde el diseño de un producto 
hasta su uso final.

Medir la participación en cadenas globales de valor
Se hace necesario construir alguna medida que permita operacionalizar la partici-
pación en las cgv. A este efecto, se utilizarán los indicadores creados por hummels 
et al. (2001), desarrollados posteriormente en la literatura más reciente (véase, por 
ejemplo, unctad, 2013). En principio, se entenderá como participación en cgv a todo 
flujo comercial que pasó por al menos dos fronteras (pueden ser tres países, como 
A – B – C, o dos, como A – B – A). En la figura 1 se presentan con mayor precisión 
las modalidades que estos flujos pueden asumir. 

Por un lado, las importaciones de un país pueden descomponerse en tres: a) 
insumos intermedios consumidos domésticamente –por ejemplo, la Argentina impor-
ta de Alemania autopartes para fabricar autos vendidos en el mercado interno–; b) 
insumos intermedios utilizados para fabricar bienes/servicios que luego serán expor-

FIgura 1 
estimación de la participación en cadenas globales de valor

Fuente: Elaboración propia.

Comercio 
internacional

importaciones

a: insumos intermedios 
consumidos domésticamente

 d: insumos intermedios consumidos 
domésticamente por el importador

F: bienes/servicios  
finales

C: bienes/servicios 
finales

 b: insumos intermedios que son 
re-exportados (Cgv - aguas arriba)

e: insumos intermedios que son re-exportados  
por el importador (Cgv - aguas abajo)

 exportaciones 
(valor agregado 

doméstico)
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Al efecto de la estimación, la base de datos utilizada es la Trade in value Added de 3 ocde (tiva-ocde).
Dentro de los 4 pp, por ejemplo, se incluyen frutas y carnes sin preparar, cereales, oleaginosas, arroz, 
tabaco, lana, algodón, cacao, té, café, madera, carbón, metales ferrosos, petróleo crudo y gas.
Dentro de esta categoría se incluyen alimentos elaborados (frutas y carnes preparadas y aceites 5 

vegetales, por ejemplo), bebidas, tabaco manufacturado, derivados de la madera (celulosa, papel), 
metales no ferrosos, derivados del petróleo, derivaciones del caucho, cemento, piedras preciosas, 
minerales no metálicos y algunas ramas de la industria química básica (lall, 2000).
Según lall (2000), las 6 mbt contienen las mercancías asociadas a la industria textil (hilados, indumentaria, 
calzado, cuero) así como los bienes derivados de la alfarería y la joyería, los muebles, los juguetes, los 
artículos de plástico y las partes y estructuras de metal. las mmt incluyen vehículos y sus partes, motores, 
maquinaria industrial, barcos, relojes, calderas, fibras sintéticas, buena parte de la industria química, 
plásticos, tubos y caños, entre otros. las mat comprenden máquinas de oficina y de procesamiento de 
datos, equipos de telecomunicaciones, televisores, transistores, equipos generadores de fuerza, turbinas, 
medicamentos, aeronaves, instrumentos ópticos y de precisión, cámaras fotográficas, entre otros.
Aquí se incluyen las transacciones no clasificadas y el oro no monetario, entre sus principales subca-7 

tegorías. hemos reclasificado el oro no monetario como pp.
En este caso, los datos han sido tomados de 8 comtrade.

tados –los autos no se venden en el mercado interno sino en el externo– y c) bienes 
y servicios finales –la Argentina importa de otro país un bien/servicio ya terminado, 
sea este de consumo o de capital–. Asimismo, el valor agregado doméstico embebido 
en las exportaciones de un país también puede descomponerse en tres: d) insumos 
intermedios consumidos domésticamente por el importador –por ejemplo, la Argentina 
exporta soja a China, donde se transforma en aceite de soja consumido domésti-
camente–; e) insumos intermedios embebidos en futuras exportaciones del país al 
que la Argentina le exporta –China exporta el aceite de soja en lugar de consumirlo 
domésticamente– y f) bienes/servicios finales –la Argentina exporta golosinas listas 
para consumo final a Bolivia, o una maquinaria a Chile.

Según las convenciones habituales en la literatura, se considerará que b) y e) son 
los flujos comerciales asociados a las cgv. Ahora bien, b) será considerada como 
participación aguas arriba en las cgv, y puede simplificarse como el “valor agregado 
importado en las exportaciones de un país”; por su parte, e) será considerada como 
participación aguas abajo en las cgv, y puede entenderse como el monto de las expor-
taciones de un país que se embebe en las exportaciones de otros países. Se llamará 
“participación total relativa en las cgv” a la relación entre las exportaciones asociadas 
a las cgv –sea aguas arriba o aguas abajo– y el total de las exportaciones del país.3

Acerca de la posición funcional de los países en las cadenas globales de valor
la estimación empírica de la función que ocupan los países en las cgv también pre-
senta complejidades. Con este fin, combinamos tres variables. la primera, denomi-
nada “ExpoTec”, procura calificar la canasta exportable de un país sobre la base de 
las categorías de contenido tecnológico de las mercancías realizada por lall (2000). 
Esta taxonomía divide al total de bienes comercializados en seis grupos: productos 
primarios (pp),4 manufacturas basadas en recursos naturales (mrrnn),5 manufacturas 
de baja tecnología (mbt), manufacturas de media tecnología (mmt), manufacturas de 
alta tecnología (mat)6 y otros.7 El ExpoTec será del 0% si la totalidad de las ventas 
externas de un país fuesen pp, y del 100% si fueran mat. Las categorías intermedias 
fueron ponderadas de la siguiente manera: mrrnn, 25%; mbt, 25%; mmt, 75%. la 
categoría “otros” fue excluida de la ponderación.8
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Son conocidos los cuestionamientos al uso de este tipo de indicadores para aproximar y dimensionar 9 

un concepto tan complejo como el de las capacidades tecnológicas o de innovación de los países, 
principalmente para el caso de los países considerados periféricos. Ambos pueden inducir a cierta 
subestimación, tanto por el lado de los inputs –puede haber actividades o esfuerzos de innovación 
no formalizados como gastos de i+d–, como por el lado de los outputs –no todos los resultados son 
necesariamente patentables o patentados–. Al mismo tiempo, también es reconocida la no disponibi-
lidad de mejores estimaciones comparables a nivel país (lugones et al., 2007).
véase Anexo.10 

En segundo lugar, hemos construido un índice de las capacidades innovadoras 
(ci) de un país, que procura ser un proxy de participación en eslabones con altas 
barreras a la entrada y, por ende, mayor capacidad de apropiación de rentas. Tal 
índice se basa en dos indicadores: el gasto en i+d como porcentaje del pbi (datos 
de Unesco) y las patentes per cápita en la oficina de Patentes y Marcas de Estados 
Unidos (uspto).9 El índice de ci oscila entre 0 (ci nulas) y 100 (ci máximas). A su vez, 
este índice está compuesto por los puntajes obtenidos por los países en gasto en 
i+d como fracción del pbi y patentes per cápita, ambos normalizados de 0 a 100. De 
este modo, los países que registran los valores máximos en cada indicador –Israel y 
Taiwán respectivamente– asumen el valor 100.

Por último, una variable que permite tener mayor idea sobre la posición funcional 
de un país en las cgv es la cantidad de empresas gigantes per cápita. Se asume aquí 
que la emisión de capital, y por lo tanto el origen del capital transnacional, es una de 
las vías decisivas de expansión y control de las cgv y la base de una configuración 
jerárquica de las economías nacionales (Milberg y Winkler, 2013; Carneiro, 2015). 
Para su estimación nos hemos valido de la base de datos Fortune Global 2000 para el 
año 2014, que considera las dos mil empresas más grandes del mundo a partir de la 
combinatoria de cuatro variables: valor de mercado, ventas, ganancias y activos.10 

hemos construido un índice de firmas líderes, del siguiente modo: 

2.001 – posición de la empresa en el ranking Global Fortune 2000

De esta manera, las empresas que ocupen los primeros lugares tendrán un pun-
taje más alto; la que ocupe el puesto 2.000 tendrá un puntaje de 1 (2.001 – 2.000). 
Se ha adoptado la elevación al cuadrado de la fórmula para premiar a las empresas 
que ocupen los mayores lugares del ranking. 

El puntaje de un país en términos del índice de firmas líderes surge de sumar los 
puntajes de todas las empresas de tal país. A este índice lo hemos denominado “abso-
luto”. Asimismo, hemos construido un índice per cápita, que surge de dividir el puntaje 
de un país en el índice de firmas líderes por su población. De alguna manera, podría 
entenderse este índice per cápita como “cuántas empresas gigantes per cápita tiene 
un país”. Como veremos, este índice correlaciona muy fuertemente con el de ci. 

la relación entre la inversión extranjera directa  
y las cadenas globales de valor

El auge de las cgv estuvo muy ligado a la consolidación de los procesos de off- 
shoring y outsourcing, como estrategias deliberadas de las firmas líderes de cada 
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  cadena. El offshoring supone relocalizar la producción en otro país, en tanto que el 
outsourcing implica la subcontratación en otras empresas de algunas actividades 
que originalmente realizaba la firma. De tal modo, por definición, el offshoring implica 
ied; en rigor, el offshoring es más común en las actividades industriales que en las 
extractivas, pues en este último caso no se trata de deslocalizar sino de asegurarse 
el abastecimiento de recursos naturales. De este modo, si todo offshoring supone ied, 
no ocurre lo mismo a la inversa.

En el gráfico 1, se puede ver la relación existente entre el stock de ied como 
porcentaje del pbi y la participación relativa en las cgv al año 2011.11 Si bien hay una 
correlación positiva –como lo indica la recta de regresión–, esta es débil (r2 de 0,06). 
Esto implicaría lo siguiente: una mayor presencia de empresas multinacionales en 
la economía va de la mano con una mayor participación relativa en las cgv, aunque 
hay muchas excepciones a la regla. Por ello, resulta interesante dividir el gráfico 1 en 
cuatro cuadrantes: el noroeste muestra aquellos países con una participación relativa 
en las cgv superior al promedio mundial y con un stock de ied inferior a este. Taiwán y 
Corea del Sur aparecen claramente distanciados del resto, en tanto que Dinamarca, 
rusia, Alemania y Filipinas, si bien participan del cuadrante, se encuentran próximos 
al “centro geográfico” del gráfico. 

la particularidad de Taiwán y Corea del Sur parecería indicar que son empresas 
mayormente nacionales las que explican su alta participación relativa en las cgv. En 
Corea las empresas nacionales Samsung (electrónica), hyundai Motors (autos), Posco 
(siderurgia), Kia Motors (autos), hyundai Mobis (autopartes), lg Chem (químicos y ba-
terías para autos), hyunday heavy Industries (barcos) o sk hynix (semiconductores y 
componentes para la electrónica) son las principales exportadoras; solo Samsung dio 
cuenta del 20% de las exportaciones coreanas en 2011.12 Por su lado, sk hynix supe-
ró los 14 mil millones de dólares de exportaciones en 2014 (más del 2% del país),13 
y hyundai heavy Industries y Kia Motors hoy superan los 15 mil millones de dólares 
cada una.14 En Taiwán, empresas nacionales como Foxconn, Pegatron, Quanta, tmsc 
o asustek son las exportadoras más importantes. El fuerte peso del capital nacional 
en ambos países –si bien decreciente desde la crisis asiática de 1997– encuentra 
sus raíces en el modelo de desarrollo altamente nacionalista implementado desde los 
años sesenta, inspirado en la experiencia japonesa (Thurbon y Weiss, 2006).15

En lo que sigue, el análisis empírico es de tipo “entre puntas”, y establece asociaciones entre variables 11 

para un año dado, 1995, 2011 o 2014 según los casos y la información disponible, o bien compara 
variables y situaciones entre tales extremos. Se asume que, tratándose principalmente de variables 
proxy de características estructurales, resultan escasamente sensibles a coyunturas propias de cada 
uno de los países en tales años.
Disponible en <www.theatlantic.com/business/archive/2012/07/whoa-samsung-is-responsible-for-20-12 

of-south-koreas-economy/260552/>.
Disponible en <www.koreaittimes.com/story/43047/13 sk-hynix-expects-reach-146-tril-won-exports-year>.
Disponible en <www.newsworld.co.kr/detail.htm?no=281>.14 

En efecto, la estrategia coreana de desarrollo mantuvo un estricto control sobre la 15 ied, limitada solo 
a algunos pocos sectores y bajo fuertes condicionalidades –como transferencia tecnológica o requi-
sitos de contenido local–. De este modo, las divisas necesarias para hacer frente a las tensiones en 
la balanza de pagos provinieron mayormente del endeudamiento. En Taiwán se adoptó una postura 
un tanto más flexible respecto de la ied: se la privilegió como fuente de financiamiento externo por 
sobre la deuda. De todos modos, existieron fortísimas condicionalidades y se la restringió a ciertos 
sectores (Thurbon y Weiss, 2006).
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Según Paprzycki y Fukao (2005), una de las razones de esta particularidad estriba en que por siglos la 16 

clase dirigente japonesa ha considerado las influencias externas en la economía como una amenaza, 
por lo que han puesto barreras (explícitas e implícitas) a la ied.
Según hsueh (2011: 2-3), China tuvo un abordaje más permisivo respecto de la 17 ied que Japón, Corea 
y Taiwán en su etapa de despegue industrializador post 1978. En parte, ello se debió a un cambio 
en el contexto mundial –de un paradigma más dirigista en la segunda posguerra al del Consenso 
de Washington–. Sin embargo, el Estado chino ha sido sumamente regulador de la ied: en sectores 
estratégicos –aquellos ligados a la seguridad nacional y a la promoción del desarrollo científico y 
tecnológico–, el Estado ha mantenido un férreo control sobre el capital extranjero; en sectores menos 
estratégicos, el Estado central relaja tales controles y da un mayor poder de decisión a las autoridades 
locales y al sector privado –tanto nacional como foráneo–. Esta estrategia respecto de la ied apunta a 
la transferencia tecnológica de las empresas multinacionales y el consiguiente incremento de la base 
tecnológica nacional y de las capacidades productivas y tecnológicas de las firmas nacionales.
Se mide la variación relativa del 18 stock de ied en dicho período (por ejemplo, si pasó de 10 mil millones 
de dólares a 20 mil millones entre 1995 y 2011, la variación sería del 100%). lo mismo ocurre con la 

El cuadrante sudoeste muestra aquellos países con un stock de ied como por-
centaje del pbi y participación relativa total en cgv menores al promedio mundial. En 
este cuadrante se encuentran Japón, China, Estados Unidos, India, Brasil, Colombia, 
Argentina, Francia, Italia, Turquía, Israel, Arabia Saudita y México. Sin embargo, los 
últimos seis también se encuentran relativamente cerca del “centro geográfico” del 
gráfico. llama la atención el caso de Japón, con el menor stock de ied como porcen-
taje del pbi del mundo (apenas 3,7%) y una participación en las cgv más bien media 
en términos relativos.16 En China se da una situación similar, aunque con un peso algo 
mayor de la ied (10%), que, no obstante, es la segunda más baja de la muestra.17

En el cuadrante nordeste encontramos el caso arquetípico de adscripción a las 
cgv: alta participación relativa y alto peso de las empresas extranjeras en la economía. 
Aquí tenemos a Singapur –cuya estrategia de desarrollo apuntó menos a la creación 
de un empresariado nacional–, Irlanda, Bélgica, los países del Este europeo (Eslova-
quia, república Checa, Polonia y hungría), Malasia, Tailandia y vietnam, entre otros. 

Por último, en el cuadrante sudeste se hallan aquellos países que registran un 
elevado peso de las compañías multinacionales en su economía, pero con una par-
ticipación relativa en las cgv inferior a la media mundial. Si bien países como Nueva 
Zelanda, Suiza o Países Bajos –por mencionar algunos– están dentro de este cua-
drante, no hay ninguno que esté próximo al vértice sudeste: todos se encuentran 
relativamente cerca o del “centro geográfico” o de otro cuadrante.

La correlación entre el stock de ied como porcentaje del pbi y la participación en 
las cgv es positiva, si se considera la modalidad aguas arriba (r2 de 0,09) y se vuelve 
ligeramente negativa en el caso de la modalidad aguas abajo (gráficos 2 y 3). la 
participación del capital extranjero parece ser más importante en términos relativos 
en las economías de los países más especializados en los eslabones finales de la 
cadena que en la de los iniciales; y esto ocurre porque el offshoring implica, en ge-
neral, la relocalización de actividades de menor valor agregado –como el ensamble 
de bienes para uso final– en países periféricos con mano de obra barata. Esto será 
profundizado más adelante.

Por otra parte, el crecimiento del stock de ied de una economía entre 1995 y 2011 
tiene una correlación bastante apreciable con el aumento de la participación en las 
cgv en ese período (r2 de 0,24, gráfico 4).18 Así, los países del cuadrante nordeste son 
aquellos de mayor dinamismo de ambas variables. Prácticamente todos los países de 
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participación en cgv (por ejemplo, si pasó de 50 mil millones de dólares a 150 mil millones, la variación 
sería del 200%). El gráfico está en escala logarítmica para ambas variables.
la imposibilidad de desagregar con claridad las exportaciones de servicios –al ser intangibles y no 19 

pasar por las aduanas nacionales, resulta muy difícil medir el tipo de servicios exportados con preci-
sión– nos obligó a dejarlas fuera del análisis en esta sección.

este cuadrante son emergentes –la única excepción es Noruega–. los bric (Brasil, 
rusia, India y China) están aquí, al igual que los del Este europeo (Polonia, repúbli-
ca Checa, Eslovaquia, hungría y podemos agregar a rumania), Turquía, Sudáfrica, 
Arabia Saudita, México, Colombia, Chile y varios del Sudeste Asiático (Indonesia, 
vietnam, Tailandia y Camboya). 

En contraste, los del cuadrante sudoeste son los de menor crecimiento de ambas 
variables. Aquí la mayoría son países desarrollados “clásicos” (Alemania, Francia, 
Estados Unidos, Dinamarca, Canadá, Nueva Zelanda o Italia), aunque también en-
contramos países de desarrollo tardío como Taiwán, hong Kong, Grecia y Portugal, 
y un subdesarrollado como Filipinas. Este país tuvo un comportamiento peculiar ya 
que disminuyó su participación relativa aguas arriba y la aumentó aguas abajo entre 
1995 y 2011, pasando de ser un exportador de manufacturas para uso final a uno de 
insumos industriales intermedios. 

los cuadrantes noroeste y sudeste muestran países con mayor dinamismo que 
la media mundial en una de las dos variables. Por ejemplo, la Argentina, Australia y 
Malasia tuvieron un crecimiento de su participación en las cgv superiores a la media, 
pero relativamente bajos aumentos de sus stocks de ied (cuadrante noroeste). En 
cambio, el cuadrante sudeste está compuesto exclusivamente por países desarrolla-
dos (Países Bajos, reino Unido, Japón, Finlandia, Suecia, Bélgica, Austria, Singapur, 
Suiza e Israel), que fueron más dinámicos que el promedio mundial en la recepción 
de ied pero no en la participación en las cgv. Es evidente que, salvo puntuales ex-
cepciones, los países en desarrollo han aumentado su participación en las cgv por 
encima del promedio mundial –en la mitad norte del gráfico 4–, y lo contrario ocurrió 
con los países desarrollados –en la mitad sur.

la inserción funcional de los países en  
las cadenas globales de valor: una tipología

hasta ahora nos hemos centrado en analizar la participación de los países en las cgv 
–sea tanto aguas arriba como aguas abajo–, en identificar el rol que la ied ocupa en 
sus economías y en determinar el modo en que ambas variables se relacionan entre 
sí. Sin embargo, no hemos analizado en profundidad dos cuestiones adicionales que 
contribuyen a comprender mejor la geografía económica mundial actual: el perfil de 
la canasta exportable de los países –por ejemplo, ¿centrada en productos primarios 
o en manufacturas sofisticadas?– y las capacidades de los países de generar acti-
vos específicos ligados a la innovación. Del cruce de ambas dimensiones es posible 
establecer una tipología.

En el gráfico 5 se consignan dos variables para 61 países de diversas regiones 
que dan cuenta de casi el 95% del pbi mundial. En el eje vertical se mide el contenido 
tecnológico de la canasta exportable de bienes19 a partir de la clasificación de lall 
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véase sección anterior.20 

los datos del gráfico correspondientes a esta variable son de 2014 y se calcularon con base en 21 

comtrade.
Cabe resaltar que el índice de 22 ci no se aproxima tanto a las ci absolutas de un país, sino a las relativas. 
Es por ello que un país como rusia, que a nivel agregado cuenta con una masa crítica para desplazar 
la frontera tecnológica en ciertas áreas (p. ej., en la industria armamentista), considerablemente mayor 
a la de uno como Portugal –quien tiene un índice levemente mayor de ci–, se encuentra dentro del tipo 
ideal de los “intermedios”. Un índice de ci absolutas –que podrían ser estimadas, por ejemplo, a partir 
del total del gasto en i+d y de la cantidad total de patentes– puede ser muy útil para comprender la 
geopolítica mundial, pero debe ser tomado con cautela a la hora de medir la relación con la calidad 
de vida media de un país. Para un análisis de ci absolutas y relativas, véase Schteingart (2016).

(2000).20 los países que se encuentran más arriba en el gráfico exportan mayormente 
manufacturas de media y alta tecnología, en tanto que los que se encuentran en la 
parte inferior poseen una canasta exportable dominada mayormente por los productos 
primarios, las manufacturas intensivas en recursos naturales o las manufacturas de 
baja tecnología.

Aquí, el ExpoTec mide el peso relativo de este tipo de bienes dentro de la canasta 
exportable de un país, lo cual es diferente al peso absoluto o per cápita. Por poner 
un ejemplo, en Noruega las manufacturas de medio y alto contenido tecnológico 
apenas dan cuenta del 20% de sus exportaciones de bienes, pero en términos per 
cápita representaron 3.783 dólares en promedio para 2010-2013, cifra similar a la de 
reino Unido y ocho veces superior a la de la Argentina –en torno a los 478 dólares 
per cápita–, según datos de comtrade. Por ello, de alguna manera, medir el peso de 
manufacturas de media y alta tecnología en el total de las exportaciones refiere al tipo 
de especialización predominante, aunque ello no quiere decir necesariamente que 
no se exporten otros productos.21

la segunda variable, registrada en el eje horizontal, es una medida de las ci. 
Como ya señalamos, esta variable es un índice que va de 0 a 100 y procura medir, 
a través del gasto en i+d como porcentaje del pbi y las patentes per cápita, la habili-
dad de la estructura productiva de un país para hacer uso de la tecnología existente 
(aprendizaje) y de generar nuevos conocimientos tecnológicos pasibles de ser comer-
cializados (innovación). Mientras más bajo sea este indicador, menores serán dichas 
habilidades.22 Se trata de una variable que oficia de proxy para comprender qué 
función cumplen los países en las cgv. Los países con ci más elevadas se centran 
más en los eslabones de marcados activos específicos y altas barreras a la entrada 
(diseño, i+d, manufacturación de alto know-how, marca) y, por ende, cuentan con 
mayores recursos para apropiarse de rentas extraordinarias. 

El gráfico 5 está dividido en cuatro cuadrantes, a partir del cruce de las dos va-
riables descriptas (ExpoTec y ci). El cuadrante nordeste incluye aquellos países que 
poseen elevados niveles de ExpoTec y ci; en otros términos, se trata de países cuya 
canasta exportable está más bien centrada en bienes de medio y alto contenido tec-
nológico, y que cuentan con elevadas ci endógenas, lo cual se plasma en elevados 
niveles de i+d y patentes per cápita. De alguna manera, estos países tienen sistemas 
nacionales de innovación altamente consolidados, por lo que los denominaremos “in-
novadores industriales”. Aquí encontramos a países como Estados Unidos, Alemania, 
Japón, Francia, Italia, reino Unido, Corea del Sur, Taiwán, Suecia, Finlandia, Israel, 
hong Kong, Singapur, Bélgica, Países Bajos, Austria, Irlanda, España, república Che-
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ca, China, Dinamarca y Canadá. Nótese que este último, en rigor, se encuentra muy  
próximo al cuadrante sudeste, en tanto que España, China y hong Kong están  
muy cercanos al cuadrante noroeste.

En el cuadrante sudeste encontramos aquellos países que tienen una canasta 
exportadora donde los productos primarios y las manufacturas intensivas en recursos 
naturales cuentan con una elevada incidencia, pero que, a la vez, registran elevados 
niveles de gasto en i+d y patentes; de ahí que los denominemos “innovadores con 
base en los recursos naturales”. Aquí tenemos a tres países: Noruega, Australia y Nue-
va Zelanda. Pese a esta inserción internacional centrada en los productos primarios y 
en las manufacturas intensivas en recursos naturales, en los tres se han desarrollado 
sistemas nacionales de innovación que han generado profundos encadenamientos 
con las actividades primarias. A modo de ejemplo, según datos de ocde Stat, en 2011 
el 25% de los gastos empresariales en i+d australianos se generaron por la minería; 
aun más, en la actualidad, alrededor del 65% de las minas mundiales utiliza software 
australiano.23 Nueva Zelanda, por su parte, pese a su pequeño tamaño, es un juga-
dor de peso mundial en la industria láctea –se destaca especialmente en leche en 
polvo–, con una altísima productividad. Noruega, por su lado, ha desarrollado desde 
fines del siglo xix conocimientos sofisticados en geología, biología marina y forestal, 
meteorología y oceanografía y, durante el último cuarto del siglo xx, en la explotación 
offshore del petróleo, sector que se convirtió en el principal motor de la economía 
noruega desde los años setenta (ville y Wicken, 2012).

En el cuadrante sudoeste tenemos a países con un bajo ExpoTec –sus exporta-
ciones están más bien dominadas por los productos primarios, las manufacturas in-
tensivas en recursos naturales o las manufacturas de baja tecnología–, y que además 
cuentan con reducidas ci locales; por ello los llamaremos “no innovadores primariza-
dos”. Se encuentran aquí países como Nigeria, Argelia, Irán, Arabia Saudita, Kuwait, 
Ecuador, Paraguay, venezuela, Perú, Emiratos árabes Unidos, Colombia, Kasajistán, 
Egipto, Uruguay, Ucrania, Indonesia, Chile, Argentina, Sudáfrica, Qatar, rusia, Brasil 
o Grecia. Nótese que, en términos de ci, estos últimos cuatro países no se encuentran 
demasiado lejos del cuadrante sudeste. 

En el cuadrante noroeste encontramos países cuya canasta exportable está do-
minada por las manufacturas de media y alta tecnología, pero que disponen de re-
ducidas ci locales. En rigor, se trata de países que se han insertado en los eslabones 
de “ensamble” y de menor agregación de valor en las cgv, a partir de que sus bajos 
costos laborales más que compensan su baja productividad relativa. De hecho, el 
core tecnológico embebido en las manufacturas que estos países exportan no está 
concebido fronteras adentro. Es por tal razón que los hemos designado como “en-
sambladores”. En una eventual fotografía de la década de 1960, previo a las etapas 
de relocalización mundial de las cadenas productivas, este cuadrante estaría ausente. 
Forman parte de este grupo países como Filipinas, Tailandia, México, rumania, viet-
nam, Turquía, Costa rica, India, Polonia, Eslovaquia, Malasia, hungría y Portugal, si 
bien estos últimos cinco se encuentran relativamente cerca del cuadrante nordeste. 
la India, por su lado, se encuentra como un “híbrido” entre el cuadrante noroeste y 
el sudoeste, al igual que Ucrania y Grecia.

véase <www.mining-technology.com/features/featureaustralia-unlimited-exporting-australian-mining-23 

expertise-4179610/>.
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  Por último, aparece un quinto tipo, que agrupa aquellos países que, si bien son 
heterogéneos respecto del tipo de bienes en el que están especializados, comparten 
índices de ci cercanos al promedio. Por ello es que hemos preferido reclasificar como 
“intermedios” a países de la periferia europea como Polonia, Eslovaquia, hungría, 
España, Grecia y Portugal, junto con hong Kong, Qatar, Brasil, rusia y China. Nótese 
que tres de los cuatro bric están aquí, con China exportando mayormente manufac-
turas de medio y alto contenido tecnológico, y Brasil y rusia más especializados en 
productos primarios. la India –el bric faltante– está relativamente próxima a este 
grupo de los “intermedios”: su ExpoTec es más bien intermedio, pero su índice de ci 
es más bajo que los de rusia, Brasil y China.

Debe observarse que existe una altísima correlación entre el idh y la posesión de 
ci. Todos los países “innovadores”, sean “industriales” o “con base en los recursos 
naturales” tienen guarismos muy elevados de idh, lo cual no ocurre con los “ensambla-
dores” o los “no innovadores primarizados”.24 De esta manera, el nivel de desarrollo 
parece estar mucho más asociado a la existencia de tales ci que a la composición de 
las exportaciones. Si bien es cierto que la mayoría de los países desarrollados posee 
una canasta exportable dominada por las manufacturas de media y alta tecnología, 
también existen países como Australia, Nueva Zelanda, Noruega y, en menor medida, 
Canadá, donde los recursos naturales han sido –y siguen siendo– palancas clave del 
desarrollo. Por el contrario, países como México, Filipinas o Tailandia, entre otros, 
cuentan con una canasta exportable relativamente similar a la de Alemania, Japón o 
Estados Unidos y, sin embargo, lejos están de ser desarrollados.

estructura de exportaciones, capacidades innovadoras  
e inserción en las cadenas globales de valor

En los gráficos 6, 7 y 8 se presenta la relación existente entre el ExpoTec y la partici-
pación relativa total, aguas arriba y aguas abajo en cgv, respectivamente. Por un lado, 
se aprecia que existe una cierta correlación entre la participación relativa en las cgv y 
el perfil de la canasta exportable (r2 de 0,23, gráfico 6), de modo que los países que 
más participan en las cgv tienden a tener una canasta exportable más dominada por 
las manufacturas de media y alta tecnología. Sin embargo, hay excepciones, como 
Noruega, Chile o rusia, con una participación en las cgv por encima de la media 
mundial y un ExpoTec bajo; o como Japón y Estados Unidos, con una participación 
en las cgv inferior a la media mundial y un ExpoTec alto. 

la correlación entre ambas variables se intensifica cuando se considera solo la 
participación relativa aguas arriba (r2 de 0,39, gráfico 7), aunque también aparecen 
algunos outliers marcados, como Estados Unidos, Japón y Camboya; en este último 
caso, el ExpoTec es bajo por estar especializado en manufacturas de baja tecnología 
como la indumentaria.

Por el contrario, la asociación entre el ExpoTec y la participación relativa aguas 
abajo en las cgv es negativa y más débil que en la modalidad aguas arriba (r2 de 
-0,17, gráfico 8). En este caso hay cuatro países que son claramente outliers. Japón, 
con la particularidad de una muy alta participación aguas abajo en tanto proveedor 

 Para un mayor desarrollo, véase Schteingart y Coatz (2015).24 
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  de insumos intermedios manufacturados, a diferencia de países como Noruega, rusia 
o Arabia Saudita, entre otros, que son proveedores de productos primarios; también 
Camboya, país que se encuentra cerca de la demanda final vía la confección de 
prendas de vestir. La Argentina y Nueva Zelanda lo son fundamentalmente por su 
especialización en productos agroindustriales: a diferencia de los hidrocarburos o los 
minerales –bienes intermedios en general transformados por los países importadores 
con vistas a una nueva exportación–, los productos agroindustriales suelen ser bienes 
finales o intermedios, si son consumidos en el país de destino. 

Ahora bien, la relación entre la participación relativa en las cgv y las ci de los 
países es baja (r2 de 0,07, gráfico 9). Por un lado, en el cuadrante nordeste se en-
cuentran países con altas ci y con una participación total relativa en las cgv superior 
al promedio mundial, y son Corea, Taiwán, Singapur, Finlandia, Irlanda, Bélgica, Dina-
marca y Finlandia los más paradigmáticos al respecto. En el cuadrante sudoeste están 
aquellos países con bajas ci y una participación relativa en las cgv inferior a la media 
mundial: la Argentina, Brasil, Colombia, Turquía o Indonesia son los que se hallan más 
próximos al vértice sudoeste del gráfico. En los cuadrantes noroeste y sudeste están 
los países que más contradicen la asociación entre variables. Por un lado, Estados 
Unidos, Nueva Zelanda o Canadá, entre otros, se destacan por poseer altas ci y una 
baja participación relativa total en las cgv. Por el otro, Eslovaquia, Malasia, Polonia, 
Malasia, vietnam o Filipinas –por mencionar algunos– poseen una participación rela-
tiva en cgv superior a la media mundial, pero moderadas o bajas ci.

las grandes multinacionales: origen y sectores

las grandes multinacionales, actores clave de la reconfiguración de la geografía eco-
nómica mundial de las últimas décadas, han tenido un rol crucial en la coordinación 
de cadenas crecientemente complejas, basadas en la posesión de determinadas 
capacidades difícilmente replicables por sus competidores. El estudio de sus caracte-
rísticas principales, su origen, su inscripción sectorial y sus ci resulta complementario 
del análisis a nivel de países presentado hasta aquí.

La revista Forbes, en su anual Fortune Global 2000 para el año 2014, presenta 
un ranking de las dos mil empresas más grandes del mundo organizado a partir del 
cruce de cuatro variables: valor de mercado de las firmas, ventas anuales, ganancias 
anuales y activos. Con base en este ranking, hemos construido un “índice de empresa 
líder”25 y, posteriormente, hemos clasificado a las empresas según su nacionalidad 
de origen, lo que a su vez permite establecer un ranking de países propietarios de 
activos transnacionales, tanto en términos absolutos como per cápita (cuadro 1).26

Estados Unidos sigue dominando claramente en esta dimensión, ya que posee el 
control del 28,5% del total de empresas incluidas en esta “megacúpula empresaria” 
mundial, del 41,1% de su valor de mercado, del 30,1% de sus ventas y del 23,1% de 
sus activos. El hegemón norteamericano puntúa 826,3 unidades en nuestro “índice 
absoluto de firmas líderes” y da cuenta del 31% global; gigantes como jp Morgan 
(finanzas), ExxonMobil (energía), General Electric (energía), Apple (electrónica de 

véase el subtítulo “Cuestiones metodológicas”.25 

A dicho índice se lo dividió por 1.000.000, para facilitar la lectura.26 
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  consumo), Citigroup (finanzas), Chevron (energía), WalMart (retail), at&t (telecomuni-
caciones), Microsoft (informática), ibm (informática), Procter & Gamble (bienes de con-
sumo masivo), Johnson y Johnson (bienes de consumo masivo), Google (informática), 
General Motors (automotriz), Pfizer (medicamentos), hewlett-Packard (informática y 
electrónica), Coca Cola (alimentos y bebidas), Intel (electrónica) y Boeing (aeroespa-
cial) son algunos ejemplos del más de medio millar de firmas estadounidenses que 
integran el lote.

luego, Japón explica el 11,3% de la megacúpula, con un “índice absoluto de 
firmas líderes” del 10%; compañías como Toyota (automotriz), Mitsubishi Financial 
(finanzas), Sumitomo Mitsui Financial (finanzas), honda (automotriz), Nissan (auto-
motriz), Mitsubishi Corp. (comercio), hitachi (electrónica), Canon (electrónica), Sony 
(electrónica), Panasonic (electrónica), Bridgestone (neumáticos y autopartes) y Toshi-
ba (electrónica) se destacan entre las más de 200 de origen japonés. China ocupa el 
tercer lugar, con el 7,5% de las empresas y un índice del 6,8%; compañías financieras 
como icbc, China Construction Bank, Agricultural Bank of China o el Bank of China, 
junto con otras como PetroChina (energía), Sinopec (energía), China Telecom (teleco-
municaciones) o saic Motor (automotriz) son algunas de las más grandes. 

A continuación, tres países europeos ocupan las posiciones siguientes. reino 
Unido posee el 4,7% de las empresas más grandes y un “índice absoluto de firmas 
líderes” del 5,3%; Francia alcanza el 3,3% y el 4,8%, respectivamente; y Alemania 
explica el 2,6% del número total de firmas, con un índice del 3,5%.27 Canadá aparece 
en el séptimo lugar (2,9% y 3,3%, respectivamente) y a continuación se ubican dos 
de los emergentes asiáticos: Corea del Sur, con 61 empresas en el ranking de las 
dos mil más grandes (3,1%) –principalmente vinculadas a los complejos metalmecá-
nico y electrónico– y un puntaje de 73 en el “índice absoluto de firmas líderes” (2,7% 
mundial); y hong Kong (2,9% y 2,7%, respectivamente), aunque muy probablemente 
en este caso se trate de firmas chinas con sede en esta ciudad-Estado. Suiza com-
pleta el top 10, con 49 empresas (2,5% y 2,7%), entre las que destacan algunas de 
medicamentos y finanzas. Estos diez países explican el 69% de las dos mil empresas 
líderes a nivel mundial y concentran un poco más del 77% del valor de mercado, las 
ventas y las ganancias y el 75,6% de los activos totales.28

Dentro de los emergentes, además de los ya mencionados, sobresalen India –que 
ocupa el undécimo lugar, con 55 firmas (2,8%) y un puntaje de 60,8 en el “índice” 
(2,3% mundial)–, rusia (28 firmas), Brasil (25), Arabia Saudita (20), Malasia (17), 
Tailandia (17), México (16), Sudáfrica (15) y Turquía (12). En Brasil, se destacan com-

Sin embargo, Alemania supera largamente a estos otros dos países en 27 pbi y en exportaciones. la razón 
principal reside en el predominio de los “campeones ocultos” alemanes –hidden champions, término 
acuñado por hermann Simon en 1996 en su libro Hidden champions: lessons from 500 of the world’s 
best unknown companies–, empresas grandes –pero no gigantes– o pymes de altísima productividad, 
especialización en nichos y capacidades innovadoras. El llamado Mittelstand alemán está nutrido de 
este tipo de firmas, a diferencia de Francia, por ejemplo, caracterizada por una trama empresarial más 
polarizada entre gigantes multinacionales de muy elevada internacionalización y pymes relativamente 
más rezagadas en términos competitivos.
llama la atención el relativo rezago de Italia, que aparece en el puesto 18, pese a que es la octava 28 

economía mundial. Ello se debe al enorme peso de las pymes en la economía italiana, que compensa 
la relativa escasez de empresas gigantes. A modo de ejemplo, en 2012 el 68% del valor agregado 
italiano fue explicado por pymes, cifra muy superior al promedio de la Unión Europea (57,6%) (datos 
de eu Commission, london Economics).
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pañías como Petrobras (energía), Itaú (finanzas), Bradesco (finanzas), Banco do Brasil 
(finanzas), vale (minería), jbs (alimentos) o Embraer (aeronáutica); en México, América 
Móvil (servicios de telecomunicaciones), Femsa (bebidas), Cemex (cemento), Televisa 
(cable y televisión) o Bimbo (alimentos). Chile posee ocho compañías en el top 2.000 
–entre las que se encuentran Falabella y Cencosud (comercio), y lan (aerolínea)– y 
Colombia, seis compañías –se destaca la energética Ecopetrol–. la Argentina apenas 
tiene dos firmas en el ranking (Ternium y Tenaris, siderúrgicas), ambas pertenecientes 
al holding Techint y con sede formal en luxemburgo.

la configuración sectorial del panel exhibe un elevado grado de concentración 
(cuadro 2). El 25,5% está compuesto por firmas ligadas al sector financiero (bancos, 
servicios financieros y seguros), que acumulan un 27,5% en términos del índice ab-
soluto y casi un tercio del total de ganancias. El sector de petróleo y gas es también 
muy importante, con el 4,8% del total de las firmas, el 14,3% de las ventas y el 6,4% 
del share en el “índice absoluto de firmas líderes”. Por su parte, las actividades de 
radiodifusión y telecomunicaciones, electricidad, gas y agua, comercio, electrónica, 
maquinaria, automotriz, alimentos y bebidas, químicos, medicamentos, y minería y 
metales también tienen un peso considerable en el ranking. En conjunto, todas las 
ramas anteriormente mencionadas dan cuenta del 77,5% del “índice absoluto de 
firmas líderes”. 

Prácticamente, no hay cgv en la que empresas con origen en los Estados Unidos 
no participe activa y preponderantemente; estas firmas lideran en forma abrumadora 
en sectores como servicios para la salud, hoteles y restaurantes, equipos médicos, 
informática, aeroespacial, medicamentos y artículos de limpieza y cuidado, a la vez 
que ocupan lugares de privilegio en electrónica, alimentos y bebidas, conglomerados 
diversificados, maquinaria pesada, indumentaria, petróleo y gas, químicos, servicios 
financieros, y seguros y servicios empresariales (cuadro 3). Tienen menor presencia 
en materiales para la construcción (lideran Francia, China, Japón y Suiza), bancos 
(China), inmobiliarias (hong Kong), servicios de construcción (China, Japón y Francia) 
y minería y metales (China y Japón).

la participación de empresas japonesas tiende a ser más concentrada en tér-
minos sectoriales. Destaca su presencia en automotriz (33,5% del share global en 
el índice absoluto, en el primer puesto) y electrónica (23,9%, también en el primer 
puesto); por el contrario, no cuenta con empresas de élite en campos como el ae-
roespacial, informática o servicios para la salud. En el caso de China, su poderío es 
notorio en ramas ligadas a la construcción (materiales de construcción, servicios 
de construcción e inmobiliarias), actividades protagonistas del boom derivado de la 
acelerada urbanización y la expansión de la infraestructura en las últimas décadas. 
la presencia china también es muy fuerte en bancos y minería y metales –es el mayor 
productor mundial de mineral de hierro, acero y carbón–; en cambio, el gigante asiáti-
co todavía no cuenta con campeones mundiales en sectores como el aeroespacial, la 
indumentaria –aquí es un país ensamblador, no tiene marcas propias de renombre–, 
la industria química o de la salud.

las firmas británicas tienen una injerencia destacada en campos como el ae-
roespacial, la industria editorial, servicios financieros y seguros, medicamentos, ser-
vicios empresariales, minería y metales, alimentos y bebidas y artículos de limpieza y  
cuidado; a la vez, su presencia es relativamente baja en las industrias automotriz 
y electrónica. Las empresas francesas se destacan en los sectores aeroespacial, 
automotriz, artículos de limpieza y cuidado, indumentaria, materiales y servicios de 
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  construcción, y servicios empresariales, en tanto que su presencia es más débil en 
minería y metales, petróleo y gas o la electrónica. Los gigantes alemanes participan 
más activamente en campos como el automotriz, indumentaria, artículos de limpieza y 
cuidado, químicos, equipos médicos y materiales de construcción. llama la atención 
la ausencia de empresas alemanas en el sector de maquinarias, donde Alemania se 
destaca fuertemente a nivel de exportaciones; aquí vale perfectamente el ya mencio-
nado fenómeno de los hidden champions. 

Ahora bien, ¿es posible establecer alguna relación entre nuestro indicador de ci 
nacionales descripto anteriormente y la presencia de grandes empresas en el Fortune 
Global 2000? En principio, puede observarse que la correlación entre ambas variables 
es elevada (r2 de 0,57, gráfico 10);29 ciertamente, los países de altas ci son también 
aquellos que presentan puntajes elevados según el índice de firmas líderes per cápita. 
Dicho esto, hay que considerar algunos pocos outliers dignos de mención. Por ejem-
plo: hong Kong lidera el ranking de países según esta última variable, pero se ubica 
en rangos más modestos en ci; es muy probable que la localización de los headquar-
ters de muchas empresas chinas en este país provoque una distorsión estadística. 
Inversamente, Israel lidera el ranking de ci y está algo rezagado en el índice de firmas 
líderes per cápita; en este caso, es conocido que su dinamismo innovador se basa 
principalmente en start-ups más que a través de grandes campeones nacionales.30 
Por su parte, países de Medio oriente como Qatar, Emiratos árabes, Kuwait o Arabia 

Al efecto de esta regresión, el índice de firmas líderes fue considerado en términos per cápita.29 

Israel es el segundo país del mundo en cantidad de firmas presentes en el 30 nasdaq, según Senor y 
Singer (2009).

cuaDro 4
las diez empresas que más gastan en investigación  

y desarrollo a nivel mundial (2013)

notas: Los valores de gastos en i+d están en miles de millones de dólares. usa: Estados Unidos.
Fuente: Elaboración propia con base en Forbes Fortune Global 2000.

empresa

volkswagen
samsung
intel
microsoft
roche
novartis
toyota
johnson & johnson
google
merck

país

Alemania
Corea
usa

usa

Suiza
Suiza
Japón
usa

usa

usa

rama

Automotriz
Electrónica
Electrónica
Informática
Medicamentos
Medicamentos
Automotriz
Equipos médicos
Informática
Medicamentos

sector

Industria
Industria
Industria
Servicios
Industria
Industria
Industria
Industria
Servicios
Industria

gastos  
en i+d

13.500
13.400
10.600
10.400
10.000
9.900
9.100
8.200
8.000
7.500

i+d /  
ventas

5,2%
6,4%

20,1%
13,4%
19,0%
16,8%
3,5%

11,5%
13,2%
17,0%

Ranking  
índice combinado 

Forbes

19
22
78
32
90
54
12
41
52
99
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Saudita presentan índices de firmas líderes per cápita relativamente elevados y ci 
más bien bajas; la explicación reside en la existencia de grandes bancos nacionales 
que absorben buena parte de sus extraordinarias rentas petroleras. 

Debe señalarse como un dato más que representativo de la configuración y diná-
micas analizadas hasta aquí el hecho de que todas las empresas con el mayor gasto 
absoluto en i+d se encuentran dentro del top 100 del Fortune Global 2000 (cuadro 
4). Solo las primeras diez empresas –especializadas principalmente en las industrias 
automotriz, farmacéutica, electrónica e informática– gastaron en conjunto cerca del 
10% del total de los gastos en i+d mundiales, estimados en 1,7 billones de dólares 
(cifras para 2013).31 

conclusiones

En las últimas cuatro décadas la geografía económica mundial se ha transformado 
profundamente. Una de las manifestaciones de dichos cambios es que en la actua-
lidad la clásica sinonimia entre “países desarrollados = países manufactureros” y 
“países subdesarrollados = países exportadores de materias primas” se ha vuelto 
más borrosa, a partir de la aparición de un conjunto de países aquí definidos como 
“ensambladores”, caracterizados por exportar manufacturas de media y alta tecno-
logía pero sin mayores capacidades endógenas de innovación tecnológica. En todo 
caso, el común denominador del desarrollo parece estar en la disponibilidad y el 
control de tales capacidades, más que en la composición de la canasta exportable o 
del pbi. A su vez, la disponibilidad de elevadas capacidades suele estar asociada a 
la existencia de grandes campeones nacionales –tanto privados como públicos– con 
potencia inversora en i+d; y que han liderado la construcción de la nueva geografía 
económica mundial, organizada sobre la base de las cgv.

¿Qué opciones tienen los países periféricos? Una mayor participación en las cgv o 
una mayor extranjerización de las estructuras productivas locales no necesariamente 
se correlaciona positivamente con la disponibilidad de ci ni con su acumulación. No 
parece que la solución estribe en la aplicación de las difundidas recetas para insertar-
se activamente en las cgv y para beneficiarse de los flujos internacionales de capital 
como la mera liberalización comercial, la plena desregulación de los flujos de ied o el 
disciplinamiento salarial (para una formulación reciente véase, por ejemplo, unctad, 
2013). Si bien este trabajo no aborda específicamente la cuestión, cabe señalar que 
múltiples estudios32 demuestran que el principal impulso al desarrollo tecnológico de 
los países ha venido de la mano de estados que durante décadas han ejecutado –y 
siguen ejecutando– consistentemente políticas industriales, científicas y tecnológicas 
que les han permitido crear las capacidades sobre las que se sustenta actualmente 
su posicionamiento en los eslabones y funciones de las cgv con mayores barreras 
a la entrada. 

Disponible en <http://www.progressive-economy.org/trade_facts/world-rd-spending-1-7-trillion/>, con 31 

base en ocde y National Science Foundation.
Para Estados Unidos, véanse Mazzucatto (2011) o Wade (2014); para Europa, véase Grabas y Nüt-32 

zenadel (2014); para Corea, véanse Evans (1996), Amsden (2001) y Kohli (2004); para Taiwán, véase 
Wade (1990); para Japón, véase Johnson (1982); para China, véanse Fan (2004), heilman y Shih 
(2013) y lo y Wu (2014); para Noruega, véase Fagerberg et al. (2009).



145CADENAS GloBAlES DE vAlor, INNovACIóN y EMPrESAS TrANSNACIoNAlES...

  De cara al desarrollo de la periferia, entonces, la pregunta central –y la tarea 
correspondiente– parece acercarse más a qué tipo de política industrial, científica y 
tecnológica es necesaria para mejorar su posición funcional en la geografía econó-
mica mundial. Quienes ocupan las posiciones con mayores barreras a la entrada –los 
países centrales y sus firmas líderes– y, por ende, dominan la división internacional 
del trabajo difícilmente abran el juego, por lo que no hay que olvidar que la tarea del 
cambio estructural para el desarrollo será siempre conflictiva. En cualquier caso, 
coincidimos con Dalle et al. (2013) en que el debate en curso sobre desarrollo y cgv 
debe recuperar el eslabón perdido clave en el análisis, el de la política industrial, 
científica y tecnológica, y dejar de focalizarse en cómo liberalizar y desregular –más– 
las economías de la periferia.  
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aneXo

cuaDro a1
Indicadores de desarrollo económico, participación en cgv  

y stock de ied como porcentaje del pbi (2011)

Fuente: Elaboración propia con base en Banco Mundial, pnud, unctad y tiva-ocde.

país 

noruega
australia
suiza
dinamarca
países bajos
estados unidos
alemania
irlanda
Canadá
nueva zelanda
singapur
suecia
Hong Kong
reino unido
Corea del sur
israel
bélgica
japón
Francia
austria
Finlandia
taiwán
italia
españa
república Checa
grecia
polonia
eslovaquia
portugal
Hungría
Chile
argentina
arabia saudita
rusia
rumania
malasia
Costa rica
turquía
méxico
brasil
tailandia
Colombia
China
indonesia
vietnam
Filipinas
sudáfrica
india
Camboya

 idh 
 

0,941   
0,930   
0,930   
0,920   
0,919   
0,911   
0,911   
0,909   
0,909   
0,907   
0,903   
0,903   
0,902   
0,901   
0,891   
0,888   
0,886   
0,886   
0,884   
0,881   
0,881   
0,880   
0,873   
0,870   
0,866   
0,864   
0,833   
0,832   
0,825   
0,823   
0,821   
0,818   
0,816   
0,790   
0,786   
0,772   
0,756   
0,751   
0,748   
0,742   
0,721   
0,713   
0,707   
0,671   
0,657   
0,653   
0,651   
0,597   
0,541   

pbi per 
cápita 

 
 

80.623   
46.132   
58.686   
43.575   
44.591   
49.675   
43.189   
48.980   
42.197   
32.057   
61.672   
42.079   
44.532   
34.971   
32.225   
29.370   
38.130   
34.979   
36.691   
41.446   
38.432   
38.565   
35.151   
31.600   
26.725   
24.349   
21.837   
22.483   
25.133   
20.886   
19.705   
20.003   
48.470   
23.130   
17.174   
19.390   
12.366   
17.919   
15.210   
14.831   
13.318   
11.788   
10.221   
8.849   
4.786   
5.851   
11.838   
4.768   
2.496   

participación 
aguas 

arriba (i)

17,2%
14,1%
21,7%
32,8%
20,0%
15,0%
25,5%
43,5%
23,4%
16,6%
41,7%
29,0%
20,4%
22,9%
41,6%
25,0%
34,4%
14,7%
25,1%
27,6%
34,6%
43,5%
26,4%
26,8%
45,1%
24,9%
32,3%
46,7%
32,6%
48,5%
20,2%
14,1%
3,3%
13,7%
24,4%
40,6%
27,8%
25,7%
31,7%
10,7%
39,0%
7,7%
32,1%
12,0%
36,3%
23,5%
19,5%
24,0%
36,8%

participación 
aguas 

abajo (ii)

40,5%
29,5%
25,7%
24,1%
27,5%
24,9%
24,1%
15,7%
19,0%
16,6%
19,9%
24,6%
23,2%
24,7%
20,5%
19,3%
23,5%
32,8%
21,9%
24,7%
22,7%
24,1%
21,1%
19,7%
19,6%
18,4%
23,3%
20,6%
17,7%
16,6%
31,7%
16,4%
42,0%
38,1%
24,6%
19,8%
16,9%
15,3%
15,1%
24,5%
15,4%
30,2%
15,6%
31,5%
16,0%
27,4%
26,5%
19,1%
11,9%

participación 
total en 

Cgv (i) + (ii)

57,7%
43,6%
47,3%
56,9%
47,4%
39,9%
49,6%
59,2%
42,4%
33,3%
61,6%
53,7%
43,6%
47,6%
62,1%
44,3%
57,9%
47,4%
47,0%
52,3%
57,3%
67,6%
47,6%
46,5%
64,7%
43,3%
55,5%
67,3%
50,3%
65,1%
51,9%
30,5%
45,3%
51,8%
49,0%
60,4%
44,6%
41,0%
46,8%
35,2%
54,4%
37,9%
47,7%
43,5%
52,3%
50,9%
45,9%
43,1%
48,7%

Stock de 
ied como % 

del pbi 
 

41,0   
38,6   

104,1   
29,7   
78,3   
23,1   
21,0   

139,0   
34,8   
41,1   

271,0   
67,2   

458,3   
48,7   
10,2   
26,7   

163,1   
3,7   

24,9   
39,1   
35,1   
12,5   
16,3   
44,5   
60,4   
10,6   
38,4   
56,4   
47,8   
71,1   
68,4   
17,4   
29,5   
27,2   
40,8   
41,5   
39,9   
22,4   
31,5   
31,0   
42,4   
29,5   
9,9   

22,9   
47,9   
13,8   
42,4   
11,5   
48,4   
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cuaDro a2

Indicadores de desarrollo económico, contenido tecnológico  
de las exportaciones (expotec), capacidades innovadoras  

y grandes empresas per cápita (2011-2014)

nota: Los datos de idh y pbi per cápita corresponden a 2011, los de ExpoTec y ci son promedio 2011-
2014 y el ranking Fortune Global corresponde a 2014.
Fuente: Elaboración propia con base en Banco Mundial, pnud, comtrade, Unesco, uspto y ranking 
Fortune Global 2000.

país 

noruega
australia
suiza
dinamarca
países bajos
alemania
estados unidos
Canadá
irlanda
singapur
suecia
Hong Kong
reino unido
Corea del sur
israel
bélgica
japón
Francia
austria
Finlandia
taiwán
italia
españa
república Checa
grecia
polonia
portugal
Hungría
Chile
argentina
arabia saudita
rusia
malasia
turquía
méxico
brasil
tailandia
Colombia
China
indonesia
vietnam
Filipinas
sudáfrica
india

 idh 
 

0,941   
0,930   
0,930   
0,920   
0,919   
0,911   
0,911   
0,909   
0,909   
0,903   
0,903   
0,902   
0,901   
0,891   
0,888   
0,886   
0,886   
0,884   
0,881   
0,881   
0,880   
0,873   
0,870   
0,866   
0,864   
0,833   
0,825   
0,823   
0,821   
0,818   
0,816   
0,790   
0,772   
0,751   
0,748   
0,742   
0,721   
0,713   
0,707   
0,671   
0,657   
0,653   
0,651   
0,597   

pbi per 
cápita 

 
80.623   
46.132   
58.686   
43.575   
44.591   
43.189   
49.675   
42.197   
48.980   
61.672   
42.079   
44.532   
34.971   
32.225   
29.370   
38.130   
34.979   
36.691   
41.446   
38.432   
38.565   
35.151   
31.600   
26.725   
24.349   
21.837   
25.133   
20.886   
19.705   
20.003   
48.470   
23.130   
19.390   
17.919   
15.210   
14.831   
13.318   
11.788   
10.221   
8.849   
4.786   
5.851   
11.838   
4.768   

expotec

15,8   
10,5   
64,4   
47,2   
47,1   
59,5   
55,1   
36,9   
54,7   
67,1   
54,6   
67,0   
50,8   
65,2   
55,5   
50,5   
69,5   
59,4   
57,9   
48,4   
69,3   
53,6   
49,0   
60,4   
33,5   
50,3   
42,0   
63,3   
17,0   
28,5   
7,1   
16,0   
53,0   
42,3   
60,8   
24,8   
51,6   
12,2   
64,0   
26,5   
45,3   
65,8   
31,3   
36,0   

ci

69,7   
73,3   
88,5   
86,2   
74,4   
84,3   
83,4   
73,0   
68,8   
76,4   
89,6   
53,9   
68,2   
97,4   
99,9   
75,7   
93,5   
73,6   
81,6   
90,5   
91,9   
56,9   
50,8   
59,3   
38,0   
35,7   
44,8   
51,6   
25,1   
26,2   
24,9   
37,7   
44,1   
30,3   
22,9   
34,3   
18,6   
13,9   
51,4   
3,0   
7,2   
9,0   

32,0   
31,2   

índice grandes em-
presas per cápita

0,88   
0,84   
0,99   
0,84   
0,85   
0,77   
0,85   
0,85   
0,92   
0,90   
0,91   
1,00   
0,83   
0,79   
0,73   
0,77   
0,83   
0,82   
0,78   
0,84   
0,81   
0,69   
0,75   
0,59   
0,71   
0,58   
0,71   
0,53   
0,66   
0,44   
0,71   
0,63   
0,70   
0,60   
0,56   
0,55   
0,61   
0,56   
0,53   
0,40   
0,10   
0,43   
0,63   
0,42   

Cuadrante 
(gráfico 5) 

Sudeste
Sudeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste

Intermedios  
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste
Nordeste

Intermedios  
Intermedios  
Intermedios  
Intermedios  
Intermedios  
Intermedios  
Sudoeste
Sudoeste
Sudoeste

Intermedios  
Intermedios  

Noroeste
Noroeste
Sudoeste
Noroeste
Sudoeste

Intermedios  
Sudoeste
Noroeste
Noroeste
Sudoeste
Noroeste
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design of a product to its final use. The aim of the 
paper is to measure and explain which countries 
dominate gvc; study the nationality of transnatio-
nal enterprises that controls gvc and the sectors 
of activity in which they operate; determine if the-
re is any empirical relationship between parti-
cipation of countries in gvc and the dynamics 
of fdi; and finally, analyze the impacts of these 
dynamics on economic development.

the global economy has undergone profound 
transformations in the last four decades, both in 
its financial and productive dimension. Regar-
ding the latter, it is worth mention that since the 
mid-1970s (even in the 1960s) the organization 
of production became increasingly governed by 
what are known as “Global Value Chains” (gvc), 
and that can be defined as the sequence of ac-
tivities that firms and workers perform from the 

pales de este artículo son avanzar en la determi-
nación y medición de las diferentes posiciones 
que ocupan los países en las cgv, precisar y 
evaluar la eventual existencia de alguna relación 
empírica entre la participación de los países en 
las cgv y la dinámica de la ied, identificar la na-
cionalidad y los sectores de especialización de 
las grandes empresas transnacionales que do-
minan las cgv y, finalmente, reflexionar acerca 
del impacto de estas dinámicas sobre el desa-
rrollo económico.

La economía global ha sufrido profundas trans-
formaciones en las últimas cuatro décadas, tan-
to en su dimensión financiera como productiva. 
Desde mediados de los años setenta –y ya con 
antecedentes en los años sesenta–, la organi-
zación de la producción pasó a estar cada vez 
más regida por lo que se conoce como las “ca-
denas globales de valor” (cgv), definidas como 
la secuencia de actividades que las firmas y 
los trabajadores realizan desde el diseño de un 
producto hasta su uso final. Los objetivos princi-
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Este libro de Juan Pedro Blois ofrece una 
serie de innovaciones importantes que van 
más allá del simple interés por la trayecto-
ria de la sociología en –y alrededor de– la 
Universidad de Buenos Aires (uba). No se 
trata, claro está, de desconocer la impor-
tancia de una reconstrucción que presenta 
una inédita visión de conjunto del proceso 
de emergencia, expansión, crisis y recom-
posición de esta disciplina en la Argentina 
–proceso observado sobre todo aunque no 
exclusivamente desde la institución que fue 
durante cinco décadas el espacio central 
de su organización–. Con todo, lo que me 
propongo aquí es destacar el interés de sus 
opciones teórico-metodológicas, tanto como 
la capacidad del libro a la hora de interpe-
lar los debates actuales sobre la historia de 
las ciencias sociales en diversos contextos 
nacionales, entre ellos el brasileño, espacio 
desde donde escribo esta reseña.

Es importante señalar que este libro fue 
producido en el marco de una circulación 

entre la Argentina y Brasil, y beneficiado por 
las políticas científicas –hoy lamentablemen-
te en riesgo– tendientes a integrar la labor 
de los investigadores latinoamericanos. Aun 
cuando las cuestiones analizadas se refie-
ran prioritariamente a los colegas situados 
al sur del Río de la Plata, los contrapuntos 
con la experiencia brasileña –y, en menor 
grado, chilena– emergen una y otra vez, y 
resulta en una desnaturalización recíproca 
de ciertos esquemas habituales de interpre-
tación. En ese sentido, si bien no se pro-
pone desarrollar un análisis comparativo, el 
libro se inserta en el conjunto de trabajos 
recientes que viene contribuyendo a una 
agenda transnacional de investigaciones 
sobre las ciencias sociales en la región, 
sea a través de la comparación entre casos 
nacionales o analizando la constitución de 
un espacio propiamente regional de organi-
zación y circulación de la sociología (Brasil 
Jr., 2013; Blanco y Jackson, 2014; Grisendi, 
2014; Bringel et al., 2015; Blanco y Brasil 
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tución de la sociología en la Argentina. Aun 
cuando no explicite su evaluación crítica de 
las teorías sobre el campo científico de Pie-
rre Bourdieu, llama la atención su rechazo 
al uso descontextualizado de las ideas del 
sociólogo francés para el caso argentino –o 
latinoamericano–. Esto queda claro cuando 
el autor elige como foco de su análisis un es-
pacio relacional heterogéneo constituido por 
aquellos que se reivindican como practican-
tes de la sociología, en su enorme variedad 
interna, pero también por sus detractores, 
ya que es en un campo de conflictos más 
amplio que la sociología gana sentido y re-
sonancia pública. Blois resume el núcleo de 
su abordaje en los siguientes términos:

[…] a lo largo de los años se fue configurando 
un espacio de relaciones en el que participa-
ban todos aquellos que, de un modo u otro, 
tenían interés en disputar lo que la sociología 
era o debía ser. Ese espacio, de dimensiones 
variables según las épocas, se organizaba 
en torno a un conjunto de disputas y contro-
versias, más o menos intensas, más o menos 
explícitas, donde lo que se pretendía era diri-
mir la definición misma de la sociología. Y, en 
función de ello, las jerarquías y posiciones que 
les correspondían a los diversos estilos de tra-
bajo, saberes e ideas de los sociólogos. Cabe 
enfatizar que los posicionamientos asumidos 
en ese espacio eran parte de un juego relacio-
nal. Las apuestas o preferencias de unos por 
una determinada concepción de la disciplina, 
aun en los casos en que no hubiera mención 
explícita, estaban por lo general referidas a las 
apuestas o preferencias de los otros. Al mismo 
tiempo, esas apuestas o preferencias estaban 
conectadas o echaban raíces en estados pre-
vios de ese espacio, siendo frecuentemente 
reacciones o respuestas elaboradas en fun-
ción de las experiencias y posicionamientos 
del pasado (Blois, 2018: 15).

A partir del cruce original entre las pers-
pectivas de la sociología de las profesiones, 
la sociología de los intelectuales y la historia 
intelectual, lo que está en juego en este enfo-

Jr., 2018). Semejante contraste entre expe-
riencias de desarrollo de la sociología, que 
son al mismo tiempo tan próximas y tan dis-
tantes, es fundamental para la constitución 
de una relación más reflexiva con nuestras 
prácticas académicas locales.

Mi comentario acerca de Medio siglo de 
sociología en la Argentina se concentrará 
no tanto en la exposición –y discusión– de 
cada uno de sus capítulos sino en las inno-
vaciones teórico-metodológicas ofrecidas, 
leídas a la luz del debate que se ha venido 
desplegando en Brasil en torno a la historia 
de las ciencias sociales y, más específica-
mente, del llamado “Pensamento social no 
Brasil”. Sin embargo, vale la pena comentar, 
aunque rápidamente, el plan general del li-
bro, que en sus seis capítulos analizan las 
agudas rupturas que afectaron la carrera 
de sociología en la uba; pero también las 
continuidades menos visibles pero cruciales  
en el proceso de expansión de la disciplina en  
el contexto latino entre 1957 y 2007. En los 
dos primeros capítulos, Blois reconstruye la 
actuación decisiva de Germani tras la caída 
del peronismo en 1955 en la estructuración 
de la carrera y los principales ejes de la crí-
tica a la empresa germaniana. Los capítu-
los cuarto y quinto presentan un momento 
de intensa politización de la sociología, con 
destaque en el protagonismo estudiantil en 
la organización del ambiente universitario, la 
emergencia y crisis de las llamadas “cáte-
dras nacionales” y “cátedras marxistas” y, en 
el contexto represivo del golpe de 1976, el 
fenómeno de la “sociología de enclave”. Ya 
en los dos capítulos finales, el autor analiza 
la reconstrucción de la carrera en el perío-
do democrático y las contradicciones entre 
la ampliación de los espacios universitarios 
e institucionales de la sociología y el ajuste 
neoliberal y el retraimiento en la inversiones 
en la enseñanza superior. 

En términos teórico-metodológicos, Blois 
opta claramente por un abordaje relacional, 
históricamente orientado y “pragmático” 
–esto es, centrado en las prácticas efecti-
vas de los agentes– del proceso de consti-
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la atención que les da a las formas de in-
teracción históricamente contingentes entre 
sociología y política. En los términos del pro-
pio autor, “el vínculo con la situación políti-
ca no debe ser pensado como el efecto de 
una pura intrusión de una instancia ‘externa’ 
(la política) en la lógica propia o específica 
de un ‘campo’ en formación (la sociología)” 
(Blois, 2018: 302). Lejos de ello, lo que le inte-
resa es captar las resonancias mutuas entre 
unas prácticas sociológicas y políticas que, 
si se redefinen en sus interacciones recípro-
cas, nunca se confunden o solapan comple-
tamente. Aun en el contexto de politización 
radical de la sociología, tal como es discuti-
do en el capítulo tercero cuando se abordan 
las “cátedras nacionales” y su ruptura con 
Gino Germani y su grupo, se muestra cómo 
estas iniciativas, si bien movidas por una cla-
ra orientación antiinstitucional, tuvieron que 
expresarse según los términos propios del 
debate sociológico y la lógica de las institu-
ciones universitarias (innovaciones pedagó-
gicas, creación de nuevas materias, etc.). De 
hecho, la necesaria traducción de los conflic-
tos políticos al vocabulario sociológico y a las 
prácticas institucionales, al tiempo que crea-
ba clivajes agudos al interior de la disciplina 
–como aquellos que dividían a la “sociología 
nacional” y la “sociología marxista”–, configu-
ró también un espacio de acuerdos tácitos y 
entendimientos compartidos que mediaban 
y filtraban las disputas políticas. Si destaco 
este capítulo es porque en los años sesenta 
la politización de la sociología conoció tal vez 
su punto más agudo y, sin embargo, el es-
pacio relacional de la disciplina no se retrajo 
–más bien ocurrió lo contrario–. A lo largo de 
todo el libro –sea en los capítulos primero y 
segundo, que analizan la emergencia y la cri-
sis del proyecto intelectual y académico de 
Gino Germani; sea en el capítulo cuarto, que 
aborda el contexto represivo de la dictadu-
ra militar y el fenómeno de la “sociología de 
enclave”; sea en los capítulos quinto y sexto, 
que examinan la reinstauración democrática 
y el escenario contemporáneo–, lo crucial es 
ver cómo sociología y política se articulan a 

que no es la discusión en torno a la mayor o 
menor autonomía del campo científico frente 
al campo del poder –cuestión reiteradamen-
te abordada en los debates brasileños sobre 
la historia de las ciencias sociales, particu-
larmente en ciertas controversias sobre el 
desarrollo de esas disciplinas en San Pablo 
y Río de Janeiro (Oliveira, 1999)–, ni tampo-
co la reconstrucción de linajes o secuencias 
cognitivas de interpretación de larga dura-
ción sobre la sociedad argentina (cf. para 
el caso brasileño, Brandão, 2007). Si bien 
ambas dimensiones no están enteramen-
te ausentes del libro, el foco recae en las 
prácticas de los sociólogos y sus concep-
ciones sobre lo que la disciplina era y debía 
ser, enfoque que hace del conflicto sobre 
la legitimidad de ciertas opciones teóricas, 
metodológicas e inclusive políticas de los 
actores el centro del análisis. Como queda 
expresado en el pasaje citado, el espacio 
de disputas de la sociología no posee un 
contorno claro y definido a priori, ni conlleva 
una expectativa lineal y teleológica hacia la 
autonomización del campo científico. Lejos 
de ello, el espacio de disputas en torno a la 
sociología es dinámico y cambiante; y solo 
puede ser demarcado empíricamente a la 
luz de los conflictos interpretativos que lo 
estructuran. Según mi opinión, esto cons-
tituye un avance notable en relación con 
ciertos usos de la teoría de Pierre Bourdieu 
que se dieron entre nosotros: Medio siglo 
de la sociología en la Argentina calibra de 
modo más equilibrado las relaciones entre 
las disputas simbólicas y las relaciones de 
poder, factores que se constituyen y se re-
definen mutuamente. Es decir, las tomas de 
posición no son simples “traducciones” de la 
posición ocupada en el espacio relacional; 
lejos de ello, las disputas interpretativas son 
permanentemente movilizadas en la propia 
recomposición de este espacio.

La fuerza heurística de la perspectiva 
teórico-metodológica de Blois se revela en 
dos puntos adicionales, analíticamente dife-
renciables pero integrados a lo largo de su 
investigación. En primer lugar, cabe destacar 
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tica, el segundo punto que quería destacar 
es el cuidado de Blois a la hora de mostrar 
cómo la dinámica histórica entre las distintas 
generaciones de sociólogos argentinos es 
fundamental para la comprensión, de con-
junto, del proceso de constitución de la so-
ciología. La organización estrictamente cro-
nológica de los capítulos, tanto como el re-
corte del período analizado –que va de 1957, 
cuando es creada la primera carrera de so-
ciología en el país, hasta 2007, momento en 
que se consolida un proceso de expansión 
universitaria que colocará a la uba como una 
institución más dentro de una red académica 
más descentrada y plural–, se deben a esta 
opción teórico-metodológica. El autor resalta 
una y otra vez que aun en los casos en que 
los actores pretendían comenzar desde cero 
–gesto recurrente en la sociología argenti-
na–, ese voluntarismo estaba siempre con-
dicionado por las estructuras de posiciones 
y disposiciones heredadas históricamente. 
En un pasaje del libro, Blois señala:

Ahora bien, […] esos movimientos y apuestas 
diferenciadas tampoco podían ser entendidos 
si no se tiene en cuenta el derrotero histórico 
o estado previo de la disciplina y sus institu-
ciones. Incluso allí donde los propios actores 
planteaban hacer tabula rasa con todo que allí 
se había hecho, sus iniciativas no eran ajenas 
a las limitaciones y estímulos ofrecidos por las 
condiciones generadas por el particular desa-
rrollo que la disciplina había tenido. Sus tomas 
de posición constituían con frecuencia reac-
ciones contra orientaciones o posicionamien-
tos previos. Aun cuando no se la reconociera, 
la historia, objetivada en las instituciones (en el 
número y estado de los espacios de formación 
e investigación, en las revistas y libros publi-
cados, en los recursos materiales disponibles, 
etc.) pero presente también en las disposicio-
nes y formas de entender la disciplina de los 
actores, daba forma a buena parte de sus de-

través de afinidades y tensiones más o me-
nos intensas sin por ello disolver sus límites 
o contornos específicos.

Por lo mismo, dado que los regímenes 
de politización no son meramente exógenos, 
las relaciones entre sociología y política re-
quieren ser ponderadas a cada momento: lo 
que importa es ver cómo las disputas políti-
cas cobran mayor o menor resonancia en el 
interior de la disciplina de acuerdo al estado 
de las disputas interpretativas sobre lo que 
la sociología era y debía ser, y eso tanto al 
interior de la disciplina como en relación 
con el clima intelectual más general. Por 
ello, el libro no puede simplemente limitarse 
a contar la historia de la sociología: toda la 
historia argentina del período, al menos lo 
que hace a los debates intelectuales y po-
líticos fundamentales, es movilizada en el 
texto, pues, como fue señalado, el espacio 
intelectual que estructura el debate sobre 
la sociología no se limita a aquellos que 
profesional y públicamente se identificaban 
como sociólogos. Este punto abre una serie 
de importantes interrogantes sobre factores 
que en otras latitudes han sido descuidados, 
como la incidencia de los estudiantes en la 
orientación de la sociología. En el relato de 
Blois, tal vez porque se trata de una expe-
riencia universitaria ciertamente más demo-
crática que la brasileña,1 la presión de los 
estudiantes en los rumbos de la disciplina 
es un vector decisivo. Otra dimensión que 
Medio siglo de sociología en la Argentina 
destaca es la relevancia de la inscripción 
pública de la disciplina, particularmente, su 
circulación en la esfera pública. En diferen-
tes pasajes, en efecto, el libro presenta no-
tas de diarios y revistas que dan cuenta del 
lugar y alcance de la sociología en la prensa 
y en el propio imaginario colectivo de una 
sociedad en transformación.

Además de la mirada atenta a las interac-
ciones contingentes entre sociología y polí-

Podríamos preguntarnos, de hecho, si hay paralelos en otros contextos nacionales de una carrera de 1 

sociología con más de quinientos ingresantes al año (Blois, 2018: 90).
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dalidades de trabajo intelectual (cf. Botelho, 
2007). Al final de cuentas, si pensamos en 
los procesos de reflexividad social que son 
constitutivos de la sociología, los produc-
tos intelectuales no contribuyen solamente 
al avance del conocimiento científico, sino 
que son permanentemente movilizados en 
los procesos de aprendizaje y de autoob-
servación social (Botelho, 2015; Brasil Jr., 
2015) que estructuran las representaciones 
sobre lo que fue, es y debe ser, en este 
caso, la sociedad argentina. En este sentido, 
aun cuando no existan evidencias textuales 
claras de interacciones sustantivas entre la 
“sociología científica” y el “pensamiento so-
cial”, resulta difícil descartar la influencia de 
este último en los modos en que la primera 
imaginó la sociedad argentina y procedió a 
la aclimatación de teorías y conceptos pro-
venientes de otras latitudes.2

Como cierre, quisiera enfatizar una vez 
más la importancia de Medio siglo de socio-
logía en la Argentina, una obra que a una 
fina –e inédita– reconstrucción histórica del 
proceso de constitución de la disciplina en 
Buenos Aires le suma una sólida fundamen-
tación teórico-metodológica, capaz de inter-
pelar los debates actuales sobre el derrotero 
de las ciencias sociales, no solo en la Argen-
tina sino también en Brasil –y en otros con-
textos nacionales–. Animado por un espíritu 
comparativo, el trabajo de Blois ofrece, en 
efecto, importantes hallazgos para ampliar 
la agenda de investigaciones compartida 
por sociólogos argentinos y brasileños so-
bre la historia de sus disciplinas, renovando 
de este modo una colaboración que ha sido 
decisiva para la desnaturalización de los 
esquemas interpretativos tradicionales en 
ambos países.

seos y proyectos tanto como a las posibilida-
des de llevarlos a cabo (2018: 294).

Además de destacar la importancia de 
una mirada multidimensional del espacio 
relacional de la sociología –como podemos 
ver en el pasaje citado–, Blois presta parti-
cular atención a la continuidad histórica en 
la sociología argentina de una visión que 
plantea una clara disyuntiva entre “socio-
logía científica” y “pensamiento social” –el 
ensayismo de interpretación de la sociedad 
argentina–, situación que contrasta con lo 
que habría ocurrido, por ejemplo, en Bra-
sil. Semejante visión explicaría, entre otras 
cuestiones, por qué hasta el día de hoy la 
carrera de sociología de la uba relegaría a 
segundo plano el estudio crítico de las tra-
diciones sociológicas locales, al tiempo que, 
en Brasil, la investigación sobre el “pensa-
mento social brasileiro” se habría convertido 
en una robusta área de investigación espe-
cializada, con efectos claros en las oferta de 
materias y en las prácticas docentes (Blois, 
2018: 301). Esto es ciertamente uno de los 
hallazgos más interesantes del libro de Blois, 
ya que ayuda a entender esa especie de 
“ceguera colectiva” que considera, según 
una autorepresentación frecuente entre los 
sociólogos argentinos, a la sociología como 
una “disciplina sin historia”.

Ahora bien, sería igualmente interesante 
preguntarse por otras formas de interacción 
entre “pensamiento social” y “sociología 
científica”, como aquella que podría detec-
tarse en ciertos esquemas de interpretación 
compartidos sobre la sociedad argentina 
que persistirían a lo largo del tiempo más 
allá de la ausencia –o del rechazo explícito– 
de un diálogo efectivo entre esas dos mo-

Aun cuando no sea el núcleo de su argumentación, Blanco y Jackson plantean la hipótesis de que la 2 

obra de Gino Germani “se inscreve na linhagem do melhor ensaísmo político argentino, podendo ser 
entendida como uma atualização dos questionamentos feitos por Sarmiento, no século xix, sobre as 
bases sociais do autoritarismo político que vigia em seu tempo com o rosismo” (2014: 153).
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